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El presente trabajo investigativo, tiene por objetivo identificar, estudiar y analizar desde un 
punto de vista del derecho, las múltiples herramientas jurídicas existentes para combatir la 
corrupción administrativa que se presenta en la contratación estatal en Colombia. Si bien es 
cierto que existen unos mecanismos jurídicos empleados para la lucha contra la corrupción 
administrativa, que se han usado para enfrentar este flagelo, no es menos cierto que las 
prácticas corruptas que surgen en la actividad pública, especialmente en la contratación 
estatal han perfeccionado tanto que hoy en día son más perjudiciales y difícil de 
contrarrestar con las medidas jurídicas vigentes. 
 
Teniendo en cuenta esta situación, se puede afirmar que los mecanismos y controles 
jurídicos que se han empleado contra estas prácticas han quedado un poco rezagados y la 
percepción que se tiene, muestra que de cierto modo ha disminuido en los resultados 
valiosos en esta lucha contra la corrupción. Por esta razón, se cree que deben evolucionar 
para ser más eficientes y lograr mejores resultados en la lucha contra la corrupción. Sobre 
el particular el investigador Mario Iván Algarra Lobo analiza lo siguiente: 
 
“Desafortunadamente, uno de los Estados en donde estas prácticas 
encuentran un ambiente ideal para desarrollarse es el colombiano, al punto 
que las cabezas de los organismos de Control Fiscal, Penal, y Disciplinario 
del Estado, concluyeron en un Foro Anticorrupción que… “Colombia 
requiere medidas de choque urgente contra la corrupción”. Y se dice 
ambiente ideal porque, además de poseer unas instituciones no propiamente 
sólidas para contrarrestar el flagelo, no cuenta ni ha contado con 
gobernantes y administradores lo suficientemente capaces y honestos para 
combatirlas eficazmente; al contrario, éstos se han caracterizado por dejar 
que en uno u otro sentido tomen cada vez más fuerza y se generalicen 
prácticas propias del género corruptivo. No es extraño advertir en los 
cuerpos administrativos, legislativos y judiciales de esta Nación, todo un 
universo de arbitrariedades en la misma proporción de cantidad y calidad de 
cuentas formas de poder pueden palparse […] Toda esta ambientación 
posibilita a la corrupción para establecerse y hacer todo el daño y perjuicio 




no existe la suficiente claridad de las funestas y mucho más graves 
consecuencias que se verán luego venir.”1 
 
 
Ante este problema, sería pertinente que los mecanismos jurídicos consagrados en la ley 
puedan fortalecerse en la medida que sean tenidas en cuenta las acciones constitucionales 
de tutela y acciones populares, no sólo para ejercer el control de legalidad de los actos 
administrativos que vulneren derechos de rango constitucional en los procesos 
contractuales, sino también como instrumentos jurídicos para enfrentar la corrupción 
administrativa en la contratación pública.    
 
Por otra parte, se debe tener cuidado al estudiar el tema de la corrupción,  el hecho común 
que se presenten ciertas dificultades, una de ellas se encuentra en “la definición de este 
fenómeno, pues es más fácil reconocer la corrupción que definirla”2. Autores como Yves 
Meny, definen la corrupción como: “un intercambio clandestino que permite obtener un 
provecho ilícito. Asimismo, clasifican la corrupción en tres tipos: la corrupción negra, 
reprochada por todos, entre las que cuenta los sobornos en los contratos públicos; la 
corrupción blanca, tolerada por la mayoría, por ejemplo los auxilios que permite a un 
miembro de su familia beneficiarse de esta o aquella ventaja menor y por último la 
corrupción gris, de la cual no se sabe si jalona más bien a la negra o a la blanca3.  
 
Debido a estas complejidades que presenta el estudio de la corrupción, en el primer capítulo 
de este trabajo de investigación se considera necesario estudiar los  diversos tipos de 
definiciones sobre la corrupción desde varias perspectivas, entre las que se encuentran los 
sujetos que participan en ella y los sectores donde se desarrollan. En lo que compete al 
tema de investigación, se propone ofrecer un concepto de corrupción administrativa y 
dentro de esta modalidad definir la corrupción en la contratación pública para tener una 
percepción clara sobre el tema de estudio, asimismo teniendo en cuenta las causas y los 
                                               
1 ALGARRA LOBO, Mario Iván. No Más Corrupción, Estrategia Preventiva Para Combatirla. Ediciones Jurídicas 
Gustavo Ibañez, 2005 
2 GUERRA GARCÍA, Yolanda. Responsabilidad del estado por el actuar de sus funcionarios; introducción al estudio de la 
corrupción. Bogotá,  Universidad Libre. Facultad de Derecho. Instituto de Postgrados, 2007. 




efectos de la corrupción,  que son aspectos importantes para determinar un acto de 
corrupción en cualquier actividad pública como es el caso de la contratación estatal. 
 
El segundo capítulo, será una introducción al tema central de este trabajo de investigación, 
el que se hablará de la reglamentación en la contratación estatal, las distintas modalidades 
de selección del contratista  y cómo estas normas se basan en principios jurídicos que 
procuran la transparencia en los procesos de la contracción pública para evitar posibles 
actos irregulares como la corrupción.  
  
En el tercer capítulo se abordará el tema del manejo de la corrupción en la contratación 
estatal dentro del ordenamiento jurídico colombiano, con el objetivo específico de describir 
y estudiar los distintos mecanismos y controles que existen para prevenir  y sancionar  la 
corrupción,  especialmente en la contratación pública. De esta manera se quiere mostrar una 
visión clara de las herramientas jurídicas anticorrupción con que cuenta la sociedad 
colombiana para hacerle frente a este flagelo.   
 
Por último, se estudiará la viabilidad de las acciones constitucionales, en especial la acción 
de tutela y la acción popular, como mecanismos jurídicos para la protección de derechos 
fundamentales individuales y de derechos e intereses colectivos vulnerados por actos de 
corrupción dentro de la actividad contractual del Estado. En este capítulo se busca 
determinar cómo estas acciones pueden ser una solución alternativa y eficiente no 
solamente para ejercer el control de legalidad y constitucionalidad de los actos 
administrativos de naturaleza contractual, como sería el caso de las acciones populares, sino 
también como mecanismo jurídico y de participación para combatir y prevenir la 












1. EL FENÓMENO DE LA CORRUPCIÓN: 
CONCEPTOS, CAUSAS Y EFECTOS 
 
1.1 UNA APROXIMACIÓN AL CONCEPTO DE LA CORRUPCIÓN 
 
En la actualidad existen muchos estudios académicos dedicados a proponer una serie de 
conceptos, análisis y posibles soluciones para contrarrestar la corrupción en todo el mundo. 
Un concepto de corrupción que podría abarcar todo los aspectos sobre este fenómeno, es el 
siguiente: 
 
La aproximación léxica o semántica al concepto de <<corrupción>>  
evidencia la desaprobación moral que el término encierra, vocablo 
proveniente del latín corrumpere, es <<acción y efecto de corromper>>. 
Corromper es alterar y trastocar la esencia de una cosa… echar a perder, 
destruir, arruinar, viciar, depravar, dañar, pudrir y pervertir. Son múltiples 
las clasificaciones que de la corrupción se han ofrecido: a) corrupción pasiva 
y activa, que capta el fenómeno a partir de quien tiene el poder  de decisión 
o de quien solicita el comportamiento de este último, de manera contraria a 
sus obligaciones, respectivamente; b) corrupción privada y pública. 
Mientras la privada se manifiesta en las relaciones inter privados, la pública 
se desarrolla en el mundo de la Política y de la Administración; c) 
dependiendo de la mayor o menor gravedad del fenómeno se habla de 
corrupción negra, gris y blanca. La primera comprende las más graves 
violaciones de las reglas establecidas y concita el rechazo social unánime, la 
blanca, en el extremo opuesto, integra las corruptelas  y los malos hábitos de 
imposible erradicación entre los hombres y suele ser tolerada, y por último 
la gris, la más peligrosa  para la democracia  que tiende a ennegrecerse en 
las sociedades más puritanas y a blanquearse en las más permisivas.4 
 
                                               
4 RODRÍGUEZ GARCÍA Nicolás, et all. Corrupción y Delincuencia Económica. Bogotá. Universidad Santo Tomás. 




La dificultad para estudiar este fenómeno se incrementa cuando se habla de la corrupción 
en el sector público, es decir, la corrupción administrativa. La búsqueda de las soluciones a 
este fenómeno se dificulta aún más, por la simple razón que no existe un concepto unánime 
que plantee una definición completa de corrupción. Por tal razón, en la primera parte de la 
investigación, se estudiarán los distintos conceptos de corrupción, sus causas y efectos, para 
luego así llegar de una manera concreta y clara a una definición de corrupción en materia 
de contratación pública, que es el tema central.  
 
Dentro de una idea tan amplia sobre la corrupción, existen ciertas discrepancias al momento 
de emitir una definición coherente y que integre a su vez todos los elementos característicos 
de este fenómeno que se presenta en diversos campos de la sociedad, tanto en el sector 
público como en el privado.  
 
Para Manuel Villoria M. quien analiza esta situación, explicando que se han hecho 
recientemente unos avances en esta parte, expresa: 
 
“Uno de los aspectos de la corrupción sobre el que más se ha avanzado es el 
de su propia definición. Hoy en día existe una enorme cantidad de estudios 
que, precisamente, se dedican a analizar qué es corrupción, qué diferentes 
clases de corrupción existen, cuáles son las prácticas más graves y cómo se 
conectan estas definiciones con otras definiciones de su mismo campo 
semántico. Ello no quiere decir que exista un acuerdo universal en una 
definición, simplemente que existe una amplia base de reflexión sobre el 
tema y que la elección personal se puede realizar con conocimiento de 
causa”5. 
 
De manera general, el término “corrupción” significa algo arruinado, defectuoso, 
degradado o viciado, es decir, algo que “ha sido desviado hacia una forma inferior o 
peor”6. El diccionario de la Lengua Española define el término de corrupción  como: “(Del 
lat. Corruptĭo, -ōnis ). f. Acción y efecto de corromper (…) 4. Der. En las organizaciones, 
especialmente en las públicas, practica consistente en la utilización de las funciones y 
                                               
5 VILLORIA MENDIETA, Manuel. La Corrupción Política.      
6 CEPEDA ULLOA, Fernando. La Corrupción Administrativa En Colombia, Diagnostico y recomendaciones para 




medios de aquellos en provecho, económico o de otra índole, de sus gestores”7. 
Etimológicamente se ha dicho que la “raíz indoeuropea de la palabra “corrupción” es 
reut, que significa “arrebatar,” mientras que otra interpretación señala que el término 
proviene del verbo latino rumpere, que significa “romper”8.  
 
En palabras de Peter Euben, la historia conceptual de la corrupción es incierta. Mientras el 
origen etimológico de la palabra es claro -proviene del latín corrumpere -, su uso a lo largo 
de la historia no lo ha sido tanto.  
 
“Se la ha utilizado en dos contextos distintos. Para hacer referencia a una 
actividad humana específica -como, por ejemplo, el soborno- o en un 
sentido más general de destrucción, devastación o adulteración de un 
material orgánico -e.i., la carne-. El vocablo «corrupción», una fuerte carga 
emotiva y negativa, ha sido asimilada a decadencia, desintegración, 
degeneración o envilecimiento”9.    
 
Estas nociones demuestran los límites que existen para definir la magnitud que representa 
el problema de la corrupción y su importancia en las sociedades contemporáneas, sin querer 
afirmar que ésta no se haya presentado en el pasado, pues es muy claro que la corrupción ha 
existido desde tiempos inmemoriales. Algunos autores han manifestado esta misma 
situación, la corrupción no es un fenómeno de hoy, “Séneca escribió hace muchos siglos 
que la corrupción es un vicio de los hombres, no de los tiempos”10.  
 
Las numerosas investigaciones llevadas a cabo sobre este tema, han reflejado los múltiples 
y diversos esfuerzos encaminados a la construcción de una definición de la corrupción, con 
                                               
7 REAL ACADEMIA ESPAÑOLA, Diccionario de la Lengua Española, T. III, vigésima segunda edición. Por otra parte, 
según el Diccionario de María Moliner, citado por el Prof. Rafael Ballén: “La palabra corrupción en su cuarta acepción, es 
``quebrantar la moral de la administración pública o de los funcionarios. Especial, hacer con dádivas que un juez o 
empleado obren en cierto sentido que no es debido”. BALLÉN, Rafael. Corrupción Política.    
8 CARTOLANO SCHIAFFINO, Mariano J. La corrupción: aproximación teórica. Bogotá, Editorial Leyer 2009. 
9 En: ANDRÉS, P. et al. La corrupción política. Editores Francisco J. Laporta, Silvina Álvarez. Madrid: Editorial Alianza 
Editorial, 1997. 
10 GONZÁLEZ PÉREZ, Jesús. Corrupción, ética y moral en las administraciones públicas. Editorial Thomson, Civitas, 




pretensiones de generalidad o universalidad, sin que hasta el momento se haya logrado tal 
propósito11.  
 
La razón a estas dificultades puede encontrarse en la complejidad de los 
elementos que condicionan, integran o constituyen la naturaleza de la 
fenomenología de la corrupción, y en las características, formas y 
modalidades que adoptan las prácticas corruptas en una cultura particular, 
propia de un momento histórico determinado, y no a una posible 
incapacidad de los estudiosos para hacerlo12.       
 
Es evidente entonces, en razón de llegar a una noción concreta y clara de la corrupción, 
poder establecer una distinción entre las distintas definiciones de acuerdo a los elementos 
que la integran, centrándose en los sujetos que intervienen en esta práctica y el objeto de 
ésta, tal como lo aprecia Pablo García Mexía, citando a Peters y Welch:  
 
“…. la noción de corrupción exigiría un desglose de sus diferentes 
elementos, a saber: el cargo o funcionario público involucrado, el favor 
prestado por el mismo, la retribución obtenida por el cargo o funcionario, y 
el pagador de la retribución, a la sazón perceptor del favor. Esta acepción 
cuenta a su favor con su gran claridad; sin embargo, Peters y Welch centran 
exclusivamente su atención en los sujetos y el objeto de la conducta 
corrupta, obviando toda alusión al móvil o causa que impulsa a tales sujetos 
a perseguir tal objeto, determinantes para conceptuarla corrupción”13.   
 
1.2 CONCEPTOS DE LA CORRUPCIÓN 
 
En términos concretos, la corrupción se ha entendido como: “La utilización de potestades 
públicas para beneficiar intereses particulares”14. Ahora bien, para llegar a una definición 
                                               
11 Al respecto, García Mexía resalta lo siguiente: “ninguna de las definiciones de corrupción que seguidamente se detallará 
ha logrado imponerse con claridad, hasta el extremo de poder ser considerada suficientemente satisfactoria, con exclusión 
de las demás. Todas ellas presentan fallas que las hacen vulnerables, sin perjuicio, desde luego, de que algunas sean más 
vulnerables que otras.” GARCÍA MEXÍA, Pablo. Los conflictos de Intereses y la corrupción contemporánea. 
12 DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA. Mapas de riesgos de corrupción: Cartilla guía 
gerencial. Guía para la elaboración de mapas de riesgos de corrupción / Departamento Administrativo de la Función 
Pública, Banco Mundial. Bogotá, 1999. 
13 GARCÍA MEXIA, Pablo. Ob. Cit. 
14CAPUTI, María Claudia. La ética pública, Convención internacional contra la corrupción Ley de Ética de la Función 
Pública, Código de Ética de la Administración pública nacional, Derecho comparado (EE.UU., Francia, Reino Unido, 




que satisfaga el cumplir los objetivos plateados, es necesario exponer los distintos 
conceptos que el estudio y análisis sobre este fenómeno han presentado y que recogen todos 
los componentes y aspectos de la misma, como son: los sujetos o personas que realizan o 
participan en los actos de corrupción, el campo y sectores de la sociedad donde se llevan a 
cabo estas prácticas en: el sector político, económico y público.  Por otro lado se estudiará 
las características de la corrupción. Todo lo anterior con la finalidad de poder brindar un 
concepto puntual sobre la corrupción en la contratación pública.   
 
1.2.1 Concepto de Corrupción Desde el Punto de Vista de sus Partícipes.   
 
Desde el punto de vista de las personas que participan en los actos de corrupción, en este 
caso las del sector público, la corrupción es “aquella situación en la que un servidor 
público abusa de su autoridad con el fin de obtener un ingreso extra del caudal público o 
cuando se desvía de los deberes formales de un cargo público a causa de ganancias 
económicas o de status, de tipo privado ya sea personal, familiar o de un grupo”15. En 
palabras de Malem Seña:  
 
“la corrupción implica la violación de un deber posicional de la persona. 
Quienes se corrompen transgreden, por activa o por pasiva, o provocan la 
transgresión de algunas de las reglas que rigen el cargo que ostentan o la 
función que desempeñan. Quienes se corrompen manifiestan, en ese sentido, 
un claro sentimiento de deslealtad hacia la regla vulnerada”16.     
 
Claramente esta definición hace mención a unos elementos característicos de la corrupción 
en el sector público, como lo son los desplegados por los servidores públicos y las 
actividades que desempeñan, dentro de la función pública17 y en concordancia con lo 
conceptuado, la corrupción se define como: “la forma de actuar por fuera de los 
parámetros y normas establecidas para el ejercicio de la función pública, es un 
                                               
15ANDRÉS, P. et al. La corrupción política.  
16 MALEN SEÑA, Jorge Francisco. La corrupción: aspectos éticos, económicos, políticos, y jurídicos. Editorial Gedeisa, 
Barcelona, España 2002. 
17  PÉREZ ESCOBAR, Jacobo. Derecho Constitucional Colombiano 6ª ed.: “Entendemos  por función pública el conjunto 




comportamiento que se aparta de las obligaciones normales de la función pública a causa 
de motivos privados, familiares, pecuniarios o mejoría de un status social18.  
 
Con relación a este aspecto, el concepto más aceptado por muchos estudiosos del tema, 
sería el de Joseph Nye, para quien “la corrupción es aquella conducta que se desvía de los 
deberes normales de una función o cargo públicos a causa de ganancias personales, 
pecuniarias o de status, o que conculca reglas orientadas a combatir ciertos tipos de 
influencia particular.”19.  
 
Sin embargo, se critican este tipo de definiciones porque pretenden identificar la corrupción 
como una actividad propia o asociada al sector público y por ende, llevada a cabo 
solamente por los servidores públicos. “La corrupción no es un fenómeno propio de la 
esfera pública de una sociedad, sino una práctica generalizada que ocurre y afecta todos 
los sectores y estamentos que existen en la misma; es una práctica que perjudica a todos y 
que puede aparecer en cualquier contexto y en cualquier actividad humana, ya sea pública 
o privada”20.  
 
En efecto, si se llegara a aceptar estas definiciones, se estaría limitando la presencia de este 
flagelo solamente en el sector público y su práctica necesariamente estaría asociada a un 
sujeto cualificado, es decir, a los servidores públicos. Igualmente se estarían dejando a un 
lado otros elementos que caracterizan la corrupción, como lo señalan Malem Seña y 
Villorio Mendieta, para quienes identificar la corrupción solamente con el abuso del cargo 
público excluiría actuaciones dignas de estudio como los pagos de comisiones y el cohecho 
impropio, o agregar otros como “… la financiación ilícita de los partidos políticos, 
práctica que no podría calificarse como un abuso del cargo, pues ninguno de los sujetos 
que intervienen en esta tiene la calidad de funcionario”21.       
                                               
18 DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA. 
19 GARCÍA MEXÍA, Pablo. op. cit. 59 p.  
20 LÓPEZ PRESA, José Octavio, et al. Corrupción Y Cambio. Fondo de Cultura Económica, Secretaría de Contraloría y 
Desarrollo Administrativo, México. 1998 
21 CASTRO CUENCA, Carlos Guillermo. Corrupción Y Delitos Contra La Administración Pública, Especial referencia a 





Por otro lado, el profesor Cepeda Ulloa, haciendo un esfuerzo por lograr una definición de 
la corrupción  desde la perspectiva de los sujetos que participan, afirma que: “la corrupción 
es un intercambio consensual que involucra al menos dos partes capaces -una de las 
cuales ocupa una posición de poder mediante la cual busca beneficiarse-, y son consientes 
de que están violando las reglas o los valores que sostienen el interés general de un 
sistema o una sociedad.”22.  
 
La anterior definición se basa en la cualidad que posee cada uno de los sujetos que 
interviene en los actos de corrupción y es la de tener poder de decisión en asuntos públicos 
o privados. En conclusión, se puede aseverar desde el punto de vista del sujeto, que la 
corrupción es un acto ilegal, ilícito e ilegítimo por medio del cual una persona, al servicio o 
no del Estado, busca obtener un resultado o una decisión que le satisfaga sus ambiciones 
económicas o políticas, en otras palabras puede ser la materialización de un propósito 
deliberado de obtener un provecho personal, con base en un cargo o en una posición de 
privilegio ocupada23.  
 
1.3 CONCEPTO ÉTICO Y MORAL DE LA CORRUPCIÓN 
 
Para contar con un concepto de corrupción desde la óptica de la ética y la moral, es 
pertinente aclarar el significado de estos dos términos, que muchas veces suelen 
confundirse  y hasta se les considera como sinónimos. Etimológicamente, se puede 
entender los términos de ética24 y moral, como lo señala la profesora Adela Cortina:  
 
… las palabras ética y moral, en sus respectivos orígenes, por un lado el 
griego (ethos) y del latin (mos), significan prácticamente lo mismo: carácter, 
costumbres. Es aquí donde surge la confusión con las dos voces como 
                                               
22 CEPEDA ULLOA, F. op. cit. 3 p. 
23 BALLÉN, Rafael. CORRUPCIÓN POLÍTICA. 
24 La palabra “ética” proviene del griego ethos y significa carácter. La ética, en su origen, se abocará a hacer preguntas y a 
reflexionar sobre el sentido de las instituciones, sobre los principios que deben servirles de fundamento para lograr el bien 
común, y muy especialmente sobre los comportamientos deseables de la ciudadanía para que la vida en conjunto sea 




sinónimos. Ambas expresiones se refieren, a fin de cuentas, a un tipo de 
saber que orienta y forja un buen carácter, que permite enfrentar la vida con 
altura humana. La diferencia radica en que, la moral está encaminada a 
forjar un buen carácter, que ha formado y forma parte de la vida cotidiana de 
las personas y los pueblos. Por eso se podría afirmar que no la han inventado 
los filósofos, mientras que la ética, sería la filosofía moral, es decir, una 
reflexión sobre la moral cotidiana hecha por filósofos, que utilizan para ello 
la jerga propia de la filosofía25.  
 
Sobre el origen de la corrupción desde el punto de vista de la moral, existe una corriente, 
que señala que hay una desviación de valores sobre los cuales se cimenta el 
comportamiento de una sociedad,  y la corrupción aparece cuando las sociedades, desvían 
en lo público y privado, los valores sobre los que se fundan, en cuanto a ética pública, pero 
serían una sociedades estáticas, constituidas en un sistema ordenado de valores, normas, 
leyes y creencias, que impedirían el reconocimiento y la convivencia de otros sistemas 
axiológicos, en el mismo entramado social26. Es pertinente tomar el concepto de Adela 
Cortina, quien define la ética pública: 
 
“ética pública” se hace referencia como es obvio, a  la vida pública en su 
conjunto, es decir, no sólo a las organizaciones e instituciones del Estado, 
sino también a cuantas tienen con sus actuaciones consecuencias públicas y 
precisan, por tanto, ser públicamente legitimadas: las entidades económicas 
y empresariales, las organizaciones y asociaciones cívicas, las actividades 
profesionales y la opinión pública.”27  
 
Ahora bien, en cuanto a moral cívica, el autor Bernal Álvarez la define como: 
 
Por moral, una  la moral cívica que: “…consistiría en mínimos compartidos 
entre ciudadanos que tienen distintas concepciones del hombre y diferentes 
ideales de vida, mínimos que los llevan a considerar como fecunda su 
convivencia. La moral cívica propone los mínimos axiológicos y normativos 
compartidos por la conciencia de una sociedad pluralista, desde los que cada 
quien debe tener plena libertad para hacer sus ofertas de máximos y desde 
                                               
25 CORTINA, Adela. El mundo de los valores, “Ética mínima” y educación.  
26 ZULUAGA GÓMEZ, María Luz; PÉREZ GONZÁLEZ, Nancy Eddi y BEDOYA ALZATE Faride A. Corrupción En 
Los Nuevos Departamentos Fronterizos 1992-2000.  




los cuales los miembros de esa sociedad puedan tomar decisiones morales 
compartidas en cuestiones de ética aplicada. 28  
 
 
Definir la corrupción desde la visión de los valores y normas o códigos de comportamiento 
que buscan como objetivo principal en un Estado el bien común para los miembros que 
integran una sociedad, muestra en sí, una serie de ventajas, pero a su vez muestra unas 
desventajas que dificultan  llegar a un concepto concreto, desde esta perspectiva por la que 
se quiere abordar este problema, dejando a un lado elementos importantes que identifican y 
definen la corrupción. La principal ventaja,  pero a la vez más enconada desventaja, del 
concepto corrupción es: 
 
Su elevada carga moral, que pretende congregar un fenómeno 
multidisciplinario y complejo en un discurso de categorías, basado 
esencialmente en valores predefinidos y no en estructuras de funcionamiento 
móviles, por lo cual  necesariamente olvida las facetas de su presencia en la 
realidad. En estas circunstancias el problema es que el trato social que se le 
da al fenómeno no lo reconoce de manera completamente consciente como 
concepto moral y por lo tanto variable en el tiempo y en el espacio, ni se 
apoya en el derecho para identificar e individualizar conductas y 
consecuencias con unas determinadas características (construcción de 
prescripciones). 29   
 
Para muchos autores, como es el caso de Bayley, el hecho de concebir a la  corrupción 
desde una perspectiva moral, basada en los valores de una sociedad determinada, implica 
varios problemas.  
 
Así, respecto de las investigaciones sobre el fenómeno, dicha óptica 
obligaría a tener que determinar qué conductas son consideradas “corruptas” 
para cada sociedad en particular. A lo que debe sumarse las dificultades para 
la comunicación y el intercambio de datos entre los investigadores de 
distintos lugares. Además, esto dificultaría también la comparación de 
resultados, como por ejemplo, el porcentaje de corrupción hallado en 
distintos países30. 
                                               
28 ÁLVAREZ BERNAL. María Elena. La Ética En La Función Pública. Ob. Cit. 
29 ANÁLISIS NORMATIVO, JURISPRUDENCIAL Y FÁCTICO DE LA CORRUPCIÓN EN COLOMBIA 1991-2001, 
DISYUNTIVAS Y CONVERGENCIAS.  Op. cit.  





Desde la perspectiva de la ética y la moral, la corrupción es un desvío de los valores éticos 
en la conducta o comportamiento de algunos individuos y que genera una situación propicia 
para el ilícito.31 Esto conlleva a una crisis de valores en la sociedad, como los señala 
Gregorio Robles al decir que: 
 
 “[…] la causa ideológica de la crisis de valores está en la extensión del 
relativismo moral y de la concepción utilitaria de la felicidad, la causa 
psicológica paralela a la anterior, es la pérdida del sentido del deber y el 
consiguiente fortalecimiento del sentido de los derechos». «El relativismo 
moral es un producto del individualismo extremo, esto es, el solipsismo. No 
existe instancia superior a mi conciencia, soy yo quien decide lo que es 
bueno y lo que es malo, lo que está bien y lo que está mal. Lo bueno no es 
bueno porque sea bueno en sí, sino porque yo decido que es bueno en virtud 
de mis propias razones, que son aquellas que a mí me convencen»”32. 
 
En ese orden de ideas, se busca una relación entre la corrupción, la ética y la moral de los 
asuntos de política pública. Toda concepción sobre lo corrupto contiene subyaciendo una 
idea de lo ético, y por ello, toda idea de la corrupción política arrastra consigo una idea de 
la “buena política”; es lo que Rose-Ackerman llamaba un “estándar de bondad”.  
 
La corrupción se observa, así pues, desde diferentes perspectivas morales y, en función de 
estas, tiene un rostro u otro. La conclusión que se puede sacar de estas afirmaciones es que 
la lucha contra la corrupción empieza por definir qué se entiende por "buen gobierno", por 
"buena política" o por democracia33.  
 
Todas estas ideas se verían reflejadas en el comportamiento ético-moral del servidor 
público y por lo tanto se entraría a hablar de corrupción desde la perspectiva de la ética y la 
moral pública, cuando ese servidor incumpla con los parámetros de comportamientos 
trazados o basados en valores éticos y morales, motivado por un beneficio propio o para un 
                                               
31 LÓPEZ PRESA, José Octavio, et al. op. cit. 1p. 
32 Citado por GONZÁLEZ PÉREZ, Jesús En: Corrupción, Ética y Moral en la Administración Pública. 




tercero, en cualquier actividad que esté desempeñando bajo su cargo, entre las cuales 
mencionamos como ejemplo la actividad contractual. 
 
1.4 CONCEPTO ECONÓMICO DE CORRUPCIÓN 
 
Desde el panorama que brinda la economía, la corrupción sería: “la expresión perniciosa 
de la <<mano invisible>> de Adam Smith; aunque se le asemeja en tanto que asigna 
recursos a partir de las acciones de los individuos, se le distingue en que genera 
ineficiencia. Cuando la corrupción entra en escena, los vicios privados a los que se refería 
Mandeville  ya no generan virtudes públicas sino, por el contrario, carcomen y degradan a 
las instituciones económicas, administrativas y políticas de una sociedad”34.  
 
Por su parte para Ackerman: “la corrupción desde un enfoque económico es un mecanismo 
de distribución de recursos, dentro de aquellos mercados ilegales que surgen como 
reacción a las decisiones políticas basadas en las preferencias de la mayoría de los 
ciudadanos, es decir, la corrupción sería la consecuencia inevitable de todo intento estatal 
por controlar las fuerzas del mercado.”35. Por su parte Ó. H. Arcila Niño manifiesta que 
 
“la corrupción, desde la visión de la economía, difiere sustancialmente de 
otras lecturas que por tradición se le dan al estudio de dicho fenómeno; 
debido a que el análisis se hace desde la lógica y racionalidad bajo la cual 
actúan los agentes económicos en las diferentes transacciones que les 
demanda el mercado, teniendo en cuenta el estudio de la relación costo-
beneficio a partir de la fórmula de distintos modelos en los  que se unen 
diversas variables,  de acuerdo a la información que se tiene a la mano y con 
la complejidad que se pretenda realizar los estudios; en conclusión desde la 
perspectiva económica la corrupción es ``uso de un cargo público para 
beneficio privado, con el objetivo de enriquecerse; un funcionario del 
servicio civil (el agente) encargado por el público (el principal) de llevar a 
cabo determinada tarea, se involucra en actividades irregulares que son 
difíciles de monitorear por parte del agente (problema de agente)”36. 
 
                                               
34 LÓPEZ PRESA, José Octavio. et al. op. cit. 22 p.  
35 Citado en: GACÍA MEXÍA, Pablo. op. cit. 60 p. 




En otras palabras, la corrupción se ha concebido y explicado por medio de ecuaciones 
matemáticas, en las cuales se pretende determinar una relación económica entre las partes 
que intervienen en ella y los beneficios que pueden obtener por la puesta en marcha de estas 
prácticas corruptas en el sector público o privado.  
 
Respecto a esto, el profesor Robert Klitgaard37, considerado mundialmente como uno de los 
investigadores sociales que más ha estudiado la corrupción y sus distintas manifestaciones, 
además de recomendar audaces, sugestivas y novedosas estrategias para combatirla, 
propone desde la perspectiva económica un modelo de relación entre el mandante, el 
mandatario y el cliente, apoyado en las ideas microeconómicas de los incentivos y de la 
información, y adiciona consideraciones sobre la estructura de la organización y las 
actitudes individuales38.  
 
En consecuencia, las distintas definiciones desde la perspectiva económica no son claras 
respecto del tema de la corrupción, pues solamente se limitan a tratar y analizar los 
beneficios o provechos ilegales e ilícitos, que se desprenden de las prácticas corruptas, que 
sólo favorecen, lógicamente a quienes las llevan a cabo. Estos análisis dejan a un lado los 
demás elementos fundamentales, que impiden llegar a una noción concreta y satisfactoria 
de la corrupción y establecer unas bases fuertes para su estudio y dar con unas soluciones  
eficientes a tan grave problema, tanto para el campo público como el  privado.  
 
1.5 CORRUPCIÓN POLÍTICA  
 
El origen de la corrupción política, surge mucho antes de la era cristiana, sin entrar en 
exageraciones, citando a  Francisco J. Laporta y Silvana Álvarez quienes expresan:  
 
                                               
37 El Profesor Klitgaard ha realizado una fórmula para determinar los niveles de corrupción en un sistema por ejemplo es 
el caso se la Administración Pública, según este investigador: “…el nivel de corrupción dependerá de los siguientes 
factores estructurales: el grado de monopolio sobre un servicio o actividad; el grado de discrecionalidad de las decisiones; 
y el grado de transparencia de las actuaciones. La fórmula propuesta es: C=M+D-A De acuerdo con la fórmula de 
KLITGAARD, la corrupción es igual al monopolio más la discrecionalidad de los actores, menos la transparencia”. 
Citado en: CARTOLANO SCHIAFFINO, Mariano J. Ob. Cit. 57 p. 




Un libro muy acreditado sobre soborno (Noonan, 1984) puede empezar 
tranquilamente su relato en el año 3000 a. C. y un escritor contemporáneo 
puede explicar a sus conciudadanos lo que es la corrupción mediante la 
mera traducción de textos latinos clásicos, que se leen, por cierto, como si 
fuera de hoy (Perelli, 1994). Esa permanencia del fenómeno es tal que ya se 
piensa generalizadamente que pone de manifiesto un hecho incontrovertible: 
que la corrupción es algo que existe siempre, cualquiera que sea el sistema 
político y el tiempo en el que pensemos39.  
 
El escenario en el que se desarrolla este tipo de corrupción está determinado por el  
contexto del “poder político”, donde se entiende que “Corrupción es el abuso del poder 
público para el beneficio privado”40. En otros términos, se estaría forjando una actuación 
basada en principios y valores presentes en la actividad política. A partir de allí se puede 
decir que la corrupción es una relación que se alimenta de estructuras, principios y fuerzas 
de poder.  
 
Las formas más claras de poder -valga la redundancia- son evidentemente, el poder político 
y el poder económico, los cuales entran, en condiciones favorables de corrupción, en 
relaciones de interdependencia. La variabilidad de la interdependencia se mide o se 
establece según el grado de sujeción (compra y venta), de dominio, de deudas de favores, 
que se pactan; convirtiéndose esto en una de las formas más grave de corrupción política41.       
 
Por su parte, Manuel Villoria M. define la corrupción política desde tres perspectivas, en 
las cuales pretende abarcar todas las características de ésta, y son:  
 
desde un punto de vista del individuo que ejecuta estos actos, la corrupción 
política sería aquella llevada a cabo por los políticos, a diferencia de la 
administrativa que sería realizada por los funcionarios, es decir, el abuso del 
poder, que los ciudadanos le confían a los líderes políticos; desde el objetivo 
que se persigue con estas actuaciones, este tipo de corrupción sería aquellas 
actuaciones dirigidas a la adquisición y mantenimiento del poder político 
por medios ilegítimos; y por último tenemos la óptica del bien 
                                               
39 LAPORTA, Francisco J. y ÁLVAREZ, Silvana. LA CORRUPCIÓN POLÍTICA. 
40 QUERUBIN LONDOÑO, Rodrigo. La Lucha Anticorrupción y la ética Pública y Privada.  
41 MALDONADO, Carlos Eduardo. Corrupción y Derechos Humanos, El malestar general del Estado. Bogotá: Ediciones 




esencialmente transgredido o vulnerado por los actos de corrupción. De esta 
manera se puede definir la corrupción política como aquello que transgrede 
la legitimidad de la política, afectando no sólo a los líderes, sino a toda la 
ciudadanía, en otros términos con la corrupción política se está, dañando la 
política porque deja de lado su razón de ser y se incumplen los principios en 
que se fundamenta este instrumento de concertación y diálogo para la 
resolución de problemas comunes42. 
 
Por su parte, la profesora María Mercedes Cuellar se refiere a la corrupción política, 
describiendo la actividad electoral en el país y los males que adolece, destacando las 
principales causas que generan la corrupción en la política colombiana. Al respecto 
manifiesta:  
 
Es preciso distinguir la corrupción que involucra funcionarios públicos de la 
corrupción política, que consiste en la compra de votos, las contribuciones 
legales a las campañas electorales o los recursos provenientes de actividades 
ilícitas para influir en la adopción de normas y regulaciones. La principal 
causa de la corrupción en el ámbito político deriva del conflicto de intereses 
que surge entre la población y los políticos. Este fenómeno con frecuencia 
se subestima. Las campañas políticas demandan recursos. La democracia 
también les asigna un rol político enorme a los líderes y éstos con frecuencia 
pagan para influir sobre los electores y obtener su apoyo. Así mismo se 
moviliza a los votantes mediante el clientelismo u otro tipo de favores del 
Estado, fondos con frecuencias no adecuadamente contabilizados.43  
 
1.6   CORRUPCIÓN EN LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
 
Para hablar de los orígenes de la corrupción administrativa, es posible realizar  un retroceso 
en el tiempo y hacer referencia a que:  
 
[…] mucho antes de la aparición del estado moderno, el Código de 
“Hammurabi” contenía principios que regulaban la conducta de los 
empleados públicos. Un poco más tarde, estos mismos principios se 
consolidaron principalmente en Aristóteles y otros filósofos de la época, 
quienes sostenían que sólo los mejores deberían gobernar. En una 
                                               
42 VILLORIA MENDIETA, M.  op. cit. 98 p.  
43 CUELLAR, María Mercedes. Colombia: un Proyecto de Vida Inconcluso. Valores, Instituciones y capital social t. II. 




perspectiva histórica, el fenómeno de la corrupción se ha estudiado y 
condenado desde los tiempos de Platón en los que se conoce como la 
tradición republicana (de Platón hasta Maquiavelo) […] la corrupción sería 
la creciente incapacidad del sistema político para alcanzar el interés público, 
es decir, para llegar a un espacio en el cual la libertad (en tanto autonomía) y 
la seguridad pudieran coexistir. Este contexto, que implica que la corrupción 
trae el declive y/o decadencia del Estado o de las instituciones, que contrasta 
con las definiciones actuales sobre corrupción donde generalmente se 
condena la desviación de la conducta individual44.  
 
Para el investigador Joseph Nye, la corrupción administrativa es una: “conducta que se 
desvía de los deberes normales de un cargo público por considerarse privadas (familia o 
amistad) pecuniarios o de estatutos; o aquélla que viola normas restrictivas de cierto tipo 
de influencias en beneficio privado”45. Existen ciertos elementos típicos que facilitan la 
identificación de esta tipo de corrupción.  
 
Para el Prof. Edgar Alfonso González Salas la corrupción administrativa se tipificaría 
como:  
 
“Un tipo de comportamiento activo o pasivo de un servidor público; un 
abuso de la función pública; distanciamiento de los deberes normales de la 
función pública; favorecimiento de el interés privado o ganancias 
pecuniarias o de estatus, favoreciendo demandas contrarias al interés 
colectivo y opuestos en todas estas circunstancias al ordenamiento jurídico o 
los principios de honestidad, ética o moralidad; quebrantamiento de las 
reglas en contra del ejercicio de ciertos tipos de influencia que atienden a lo 
privado; fragilidad de los controles, lo que induce la proclividad al ilícito; 
existencia de incentivos políticos distorsionadas por efectos de un régimen 
normativo y de políticas excesivamente preferenciales y un problema 
cultural”46. 
 
Por otro lado, existen una subclase o subtipos de corrupción administrativa que se 
identifican por la clase de actividad o función administrativa que lleva a cabo el funcionario 
                                               
44 CEPEDA ULLOA, Fernando (Comp.). La Corrupción en Colombia. Bogotá. Fedesarrollo, Universidad de los Andes, 
editorial Tercer Mundo Editores, 1997. 
45 LÓPEZ PRESA, José Octavio, et al. op. cit. 32 p.   




que incurre en estas prácticas catalogadas como “corruptas” y que son llevadas al rango de 
tipos penales.  
 
<< Los supuestos de corrupción pueden ser muy variados. A este respecto la 
imaginación humana se ha mostrado tan prolífica y fecunda como donde 
más. Aunque resultaría por ello casi imposible hacer una taxonomía 
completa de las conductas corruptas, creo, sin embargo, que es ilustrativo de 
lo que es el núcleo de la noción y del fenómeno mismo de la corrupción 
enumerar algunos tipos sin ánimo exhaustivo. He aquí unos cuantos: 
Soborno. Ofrecimiento de una recompensa irregular para influir la conducta 
del agente público en relación con una decisión que, o es gratuita («astillas» 
o «speed-money» [«dinero-velocidad»], por ejemplo) o debe ser tomada 
objetiva e imparcialmente y, como consecuencia del soborno, se modifica 
(«mordida» contra las sanciones, pagos por decisiones favorables).  
Extorsión. Es la amenaza por parte del agente público al ciudadano de una 
medida lesiva para éste si no realiza una contraprestación irregular a 
beneficio del agente. Arreglos. El agente público y el ciudadano privado 
establecen un pacto recíproco en perjuicio del público, de forma tal que una 
decisión oficial (adjudicación de contrato, concesión administrativa, etc.) 
favorece al privado a cambio de una recompensa o merced para el agente 
público.  
Alteraciones fraudulentas del mercado. El agente público que decide en 
materias que introducen en el mercado externalidades positivas o negativas 
determinantes del cambio de valor de bienes (recalificación de terrenos, 
planes de urbanismo, trazado de carreteras o líneas de ferrocarril) utiliza su 
decisión para beneficiarse a sí mismo («auto-corrupción») o para beneficiar 
o perjudicar a un tercero sin bases objetivas para hacerlo, por simple amistad 
o enemistad, o mediante la aceptación de una recompensa. 
Malversaciones y fraudes. Utilización de fondos públicos o de posiciones 
oficiales para objetivos distintos de los previstos en las leyes, tales como 
selección interesada de personal, favores, adquisiciones, contrataciones, etc.  
Especulación financiera con fondos públicos. Inversiones de fondos 
públicos en el mercado financiero con objeto de obtener, incluso sin 
menoscabo de los fondos públicos, intereses irregulares, o no 
contabilizados, a través de cuentas clandestinas. Parcialidad. 
Discriminación deliberada en la formulación y aplicación de normas 
(regulaciones ad hoc), en la administración de servicios (favoritismo y 
clientelismo) o en la provisión de cargos (votación de cátedras y 
nombramientos en virtud de pertenencia a «escuelas» o «facciones») en 
favor de personas y organizaciones afines simplemente por ser afines. El 
fenómeno conocido como «patronazgo» consiste en la parcialidad 
sistemática en la administración de servicios o en la provisión de cargos con 




Colusión Privada. Tipo de corrupción indirectamente relacionado con las 
administraciones públicas y en perjuicio del interés general, que se produce 
cuando ciertas empresas o agentes económicos que pugnan por una 
adjudicación o concesión pública se ponen de acuerdo entre sí para controlar 
el tipo mínimo de oferta en la subasta y se reparten entre sí los beneficios 
(los llamados «subasteros», por ejemplo). Suele darse también en contratos 
de aprovisionamiento y de servicios que se convocan con recurrencia 
periódica en un marco escaso de ofertantes.47 >> 
      
En resumen, los anteriores elementos que identifican la corrupción administrativa, sirven 
como base para determinar la presencia de esta práctica en cualquier sector donde se 
ejerzan funciones o actividades públicas por parte de la administración, verbi gratia, en la 
contratación pública, donde pueden converger todos estos elementos constitutivos de la 
corrupción administrativa. Así lo manifiesta Bruno Ariel Rezzoagli, para quien: 
 
 “... los ámbitos de la corrupción son múltiples, sino que se centrará en 
aquella forma de corrupción que relaciona la actuación de la administración 
pública con la actividad económica, a través de la adjudicación de 
importantísimos contratos públicos de obras, servicios y suministros por 
parte de las autoridades o funcionarios competentes. Tengamos presente que 
vinculada a la función administrativa, la corrupción implica un uso desviado 
de los poderes públicos por parte del funcionario para una finalidad distinta 
de la legítima, con el objeto de obtener una ventaja personal normalmente de 
carácter patrimonial.”48 
 
 A continuación, se tratará el tema de la corrupción en la contratación pública o estatal 
como se conoce en Colombia. 
 
1.6.1  Corrupción en la Contratación Pública 
 
Luego del anterior recorrido por las distintas definiciones sobre la corrupción, con el 
propósito de marcar una diferencia entre ellas, se llega al tema central de la investigación, 
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es decir, la corrupción en la contratación pública, la cual se define como la desviación del 
interés público, que se desarrolla a través del abuso del cargo, con el fin de obtener un 
beneficio extraposicional en cualquier acuerdo de voluntades celebrado por la 
administración pública con los particulares49.  
 
“En la formación de la voluntad de la administración pública, cuando ésta 
abre la ventana de la corrupción, puede darse contratos a interés del servidor 
público y a interés de terceros. Cuando son a interés del funcionario se 
observa la participación directa de éste en la adjudicación (cuando un 
funcionario público tiene a la vez la calidad de asesor privado de la 
Administración, la compra de bienes de la Administración a precios 
irrisorios o su venta aprovechamiento de condición de servidor público) o la 
participación de sus familiares o allegados y/o la participación de empresas 
de las cuales los funcionarios son socios o con la cual tienen un vínculo 
profesional. A interés de terceros se da la adjudicación por convenios ilícitos 
realizados con un proponente: inducción de la demanda y direccionamiento 
previo (especialmente en industria militar y megaproyectos); entre estos, el 
soborno para la adjudicación del contrato público (el cobro de comisiones 
ilícitas para la concesiones de contratos públicos, eventos que consiste en la 
promesa de un porcentaje del costo de una obra -generalmente el diez (10) 
por ciento- a cambio de su adjudicación, y  la recepción de un soborno para 
la adjudicación de un contrato público, con independencia del valor del 
mismo)  y la  adjudicación por tráfico de influencias.”50 
 
Cabe agregar que el concepto sobre corrupción en la contratación estatal contiene varios 
elementos y características que fueron tratados en las anteriores definiciones sobre este 
flagelo. Por ejemplo, la corrupción en la contratación se desarrolla dentro de los parámetros 
de una actividad administrativa de la autoridad pública51, en donde presenta un abuso de 
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autoridad que busca, en primer lugar obtener un beneficio que por lo general es de 
naturaleza económica, en favor de un interés particular52.   
 
Por otra parte, en la contratación pública existen múltiples mecanismos jurídicos que 
demarcan los procedimientos que se deben seguir en esta actividad, la manera como debe 
llevarse y la forma como se eligen los contratistas del Estado. Por lo tanto, es precisamente 
en estos procedimientos de selección de los contratistas, en donde se encuentran la mayoría 
de los actos de corrupción que afectan el normal funcionamiento de esta actividad en la 
administración pública. Respecto a los distintos actos y prácticas corruptas que se vienen 
presentando en los procesos de contratación pública, el Profesor Carlos G. Castro C. hace la 
siguiente reflexión:  
 
“.. Lo peor es que mientras se persigue sin cuartel a muchos funcionarios 
imprudentes pero honestos, la corrupción más grave apenas si se ha 
comenzado a investigar: la variación de materiales, la estructuración 
amañada de los diseños de las obras, la modificación de los trazados y la 
subcontratación en cadena, lo cual permite que una multinacional se quede 
con más del cincuenta por ciento del valor de una obra sin colocar un sólo 
ladrillo. Esto se agrava cuando siquiera responden en caso de 
incumplimiento o cuando tampoco lo hacen algunas empresas aseguradoras, 
a las que se les pagan millones de dólares en pólizas de cumplimiento, para 
que luego se amparen en las corrupción para no cumplir.”53 
 
Las características de este tipo de corrupción administrativa, son determinantes al momento 
de tratar de definir el flagelo que afecta esta actividad administrativa. Por ejemplo, hablar 
de corrupción en una de las modalidades de selección, como la “licitación pública” que es 
la regla general para la selección de un contratista del Estado, se hablaría de la corrupción 
en la contratación pública. Así pues, es precisamente, en el contexto de la licitación 
pública, en el que se presenta este problema cuando una licitación pública competitiva, que 
                                               
52 A nivel global, Transparencia Internacional calcula que anualmente se pierden alrededor de US$ 400.000 millones por 
sobornos y corrupción en la contratación pública, incrementando los costos del gobierno en cerca de 20% a 25% 
(Transparencia Internacional 2006ª). En Asia, el BAsD (1998) ha indicado que la contratación pública corrupta ha llevado 
a varios países a pagar entre 20% y 100% más por bienes y servicios de lo que hubieran tenido que pagar de otro modo. 
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al perfil de gastos de los programas de contratación pública.” CAMPOS, J. Edgardo y Pradhan, Sanjay (editores). Las 
múltiples caras de la CORRUPCIÓN, Aspectos vulnerables por sectores. 




tiene como propósito la competencia abierta y justa entre todos los licitantes interesados, es 
manipulada de manera tal que un licitante preseleccionado la gana54. 
 
1.6.2   Causas y Efectos de la Corrupción 
 
Para comprender la magnitud del problema que representa la corrupción para la sociedad, 
es conveniente exponer de manera breve las principales causas y efectos que este fenómeno 
genera, tanto en el sector público como el privado. En tal sentido, la finalidad de esta parte 
del trabajo investigativo, es explicar estos aspectos en términos generales y particularmente 
la corrupción que surge en la contratación estatal, sin pretender querer abordar toda la 
teoría que han dejado los innumerables estudios sobre la materia y de esta manera poder 
estudiar más adelante los mecanismos jurídicos que se utilizan para enfrentar este flagelo 
en la administración pública. 
 
1.6.2.1  Causas de la Corrupción 
 
Muchas son las causas que dan origen a la corrupción, pero las más representativas y que 
siempre sobresalen en todo los estudios sobre el tema son de carácter económico, político, 
sociales, éticas y morales, que en su conjunto favorecen el surgimiento de la corrupción en 
sus distintas modalidades, en especial en la administración pública. Sobre las causales de la 
corrupción, especialmente la de tipo administrativo, Robert Klitgaard afirma que:  
 
“…puede esperarse que la corrupción aumente con el grado de ineficiencia 
en el  cual se desarrolla la actividad de las instituciones, con la 
discrecionalidad de los funcionarios, con el grado de monopolio sobre los 
servicios que prestan, con los ingresos que pueden obtenerse en las 
actividades corruptas, con una baja probabilidad de ser descubierto, con 
unos bajos castigos para las actividades corruptas y con una baja sanciones 
sociales sobre los individuos corruptos”55 . 
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Para Bertrand de Speville la única causa de la corrupción, arraigada, generalizada y 
sistemática, la culpa sería del Estado; ésta surge cuando el Estado y el sistema de empresa 
que se crea no pueden, o no desean cumplir con las expectativas de los ciudadanos. El 
fenómeno continúa cuando el Estado y el sector privado no muestran alguna indicación de 
poder cumplir con esas expectativas o al menos tratar de hacerlo56.    
 
En el caso de Colombia, las causas de la corrupción son variadas. Las hay políticas en las 
que la corrupción puede verse favorecida por factores como: salarios públicos muy bajos, 
falta de estabilidad en el empleo público, ausencia de sanciones drásticas en el sector 
público para estas prácticas57. Para el Profesor Ulloa estas causas pueden ser:  
 
“En el caso de Colombia la corrupción tiene un significado aún mayor que 
en otros países por la sencilla razón de que entre nosotros el buen gobierno 
está afectado, por lo menos, por otros tres factores que no son tan comunes 
o que  no se dan con igual dramatismo en otros países. Me refiero: a) al 
narcotráfico y su secuela de corrupción, violencia y terrorismo (hoy por 
fortuna casi erradicado); b) a la violencia de los grupos guerrilleros que no 
han querido incorporarse a la vida civil, no obstante las generosas ofertas 
que gobierno y sociedad las han hecho; y c) a la ineficacia del sistema de 
administración de justicia, todavía congestionado, también con problemas 
de corrupción, a pesar de los inmensos esfuerzos realizados por las últimas 
administraciones para modernizarlo y fortalecerlo”58. 
 
Desde perspectiva de la ética y la moral de los servidores públicos, una causa de la 
corrupción sería la conducta deshonesta del servidor público, debido a que éste decide 
actuar de manera corrupta59. Pero podría ser que la causa principal que origina la 
corrupción en el sector público, surge en el ámbito de una sociedad que, en la esfera 
privada, tolera esas mismas pautas, si el sector privado fuera intachable, el público lo fuera, 
es decir “cada sociedad tiene el nivel de corrupción que se merece.”60.  Es esa tolerancia de 
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las prácticas corruptas en el ámbito privado la que permite que esta se presenten y reafirme 
la corrupción en el sector público donde pueden ser más dañinas para la sociedad. 
 
Por otra parte, sobre la corrupción en la contratación pública,  se dice que de acuerdo al 
factor económico, algunas de sus causas, son:  
 
El alto nivel de recursos y el perfil de gastos de los programas de 
contratación pública (la contratación pública constituye entre 10% y 20% 
del PIB de un país. En la Unión Europea, por ejemplo, el valor total de la 
contratación pública (las compras de bienes, servicios y obras públicas) fue 
de € 1.500 billones, o cerca de 16% del PIB de la UE en 2002). El perjuicio  
en la contratación pública por la corrupción aumenta aún más por el grado 
de discrecionalidad  relativamente alto que funcionarios públicos, políticos 
y parlamentarios suelen tener sobre los programas de contratación pública, 
en comparación con otras áreas del gasto público, lo cual aumenta 
exponencialmente los riesgos de corrupción61. 
 
Sobre esta perspectiva económica las causas de la corrupción, José Félix Lafaurie Rivera, 
en relación a la eficiencia del Estado en la contratación y los hechos que ocasionan la 
corrupción, manifiesta lo siguiente:  
 
Para que el Estado sea un eficiente comprador, debe velar porque las 
transformaciones se lleven a cabo en un escenario lo más competitivo 
posible, donde los agente económicos privados actúen sin ejercer posiciones 
dominantes.  Cuando estas condiciones básicas no se cumplen, el Estado es 
ineficiente y muy seguramente víctima de prácticas corruptas que permiten a 
ciertos actores públicos y privados capturar rentas extraordinarias en 
detrimento del patrimonio público62.  
 
Otra perspectiva económica sobre las causas de la corrupción en  la contratación estatal, es 
la que le da el Político, Excandidato presidencial  actual alcalde de Bogotá  Gustavo Petro, 
analizando el caso de Bogotá, manifiesta que las causas de la corrupción podrían ser: 
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“1. Enormes cantidades de dineros públicos pasan por el matiz de los 
particulares. 2. La contratación se ha vuelto billonaria.3 Los que hacen las 
obras no tienen el dinero.4 Para lograr la  contratación compran o les exigen 
(los funcionarios).5 El anticipo de las obras se usa para pagar las comisiones 
y no para avanzar en el contrato. 6 El sistema financiero no ha calculado el 
riesgo implícito en la contratación pública corrupta.7 La Administración 
local actúa engranada con la Administración Nacional en el tema de la 
contratación. 8 El anticipo crece por la necesidad de liquidez del contratista 
de financiar otras obras anteriores o paralelas. 9 Existen presiones de los 
contratistas sobre la Administración Distrital para hacer obras públicas 
millonarias totalmente innecesarias. 10 Las prórrogas de la Administración 
Pública a los contratistas en la ejecución de los contratos, se dan porque el 
contratista no tiene el dinero para hacer las obras. 11 La contratación de las 
obras pública se hacen al debe”63  
 
En conclusión, en el caso de Colombia tal como afirma el profesor  Jaime Orlando 
Santofimio las causas de la corrupción en la contratación pública radican en la falta de 
claridad de los conceptos, la ausencia de lineamientos metodológicos, condiciones 
generales y, sobre todo, ante la ausencia de un ente central que coordine el desarrollo de los 
parámetros legales en estos asuntos e indique de manera uniforme criterios para la 
prevalencia del orden contractual, se genera inseguridad jurídica para el Estado, servicios 
públicos y las personas interesadas en contratar con el Estado, originando así la ineficiencia 
en el sector público64. 
 
1.6.2.2  Efectos de la Corrupción 
 
Respecto a los efectos generados por la corrupción, al igual que las causas que la generan, 
son de carácter económico, político, administrativo, sociales, entre otros. Para López Presa, 
destaca que el beneficio particular que toman sus actores en detrimento del bienestar 
colectivo, genera efectos perjudiciales sobre la equidad y la eficiencia en lo referente a la 
disposición de los recursos públicos. Al respecto, precisa el autor lo siguiente: 
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 “La corrupción corroe y debilita lo que toca, toma de lo colectivo para 
beneficiar a lo particular; en el proceso, genera efectos perjudiciales sobre la 
equidad y la eficiencia  en la asignación de recursos: afecta más a quienes 
menos tienen y desperdicia energías y esfuerzos. Pero el más grave efecto 
de la corrupción es, quizá, que prospere clandestinamente al margen de las 
normas y del respeto a la moral pública, lo que acaba por socavar la 
confianza en las instituciones e inhibir la búsqueda del bien común.” 65.  
 
A estas posiciones, se suman otras perspectivas, como el paradigma general donde la 
corrupción tiene incidencia en distintos sectores y asuntos de gran importancia para el 
Estado; también se hallan otros efectos como los sociopolíticos, de los cuales María Elena 
Álvarez Bernal hace una reflexión sobre estos, manifestando que: “Al hacerse visible la 
corrupción en la vida nacional se causa un grave deterioro a la conciencia social y a la 
cultura cívica, donde se genera el descrédito del sistema político y la desconfianza en los 
políticos”66.  
 
Pero los efectos más notables y perjudiciales para cualquier sociedad, son los efectos  
generados en el desarrollo económico de un Estado, pues la corrupción produce ciertos 
estragos o consecuencias, por malgasto de los recursos públicos, especialmente en 
proyectos de inversión que se manejan a través de la contratación pública, que de cierto 
modo menguan los avances en el bienestar  económico de la población de un Estado, como 
lo advirtió el entonces Secretario General de la ONU, Kofi A. Annan, quien señaló que: 
 
La corrupción se da en todos los países (grandes o pequeños, ricos o pobres) 
pero sus efectos son especialmente devastadores en el mundo en desarrollo. 
Afecta infinitamente más a los pobres porque desvía los fondos destinados 
al desarrollo, socava la capacidad de los gobiernos de ofrecer servicios 
básicos, alimenta la desigualdad y la injusticia y desalienta la inversión y las 
ayudas extranjeras; siendo un factor fundamental del bajo rendimiento y un 
obstáculo muy importante para el alivio de la pobreza y el desarrollo67. 
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Son muchos los efectos que ocasiona la corrupción en un país, que va en contra del interés 
general de sus asociados, por ello, es pertinente tener unas salidas jurídicas y de otras 
clases,  para contrarrestar este mal social, que afecta gravemente el funcionamiento de la 
administración pública de un Estado especialmente cuando se presenta en actividades 
administrativas  como la contratación pública, en la cual sus efectos son más significativos 
y perjudiciales para el erario, que por medio de la actividad contractual pretende cumplir 
con los fines estatales y garantizar el bienestar común de una población.  
 
1.7. CONCLUSIONES  
 
Dicho lo anterior, a manera de consideraciones de este capítulo queda por decir que las 
distintas definiciones de corrupción, constituyen un indispensable ejercicio para llegar a 
una comprensión clara de este fenómeno en la contratación pública, debido a la 
complejidad del término y la falta de un consenso entre la comunidad académica respecto a 
qué es corrupción, sus causas y efectos, es necesario determinar cuáles son los parámetros 
del marco teórico central que se pretende exponer en sobre el tema de investigación, que es 
los mecanismos de corrupción en la contratación estatal.   
 
En esta parte del trabajo se hizo una relación de las distintas definiciones de corrupción  
desde varias disciplinas del conocimiento social y político. Se definió la corrupción en 
términos generales como un fenómeno que hace referencia al comportamiento de las 
personas que desempeñando un cargo, ya sea  en el sector público o privado, abusan de su 
poder de decisión en beneficio propio o de un tercero a cambio de una dádiva y cualquier 
recompensa.    
 
Desde perspectiva de uno de los elementos constitutivos de este fenómeno, es decir, los 
sujetos  que participan en las actividades de corrupción, por lo tanto ésta se entiende como 
un acto realizado por una persona, que puede estar al servicio del Estado o en el sector 
privado, que transgrediendo una norma busca obtener un resultado en favor  de un interés 




Luego se seleccionaron varios puntos de vista para definir la corrupción entre los que se 
cuentan el aspecto moral y ético, la política  y desde la perspectiva de la administración 
pública. Todos estos aspectos se consideran importantes y tienen presencia en la corrupción 
que se presenta en la contratación pública de un Estado. 
 
En tal sentido la corrupción desde el punto de vista moral y ético sería una violación a los 
valores éticos y morales en la conducta de una persona que desarrolla un rol en una 
sociedad, ya sea en el ámbito público o privado.  
 
Por otra parte, se entiende por corrupción desde la perspectiva económica, el uso de un 
cargo o función para actuar de manera contraria a los parámetros que ordena el ejercicio de 
ese cargo, con el fin de buscar un beneficio económico propio o para un tercero. Desde la 
política la corrupción debe entenderse como el aprovechamiento ilegítimo del poder 
público en beneficio del interés privado. 
 
La corrupción en la administración pública contiene varios elementos de los anteriores 
conceptos y se define como la conducta irregular de un servidor público en contra de sus 
deberes inherentes al cargo, en beneficio de los intereses propios o de un tercero, todo esto 
en el marco del ejercicio de una función pública.  
 
Dentro de este tipo de corrupción se encuentra la corrupción en la contratación pública que 
es la actuación irregular de un funcionario que afecta el correcto funcionamiento de un 
proceso contractual de una entidad pública, a cambio de un beneficio particular.    
 
Es así, que los diferentes conceptos sobre la corrupción que se han tratado en este capítulo  
brindan un panorama más claro al momento de entender la magnitud del problema que 
representa la corrupción en la contratación pública, porque en esta actividad se ven 
reflejadas varias de las características de los distintos tipos de corrupción  que se presenta 
en otros campos de la vida pública y privada  tales como: la política, la economía y la 




contratación pública, porque convergen varios de los intereses particulares que representan 
cada uno de estos campos en cuanto a corrupción se refiere.  
 
Se deja claro que el propósito de este capítulo no es estudiar a profundidad el fenómeno de 
la corrupción, puesto que existen infinidad  de estudios que han desarrollado este tema, 
pero se considera necesario tratar algunos aspectos básicos que se han trabajado sobre la 
corrupción en todo sus campos. Es por ello que hablo de las causas y efectos de la 
corrupción, en especial la administrativa.  
 
En consecuencia, las causas que dan origen a la corrupción en actividades de la 
administración pública, como es el caso de la contratación pública, están marcadas por 
múltiples perspectivas que parten de aspectos  políticos, sociales, económicos y morales. 
En el caso de la contratación pública la corrupción se presenta (además de los factores 
sociales, políticos y morales ) motivada por los altos recursos económicos y el alto grado de 
discrecionalidad con que cuentan los funcionarios encargados de adelantar los procesos de 
contratación, sumado a la falta de claridad en los conceptos jurídicos y las normas que 
regulan el proceso de contratación pública en Colombia, que se ha evidenciado en las 
distintas reformas a la Ley 80 de 1993 y La Ley 1150 de 2007 y sus decretos 
reglamentarios.    
 
Por otra parte, la corrupción en la contratación  que a su vez afecta negativamente el 
cumplimiento de los fines del Estado, debido a que esta actividad administrativa es un 
importante instrumento  con el cual cuenta el Estado, de todo los niveles, para poder 
ejecutar todas las acciones de tipo administrativo que den cumplimiento a los fines que 
tiene cualquier Nación y son acciones como la corrupción que ponen en peligro este 












2. EL MANEJO DE LACORRUPCIÓN EN LA CONTRATACIÓN ESTATAL 
 
La corrupción se encuentra presente en muchas de las actividades de la administración 
pública, verbi gratia la contractual, que debido a este fenómeno se ha convertido en una de 
las principales fuentes de detrimento patrimonial del Estado, sin que medie distinción 
alguna entre Estados subdesarrollados68 y desarrollados. Este problema se presenta con 
mayor frecuencia en la contratación pública, debido a las grandes cantidades de recursos 
del erario que se destinan y ejecutan en la misma, cuyos objetivos principales son los de 
facilitar la prestación de los servicios públicos, satisfacer las necesidades esenciales de la 
población y cumplir con los demás fines del Estado en virtud del interés general, frente a lo 
cual la Corte Constitucional adujo: 
 
“Para la jurisprudencia constitucional la actividad contractual en el Estado 
social de derecho es una modalidad de gestión pública, regida por los 
principios de igualdad, moralidad, eficacia, celeridad, economía, 
imparcialidad y publicidad previstos en los artículos 209 y 123 de la 
Constitución Política como parámetros específicos del cumplimiento de la 
función administrativa y “en general, constituyen núcleo axiológico 
inherente a la filosofía del Estado social de Derecho. 
El fin de la contratación pública en el Estado Social de Derecho está 
directamente asociado al cumplimiento del interés general, puesto que el 
contrato público es uno de aquellos -instrumentos jurídicos de los que se 
                                               
68 En el caso se Colombia, según lo dicho por el Zar Anticorrupción Óscar Enrique Ortiz González al periódico “El País” 
de Cali: “el Zar Anticorrupción comparó los resultados de una encuesta realizada el año pasado por la Universidad 
Externado de Colombia a 560 empresarios colombianos, que concluye que el valor promedio de un soborno para acceder 
a la contratación pública es del 12,9%. […] según Ortiz González, que si para 2009 el presupuesto de inversión asciende a 
$30 billones, la corrupción se come $3,9 billones. Con esos recursos podrían financiarse dos años de la seguridad 
democrática, beneficiar a 347.000 familias con un subsidio de vivienda individual de $11,5 millones cada una; pagar la 
educación de 325.000 niños cada uno a razón de $1,2 millones anuales o los diez semestres de 80.000 universitarios con 
un valor de $5 millones por semestre. Lo peor es que con esa plata se construirían 1.800 acueductos y 2.000 
alcantarillados para municipios pobres; se podrían evitar dos reformas tributarias o extender por cuatro años más Familias 
en Acción, el programa que atiende a tres millones de familias de escasos recursos.” Corrupción, el “sida” del Estado en 
Colombia por Arcadio González Ardila. El País, Cali. 6 de septiembre de 2009 Disponible en: 




vale el Estado para cumplir sus finalidades, hacer efectivos los deberes 
públicos y prestar los servicios a su cargo, con la colaboración de los 
particulares a quienes corresponde ejecutar, a nombre de la administración, 
las tareas acordadas. De hecho, la contratación del Estado es una de las 
formas de actuación pública de mayor utilización, pues muchos sostienen 
que el contrato estatal surge con la propia consolidación del Estado 
moderno, pues cuando éste asume la responsabilidad de prestar los servicios 
y adelantar funciones para la defensa de los derechos de los administrados y, 
por ese hecho, aumenta la complejidad de las tareas a su cargo, necesita del 
apoyo, la intervención y la experiencia que aportan los particulares.”69.  
 
Por lo tanto, la corrupción al estar presente en la contratación estatal, directamente afectaría 
el cumplimiento de estos propósitos estatales, la cual generalmente se manifiesta a través de 
prácticas como el pago de dádivas por parte del sector privado que pretende acceder y 
ejecutar estos contratos, generando notables irregularidades que perfectamente encajarían 
en tipos penales, faltas disciplinarias, responsabilidades fiscales y violaciones a la norma 
contractual, por parte de los funcionarios y particulares que intervienen en el proceso 
contractual público.  
 
Ante esta situación, la normativa en materia de contratación pública, además de buscar 
garantizar un sistema de contratación más eficiente y perseguir mejores beneficios 
económicos para las partes contratantes, busca también proveer mecanismos jurídicos 
eficaces que prevengan y reprendan toda práctica irregular como la corrupción, que vulnere 
cualquier derecho de las partes contratantes, atente contra el marco legal y ocasione un 
detrimento al patrimonio público. 
 
Bajo esta iniciativa, estos mecanismos en principio buscan implementar preceptos 
axiológicos de carácter jurídico aplicados a la contratación pública, modalidades de 
selección de contratistas donde prime la objetividad en la selección de los mismos,  
procesos contractuales más transparentes y otros mecanismos jurídicos capaces de 
contrarrestar la corrupción, tal como lo destaca Mónica S.  SAFAR DÍAZ,  al decir:  
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“La necesidad de garantizar la transparencia en la contratación pública ha 
llevado a la estandarización de procedimientos de selección de contratistas 
en los cuales se debe partir de unas condiciones sustanciales y 
procedimentales previamente definidas como las bases de la contratación, 
que se enmarcan en una secuencia de actuaciones que deben ser de carácter 
público -salvo expresas excepciones- y en las que la regla general y 
prácticamente única es la de garantizar, mediante la difusión de la 
información sobre la futura contratación, la máxima concurrencia de 
oferentes, pues se tiene el firme convencimiento de que con ello se 
incrementará la probabilidad de contratar la oferta más favorable que existe 
en el mercado para la satisfacción del interés general. Por ello, por lo 
general las regulaciones en materia de contratación pública a nivel mundial 
consagran el mismo  procedimiento que implica la solicitud de propuestas 
en un marco de competencia, con el fin de proveer a la administración de 
bienes, obras y servicios mediante contratos con precios bajos y alto nivel de 
calidad, luchar contra la corrupción y ofrecer igualdad de oportunidades a 
todos los interesados para que gocen de los beneficios de mantener una 
relación contractual con el Estado.” 70 
 
En este sentido, es necesario estudiar a continuación el manejo que las normas de la 
contratación estatal le han dado a la corrupción, partiendo de la aplicación de principios 
jurídicos en los procesos de selección del contratista, donde se considera que existe mayor 
presencia de irregularidades.    
 
2.1 LA CONTRATACIÓN ESTATAL EN COLOMBIA 
 
La contratación pública en Colombia ha tenido un amplio desarrollo normativo a lo largo 
de su historia, el cual siempre se ha encaminado a mejorar la eficiencia del sistema de 
contratación en favor de los intereses generales de la sociedad.  Por lo tanto, es pertinente 
tener en cuenta la siguiente conceptualización: 
 
“El marco jurídico de la contratación pública colombiana ha estado signado 
históricamente por su inestabilidad normativa, generadora indiscutible de 
inseguridad jurídica, no sólo frente a los operadores de aquélla, sino también 
en lo fundamental, respecto de la generalidad de los asociados dispuestos 
cotidianamente a relacionarse de manera contractual con el Estado en un  
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ambiente de igualdad y competencia leal. El cambio de reglas y la alteración 
conceptual y de principios en algunos casos fundado en argumentaciones 
intrascendentes, raramente sustanciales, o en simples discursos ocasionales, 
esencialmente políticos, pretendidamente sumidos en banderas de lucha 
abierta contra la corrupción, como si las corruptas fuesen las normas, nos ha 
legado, desde la perspectiva jurídica, un enjambre de difícil lectura en 
ocasiones confuso y contradictorio, sustentado en concepciones ideológicas 
en esencia incompatibles, sobre las cuales se pretende, de manera facilista, 
postular pomposamente la legalidad de la contratación pública 
colombiana”71. 
 
Por su parte el tratadista Younes Moreno afirma: 
 
“Vamos a distinguir las siguientes etapas, solamente como criterio 
metodológico para  separar  períodos importantes en la evolución histórica 
del régimen de los contratos con el Estado en el país. Primera época. Esta 
comprendería la normatividad expedida desde la expedición de la 
Constitución de 1886 hasta el decreto 528 de 1964. Durante este período fue 
profusa la legislación en la materia. Citemos la Ley 153 de 1887, que 
reformó el Código Civil; la Ley 53 de 1909, relativa a la cláusula  penal y la 
cláusula de caducidad en los contratos de gobierno; la ley 110 de 1912 o 
Código Fiscal, que se refirió entre otros temas a la adquisición de bienes por 
el Estado; el decreto-ley 911 de 1932  a su turno se refirió al certificado de 
reserva y a la subordinación de los pagos a las apropiaciones presupuestales; 
luego, la ley 65 de 1911 menciono los casos en que procedía la licitación 
privada; con posterioridad la ley 61 de 1921 sentó como reglamento la 
licitación pública […] la ley 167 de 1941, antiguo Código Administrativo, 
que dedicó uno de sus capítulos a los “Contratos de la administración” y las 
leyes 4ª de 1964 y 36 de 1966 sobre contratos de obra pública. Segunda 
época. Esta se iniciaría, a nuestro modo de ver las cosas, con la expedición 
del decreto 528 de 1964, de la reforma jurídica de ese año, porque radicó en 
la jurisdicción de lo contencioso-administrativo el conocimiento de los 
litigios emanados de contratos administrativos. Ello permitió el desarrollo 
jurisprudencial desde el punto de vista del derecho público, y no desde el 
ángulo del derecho civil que aplicaba la Corte cuando era de  su órbita dicha 
competencia. Ejemplo de esto la sentencia 12 de abril de 1935 de la sala de 
negocios generales de  la Corte Suprema de Justicia, en la cual se afirmaba: 
“La nación al contratar, queda sometida a las prescripciones del derecho 
común que gobiernan los contratos, siendo una de ellas la del artículo 1602 
del Código Civil”. Tercera época. Este tercer período de la contratación 
administrativa inicia con la expedición del decreto-ley 150 de 1976, cuyo 
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mérito mayor fue sin duda el de lograr compilar, mediante un gran esfuerzo 
de síntesis, toda la legislación anterior en un solo estatuto. Cuarta época. 
Este período se integra con la expedición de la ley 19 de 1982,  del  decreto 
222 de 1983 y de los decretos reglamentarios correspondientes. […] el título 
cuarto del estatuto contractual incorpora los principios de terminación, 
modificación e interpretación unilaterales, que ya eran de recibo  en otras 
legislaciones como la francesa, la española y la argentina. […] Quinta 
época. La ley 80 de 1993. Es otra etapa en la materia. En sustitución del 
decreto-ley 222 de 1983… rige los contratos que suscriban las entidades 
estatales, con el objeto de dar cumplimento a los fines  de la administración, 
la continua y eficiente prestación de los servicios públicos y la efectividad 
de los derechos e intereses de los administrados. […] Sexta época. Está 
constituida a partir de la ley 1150 de 2007 que introdujo reformas a la ley 80 
de 1993 con miras a la eficiencia y la transparencia en la contratación con 
recursos públicos.”72 
 
Con el ánimo de ser breves, a continuación se tratarán los siguientes temas: los principios 
rectores que rigen en la contratación estatal y que se aplican en los procesos de selección 
del contratista y como aquellos influyen en el manejo de la corrupción en la actividad 
contractual en Colombia.  
   
2.2 GENERALIDADES Y PRINCIPIOS DE LA CONTRATACIÓN ESTATAL 
 
La contratación estatal tiene por finalidad “el cumplimiento de los fines estatales, la 
continua y eficiente prestación de los servicios públicos y la efectividad de los derechos e 
intereses de los administrados que colaboran con ellas en la consecución de dichos 
fines.”73.  
 
El principal responsable, para el cumplimiento de esta finalidad, es el servidor público, a 
través de actuaciones desempeñadas con decoro y honestidad, enmarcadas dentro de los 
principios constitucionales y legales de la función administrativa, que se encuentra al 
servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de 
igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la 
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descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones74 y que también son 
aplicados en la contratación estatal. Es por ello que, ante cualquier conducta irregular, por 
parte de los sujetos que intervienen en estos procesos, no solamente se vulnerarían estos 
principios, sino que se estaría incurriendo en faltas contra la función pública, la ley, y en 
algunos casos cometiendo actos de corrupción. 
   
Ahora bien, los principios que rigen la actividad contractual son reglas que imbuyen en 
toda la regulación, sin que demanden una manifestación legal expresa. Tienen su aplicación 
al momento mismo de hacer la interpretación del contrato o de cualquiera de sus 
estipulaciones75. Dichos principios y reglas fundan la teoría y la práctica del contrato estatal 
y el régimen legal que los gobierna, reduciendo a una mínima expresión la facultad 
discrecional de la administración respecto a este campo. A estos principios y mandatos 
están sometidas las entidades estatales cuando contratan, y los particulares que suscriben 
contratos con ellas, de obligatorio cumplimiento e instituidos como garantía en las etapas 
de la contratación estatal; tal como lo dispone el artículo 23 de la Ley 80 de 1993:  “Las 
actuaciones de quienes intervengan en la contratación estatal se desarrollarán con arreglo 
a los principios de transparencia, economía y responsabilidad y de conformidad con los 
postulados que rigen la función administrativa”76.    
 
En consecuencia, estos principios se convierten en una herramienta esencial para la lucha 
contra la corrupción, debido a que muchos de ellos van encaminados a que se brinden 
garantías a las partes contratantes, y frenar de antemano ilegalidades e irregularidades como 
la corrupción.  
 
Siendo selectivos en la manera de abordar este tema, a continuación se esbozarán aquellos 
principios de mayor relevancia en la lucha contra la corrupción en la actividad contractual, 
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75 PALACIO HINCAPIÉ, Juan Ángel. La Contratación De Las Entidades Estatales.     
76 SOLANO SIERRA, Jairo Enrique. Contratación Administrativa, Ley 80 de 1993 Comentarios- Legislación Doctrina–




sin restarles importancia a los demás77. El objetivo es marcar el valor que tienen estos 
principios en la lucha contra la corrupción en la contratación pública; estos principios son: 
 
A. EL PRINCIPIO DE MORALIDAD ADMINISTRATIVA: se considera que es el principal 
fundamento axiológico para la consolidación de los mecanismos jurídicos contra la 
corrupción en la contratación pública, debido a que va dirigido al direccionamiento de la 
conducta de los funcionarios públicos que intervienen en las decisiones de los procesos 
contractuales, a quienes se le exige por parte de la ley, que dichas funciones sean 
desempeñadas con decoro y bajo el manto de los valores morales que debe tener cualquier 
ciudadano que desempeñe un cargo o ejerza  una función pública.  
 
Sobre este principio el tratadista Palacio Hincapié manifiesta que: éste hace alusión a la 
sustantivación que debe admitir cada conducta de los servidores que llevan a cabo estos 
cometidos, dicha moralidad se refleja en las actuaciones con transparencia y la 
transparencia se hace efectiva mediante la publicidad de los actos, sin querer decir que en 
las actuaciones que exigen menos publicidad esté ausente la moralidad. Ella debe estar 
presente en cada una de las acciones u omisiones del Estado78. En resumen, en el marco de 
la legalidad de la acción del funcionario con el respeto de los principios que inspira la 
función pública. Sería imposible que la conducta de un funcionario afecte cualquiera de los 
                                               
77 Sobre los demás principios de la contratación estatal, el profesor Diego Younes M: Son principios especiales que se 
deben observar en el proceso de la contratación, los siguientes: […] b) De economía, según el  cual en el proceso de 
selección se realizarán las actividades estrictamente necesarias para asegurar la escogencia objetiva de la propuesta, 
señalándose términos preclusivos y perentorios.  
Según este principio, regulado por el artículo 25 de la ley 80 de 1993, y por la ley 1150 de 2007 en su artículo 7º, los 
contratistas deben prestar garantía única para el cumplimiento de las obligaciones surgidas del contrato. Adicionalmente 
esta norma precisa que las garantías consistirán en pólizas expedidas por compañías de seguros legalmente autorizadas 
para funcionar en Colombia, en garantías bancarias y, en general, en los demás mecanismos de cobertura del riesgo. c) De 
responsabilidad, mediante el cual los servicios públicos responden por sus actuaciones y omisiones, debiendo indemnizar 
los daños que llegaren a causar por razón de ellas. d) De mantenimiento de la ecuación contractual, según el cual se debe 
mantener la igualdad o equivalencia entre los derechos y las obligaciones surgidos al momento de proponer o contratar. e) 
La igualdad, el equilibrio entre las prestaciones y derechos que caracterizan a los contratos conmutativos, así como la 
buena fe, son principios igualmente aplicables. Si se rompe esta igualdad o equivalencia por causas no imputables al 
afectado, las partes deben adoptar con prontitud las medidas necesarias.  
Son reglas de interpretación la de que con la contratación estatal, las entidades buscan el cumplimiento de los fines 
estatales, la prestación de los servicios públicos, y la efectividad de los derechos e intereses de los administrados.” 
YOUNES MORENO, op. cit. 197 p.  




principios de la función administrativa o cualquiera de los intereses colectivos que por igual 
razón no afectara el principio de la moralidad.79 
 
Es importante resaltar, que el Consejo de Estado ha desarrollado el concepto moralidad 
administrativa, como un principio orientador de la actividad de los servidores públicos, la 
cual presupone una relación directa con la función administrativa. La Ley 472 de 1998, no 
define la moralidad administrativa, sólo la cataloga como un derecho colectivo, y ha sido 
definida por el Consejo de Estado, de la siguiente forma:   
 
“[…] se puede decir que la moralidad administrativa implica que las 
actuaciones de los servidores públicos se desenvuelvan con el propósito de 
interés público y con honestidad, lealtad, interés y acatamiento de la ley. 
Desde esta óptica, se considera como (…) inmoral toda actuación que no 
responda al interés de la colectividad y específicamente, al desarrollo de 
los fines que se buscan con las facultades concedidas al funcionario que lo 
ejecuta, por lo que todo quebranto de la ley no constituye, necesariamente, 
violación a la moralidad administrativa según lo ha precisado la Sala en 
los siguientes términos: “(...)Debe recordarse que la moralidad 
administrativa, en tanto principio constitucional, se encuentra 
interrelacionada con otros principios y, eventualmente, su protección 
podría comprender la de alguno de éstos. En el sub judice, el principio que 
se estudia está relacionado con el de legalidad, pues el desconocimiento 
del referido precepto normativo implica su inobservancia; no obstante, la 
Sala advierte que la vulneración del principio de legalidad no implica -en 
este caso- la del derecho colectivo a la moralidad administrativa, pues no 
toda ilegalidad da lugar a la vulneración de la moralidad”80. 
 
En esta sentencia el Consejo de Estado aborda el concepto de Moralidad Administrativa 
desde la perspectiva de los principios rectores de la función pública y como derecho 
colectivo, sin hacer una distinción clara entre los dos conceptos, puesto que la moralidad 
administrativa, en el ordenamiento jurídico, como principio, se manifiesta en un mandato 
que delimita y exige un parámetro de comportamiento a los servidores públicos que ejercen 
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una función administrativa, y como derecho, es un bien jurídico objeto de tutela del que son 
titulares todos los administrados81.    
 
La moralidad administrativa tiene una doble connotación como principio rector de rango 
Constitucional de la función pública consagrado en el artículo 209 de la Constitución  
Política de 1991,  y por otro lado se define como derecho colectivo reconocido tanto en la 
Ley 472 de 1998 como en la nueva Ley 1437 de 2011 que en su art. 3º núm. 5º establece el 
principio de moralidad de la siguiente forma: “En virtud del principio de moralidad, todas 
las personas y los servidores públicos están obligados a actuar con rectitud, lealtad y 
honestidad en las actuaciones administrativas”. Pero frente a esta normatividad de valores, 
siempre han existido críticas al respecto, por ejemplo para el profesor Santofimio: 
 
“Llevar a norma positiva el principio de la moralidad constituye no sólo un 
error, sino el mayor de los despropósitos del constituyente. Convertir en 
norma jurídica la moralidad implica distorsionar el sentido de las cosas y 
normativizar lo que, por naturaleza, es imposible circunscribir al mundo 
positivo. Vale aquí recordar lo que expresa  ÁNGEL LATORRE sobre el 
problema de lo jurídico y lo moral; mientras en el mundo de lo jurídico al 
establecerse una norma jurídica se pretende formalizar una regla de 
conducta, “…que es un enunciado que establece la forma en que ha de 
ordenarse una relación social determinada, es decir, una relación entre dos o 
más personas…´´, con sanción prefijada en el mismo ordenamiento, en lo 
moral el problema es diferente: ´´…la norma moral supone la conciencia de 
un deber, de una conducta que hemos de observar. Su infracción lleva 
aparejado el reproche moral, es decir, el juicio de que no se ha hecho lo que 
se debía, el juicio de que esa conducta es mala…”. Por otro lado, el Derecho 
pretende garantizar un orden social y sanciona  con la fuerza del Estado, la 
moral impone un orden personal que orienta las conductas del sujeto de 
acuerdo con sus convicciones. De aquí que la misma puede resultar 
indiferentes al Derecho. Pero el problema es aún más complejo. ¿Cuántos 
son los criterios morales que pueden existir? Sin duda alguna, muchos; de 
aquí que su elevación a norma jurídica no sea otra cosa que un absurdo.  
No obstante, como intérpretes del ordenamiento nos corresponde darle 
efectividad al principio para no caer en interpretaciones que lo hagan 
inaplicable. En este sentido y teniendo en cuenta que en cuanto valor el 
concepto de moralidad pretende denotar una actitud coherente del servidor 
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público para con la legalidad y fines del ordenamiento, no nos queda otra 
alternativa que la de sostener que la moralidad a que hace referencia el 
constituyente no es otra que la de un adecuado comportamiento del servidor 
público respecto de las formalidades y finalidades que se derivan del 
principio del respeto al bloque de legalidad. La moralidad del servidor 
público como tal sólo puede ser medida directamente con los parámetros 
que se deduzcan de los principios, valores  y normas a los cuales se 
encuentran sujeto.”82 
 
Pero a pesar de estas críticas, este principio representa un papel importante en la lucha 
contra la corrupción, porque va dirigido a regular la conducta de los sujetos (servidores 
públicos y contratistas) que intervienen en todos los procesos contractuales y cuyas 
actuaciones indebidas afectarían la contratación pública, que es uno de los medios por el 
cual se llevan a cabo los fines del Estado.    
 
EL PRINCIPIO DE TRANSPARENCIA: El principio de transparencia lo define el Consejo de 
Estado, evocando una jurisprudencia de la C.S.J, en la cual puntualiza lo siguiente:  
 
“quiere decir claridad, diafanidad, nitidez, pureza y translucidez. Significa 
que algo debe ser visible, que puede verse, para evitar la oscuridad, la 
opacidad, lo turbio y lo nebuloso. Así la actuación administrativa, 
específicamente la relación contractual, debe ser perspicua, tersa y 
cristalina. (…) Se trata de un postulado que pretende combatir la 
corrupción en la contratación estatal, que en sus grandes líneas desarrolla 
también los principios constitucionales de igualdad, moralidad, eficiencia, 
imparcialidad y publicidad aplicados a la función administrativa”83. 
 
Algunos autores nacionales han determinado la importancia que tiene el principio de 
transparencia en la lucha contra la corrupción administrativa, en especial en la contratación 
estatal, entre los cuales se encentra el Prof. Jaime Orlando Santofimio Gamboa quien sobre 
este principio ha dicho: Se trata, sin duda, de un postulado que pretende combatir la 
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corrupción en la contratación estatal, que en sus grandes líneas desarrolla también los 
“principios constitucionales de igualdad, moralidad, eficiencia, imparcialidad y 
publicidad”84, aplicados a la función administrativa, según el Art. 209 de la Constitución 
Política de 1991. 
 
Por su parte, Juan Ángel Palacio H. manifiesta que:  
 
“… con este principio se ataca la corrupción, también garantiza la moralidad 
de la contratación, la imparcialidad de la Administración en la escogencia 
del contratista al exigir que se haga de acuerdo con unas reglas precisas, 
claras, completas y objetivas. En este principio se congregan también los de 
igualdad, publicidad y el de libre concurrencia o competencia, que sirven de 
base a la forma más clara de las distintas modalidades de selección del 
contratista.”85.      
 
Sobre las consecuencias que tiene este principio, el profesor Carlos Guillermo Castro 
precisa: En Colombia, el principio de transparencia se encuentra consagrado en el artículo 
24 de la Ley 80 de 1993, y tiene las siguientes consecuencias:  
 
“Posibilidad de que los interesados tendrán oportunidad de conocer y 
controvertir los informes, los conceptos y las decisiones que se rindan o 
adopten, permitiendo que los interesados expidan copias de estos 
documentos. 
Sobre la publicidad de los documento… Se colige de lo expuesto, que la 
publicidad como principio constitucional que informa el ejercicio del poder 
público, se respeta cuando se logra mantener como regla general y siempre 
que la excepción, contenida en la ley, sea razonable y ajustada a un fin 
constitucionalmente admisible. La medida exceptiva de la publicidad. 
Igualmente, deberá analizarse en términos de razonabilidad y 
proporcionalidad, como quiera que ella afecta, según se ha anotado, un 
conjunto de  derechos fundamentales.  
El carácter público de los expedientes de contratación, aspecto respecto del 
cual fueron muy importantes las reformas incorporadas por el Decreto 2170 
de 2002 que estableció la publicidad de los proyectos de los pliegos de 
condiciones y de los pliegos de condiciones definitivos, y que 
posteriormente fue derogado por el artículo 7 del Decreto 2434 de 2006, el 
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cual, sin embargo, consagra una regulación muy  similar a la del Decreto 
2170 consagrando igualmente la publicidad de los pliegos de condiciones y 
términos de referencia, y de los proyectos de los mismos (en la actualidad 
rige el Decreto 1510 de 2013)”86. 
 
En síntesis, el objetivo del principio de transparencia es el de prevenir toda actuación que 
pueda terminar en actos como los de corrupción por las partes contratantes. Además, este 
principio involucra varios conceptos básicos como los de selección objetiva, contradicción, 
publicidad y moralidad administrativa, entre otros87.  
 
Su desempeño es crucial en la lucha contra la corrupción en la contratación pública, no sólo 
en la normatividad colombiana sino en otros ordenamientos internacionales, por lo tanto, se 
considera como un precepto de carácter universal88, puesto que se convierte en un sólido 
mecanismo de anticorrupción en todo el proceso de la contratación pública, imprimiéndoles 
cualidades como “claridad, diafanidad, nitidez, pureza y translucidez” a éstos, con la 
finalidad que los mismos estén a la vista de todos  para alertar irregularidades como la 
corrupción.  
 
B. Por último, el principio de Selección Objetiva, que tiene una doble función en los 
procesos de contratación pública; por una parte sirve de precepto orientador a la hora de 
seleccionar los contratistas del Estado, bajo ciertos parámetros que brinda unas garantías 
para los ofertantes, y por otro lado, su aplicación se convierte en un deber, al tenor del Art. 
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5º de la ley 1150 de 2007, al momento de realizar un proceso de selección. El profesor José 
Luis Benavides comenta:  
 
El mismo artículo 29 de la Ley aporta una definición al explicar que es 
aquella “en que la escogencia se hace al ofrecimiento más favorable a la 
entidad y a los fines que busca, sin tener en consideración factores de afecto 
o de interés y, en general, cualquier clase de motivación subjetiva”. Se trata 
fundamentalmente de una preocupación de rentabilidad, aunque esta noción 
presenta ciertas particularidades cuando nos referimos a una entidad 
estatal89.         
 
Este principio goza también de un carácter universal “dentro de los procesos contractuales 
del Estado que debe ser acatado y respetado por todos los servidores públicos 
independientemente del trámite que corresponda agotar para la escogencia del contratista. 
En este sentido, no puede entenderse una selección de contratistas para atender 
necesidades propias de los intereses generales en donde no se aplique y desarrolle 
ampliamente este principio de la contratación”90.   
 
Al igual que los anteriores principios, éste es importante en la lucha contra la corrupción, 
pero es uno de lo más vulnerados, debido a que cada vez más se interponen intereses 
particulares en la adjudicación de un contrato estatal en contra del interés general, 
afianzándose más la corrupción en la contratación pública. Ante este problema, el profesor 
Carlos G. Castro formula la siguiente pregunta:  
 
“¿Cuál es el agujero por el cual ingresa este fenómeno en la administración? 
Existen muchas respuestas a este interrogante, pero en su opinión: “(…) el 
problema está en dos situaciones que han sido denunciadas por 
GIMBERNAT ORDEIG: la existencia de cláusulas para la selección del 
contratista tan abiertas como adjudicar al mejor postor o a la proposición 
más ventajosa, y la expansión de los mecanismos de contratación directa 
para la selección del contratista.”91  
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En resumen, el cumplimiento de estos principios de la actividad contractual del Estado, 
hacen parte de las herramientas para combatir la corrupción en la contratación pública, y 
debido a la calidad axiológica de los mismos, su aplicación necesariamente  sería 
obligatoria en todas las etapas del procedimiento contractual, para garantizar con ellos, 
procesos más transparentes y que favorezcan a los intereses comunes del Estado y sus 
asociados.     
 
2.3   MODALIDADES DE SELECCIÓN DEL CONTRATISTA 
 
Las modalidades de selección del contratista son aquellos procedimientos por medio de los 
cuales las entidades contratantes escogen la oferta más favorable a  sus intereses, en 
desarrollo del principio de selección objetiva. La Ley 80 de 1993 configuró un esquema en 
el cual, por regla general, la selección  del contratista debía efectuarse a través del 
procedimiento de licitación pública y, sólo de manera excepcional, en las hipótesis avaladas 
por el derogado numeral 1 del artículo 24 a través del mecanismo de la contratación 
directa92.  
 
Estos procedimientos creados por la ley de contratación estatal, para escoger al contratista 
en uso de distintas modalidades, dependen particularmente de la posibilidad de 
participación en dicho proceso93. Este avance legislativo en materia de selección de los  
contratistas a través de la implementación de la Ley 80 de 1993 ha sido un paso importante 
en la historia legislativa de la contratación pública en Colombia. Sobre esta implementación 
el profesor Iván Darío Gómez Lee precisa:  
 
“ Con la Ley 80 de 1993 se presentaban dos modalidades de selección: i). 
Licitación pública y concurso de méritos y ii). Eventos de contratación 
directa. Los decretos reglamentarios de la Ley 80 de 1993 a su vez, 
establecían distintas situaciones para los eventos de contratación directa, lo 
cual, nos llevaba a sostener que en ésta  había una modalidad llamada de 
contratación directa, para aquellos casos de cuantía que representara al 10% 
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o menos de la menor cuantía.[…] vale la pena mencionar que el  concurso 
de méritos según la Ley 80 de 1993, venía a ser un procedimiento idéntico 
al de la licitación pública,  y que se adelantaba cuando el objeto del contrato 
consistía en estudios y trabajos técnicos, intelectuales o especializados de  
consultoría. De ahí que fueran asimilables en la Ley 80 de 1993 los procesos 
de licitación pública y los de concurso de méritos.”94 
 
Ahora bien, la Ley 80 de 1993 implementó en el ordenamiento jurídico una filosofía 
general que se resume en dos características: primero la de idear un sistema que asegure la 
selección contractual más acertada, es decir, la del contratista que desde todo punto de vista 
sea la mejor opción; en segundo lugar se busca que los mecanismos selectivos procuran 
realizar los principios de celeridad y eficacia; en conclusión se persigue la elección del 
mejor95.    
 
Estas modalidades de selección, se basan en principios cuya finalidad es ejecutar  procesos 
transparentes, tanto en la selección del contratista, como en los actos que adjudican, 
evitando irregularidad, ilegalidad o corrupción. Es por ello que los avances legislativos en 
esta materia, como la actual reforma al Estatuto de la Contracción Estatal, buscan que los 
principios de transparencia y eficiencia96 en la contratación pública, sirvan como 
mecanismos para frenar actuaciones ilícitas, ilegales y aquellas que se identifique como 
corruptas.      
 
Las modalidades de selección del contratista están establecidas en el artículo 2° de la Ley 
1150 de 2007, de las que se enumeran las siguientes: la licitación pública, selección 
abreviada, concurso de méritos, contratación directa, contratación mínima cuantía 
(adicionado por la Ley 1450 de 2011) y contratación cuyo valor no excede del 10 por 
ciento de la menor cuantía de la entidad independientemente de su objeto (adicionado por 
la Ley 1474 de 2011).  La Ley 1474 de 2011 adicionó lo siguiente:  
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“En aquellos eventos en que el régimen aplicable a la contratación de la 
entidad ejecutora no sea el de la Ley 80 de 1993, la ejecución de dichos 
contratos estará en todo caso sometida a esta ley, salvo que la entidad 
ejecutora desarrolle su actividad en competencia con el sector privado o 
cuando la ejecución del contrato interadministrativo tenga relación directa 
con el desarrollo de su actividad.  
5) Contratación mínima cuantía. La contratación cuyo valor no excede del 
10 por ciento de la menor cuantía de la entidad independientemente de su 
objeto, se efectuará de conformidad con las siguientes reglas: 
a) Se publicará una invitación, por un término no inferior a un día hábil, en 
la cual se señalará el objeto a contratar, el presupuesto destinado para tal fin, 
así como las condiciones técnicas exigidas. 
b) El término previsto en la invitación para presentar la oferta no podrá ser 
inferior a un día hábil. 
c) La entidad seleccionará, mediante comunicación de aceptación de la 
oferta, la propuesta con el menor precio, siempre y cuando cumpla con las 
condiciones exigidas. 
d) La comunicación de aceptación junto con la oferta constituyen para todos 
los efectos el contrato celebrado, con base en lo cual se efectuará el 
respectivo registro presupuestal. 
6. La contratación cuyo valor no excede del 10 por ciento de la menor 
cuantía de la entidad independientemente de su objeto, se efectuará de 
conformidad con las siguientes reglas: 
a) Se publicará una invitación, por un término no inferior a un día hábil, en 
la cual se señalará el objeto a contratar, el presupuesto destinado para tal fin, 
así como las condiciones técnicas exigidas; 
b) El término previsto en la invitación para presentar la oferta no podrá ser 
inferior a un día hábil; 
c) La entidad seleccionará, mediante comunicación de aceptación de la 
oferta, la propuesta con el menor precio, siempre y cuando cumpla con las 
condiciones exigidas; 
d) La comunicación de aceptación junto con la oferta constituyen para todos 
los efectos el contrato celebrado, con base en lo cual se efectuará el 
respectivo registro presupuestal”. 97  
 
En el caso colombiano, la contratación es relativamente libre, a diferencia de otros países, 
donde es totalmente libre la elección del contratista del Estado. Resulta sorprendente que en 
otras latitudes existan formas de contratación en las que la elección del contratista o  co-
contratante se haga de manera libre por el funcionario competente, sistemas que trabajan 
                                               




con base en la confianza que hay en la rectitud y capacidad de quienes representan los 
intereses públicos. Pero también hay sistemas, como el nuestro, en el cual las facultades del 
administrador público, en materia de contratación, son bien restringidas98.    
 
En conclusión, el marco normativo que regula la contratación pública en Colombia 
establece una serie de principios rectores para la actividad contractual del Estado y  que son 
esenciales para la consolidación de procedimientos contractuales más objetivos, eficientes, 
transparentes en favor del interés general de la administración pública, como lo dispone la 
Ley 1150 de 2007 en su artículo 5°:  “Es objetiva la selección en la cual la escogencia se 
haga al ofrecimiento más favorable a la entidad y a los fines  que ella busca, sin tener en 
consideración factores de afecto o de interés y, en general, cualquier clase de motivación 
subjetiva”, en el cual se entiende por ofrecimiento más favorable aquel que teniendo en 
cuenta los factores técnicos y económicos de escogencia y la ponderación precisa y 
detallada de los mismos, contenida en los pliegos de condiciones o sus equivalentes, resulte 
ser la más ventajosa para la entidad99 y no para los interés particulares que terminan 
convirtiéndose en prácticas indebidas como las relacionadas con actos de corrupción.    
 
 
2.4  CONCLUSIONES  
 
El modelo de contratación estatal  que se ha construido a partir de la Ley 80 de 1993, se 
basa en la implementación de principios rectores que se aplican en todas las instancias del 
proceso contractual, es decir, la etapa precontractual, contractual y de liquidación del 
contrato.   
 
La finalidad de estos principios es constituir un sistema de contratación más eficiente y 
transparente que favorezca a los intereses de las partes contratantes. Asimismo, garantizar 
por medio de la contratación estatal el cumplimiento de los fines del Estado, la continua y 
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eficiente prestación de los servicios públicos y el respeto los derechos de los contratistas, 
que como particulares colaboran con el Estado para que estos fines se cumplan. 
  
Sumado a lo anterior,  la aplicación de los principios rectores de la contratación estatal, en 
especial los principios de transparencia, selección objetiva y moralidad administrativa, 
buscan librar del proceso de contratación pública,  prácticas  como la corrupción que 
entorpecen el correcto funcionamiento de esta actividad administrativa. La aplicación de 
estos principios en particular al momento de la selección del contratista persigue que este se 
haga bajo los parámetros de transparencia y objetividad requerida para que intereses 
particulares no se vean reflejados al momento de decidir con quien contrata el Estado.  
 
Por otro lado,  la Ley 80 de 1993 fue reformada por la Ley 1150 de 2007 por medio de la 
cual  se introducen  medidas de eficiencia y transparencia en el sistema de contratación 
estatal. Estas medidas que propugnan la eficiencia y transparencias en la aplicación 
Estatuto de la Contratación Estatal (Ley 80 de 1993)  se evidencia  en la implementación  y 
uso de las modalidades de selección del contratista, porque es en esta parte del proceso de 
contratación estatal donde más surgen irregularidades como la corrupción, que  por medio 
de la aplicación de estos principios se puede combatir.     
 
De todo lo anterior se desprende que, si se cuenta con un sistema de selección del 
contratista sobre los pilares de la eficiencia y  el principio de la transparencia, es muy difícil 
que prácticas anormales como la corrupción, se presenten en la contratación pública de 
Colombia, pero querer implementar un mecanismo para prevenir y combatir la corrupción 
en la contratación pública, por medio de aplicación de principios rectores en todo el 
proceso contractual,  se podría considerar una solución muy subjetiva y débil, porque para 
que esta solución muestre resultados concretos se requiere que concurran varios factores 
difíciles de controlar como el comportamiento de los funcionarios y particulares respeto a 
la aplicación de estos principios y es precisamente ese comportamiento el que es 










3.     MECANISMOS Y CONTROLES JURÍDICOS PARA CONTRARRESTAR LA 
CORRUPCIÓN EN LA CONTRATACIÓN ESTATAL EN COLOMBIA 
 
3.1 GENERALIDADES, CLASES DE MECANISMOS Y CONTROLES 
JURÍDICOS PARA COMBATIR LA CORRUPCIÓN EN LA 
CONTRATACIÓN ESTATAL  
 
De acuerdo a la filosofía trazada por la organización Transparencia Internacional que 
manifiesta que:  
 
“Las soluciones contra la corrupción no pueden ser unívocas. Es verdad que 
algunos instrumentos pueden ser muy útiles como los referentes a la 
educación y la construcción de ciudadanía, pero no podría racionalmente 
señalarse que la corrupción se soluciona sólo con medidas preventivas, que 
basta introducir, por ejemplo, códigos de ética en las oficinas públicas y las 
empresas, o que se resuelve con más y mejores mecanismos de rendición de 
cuenta, o sólo con reformas legales que incrementaran penas y sanciones a 
corruptos, o con salarios más altos a los funcionarios o, mediante el servicio 
profesional de carrera, etcétera.”100.  
 
La lucha contra la corrupción, no se puede asentar simplemente en el uso de mecanismos, 
controles e  intervención de un solo organismo, una única solución no es el camino para 
combatir la corrupción, debido a que este flagelo es inconstante y presenta en sí múltiples 
causas y efectos. Por tal motivo, es necesario implementar un conjunto de soluciones que se 
adapten a esos constantes cambios, para obtener así buenos resultados en esta disputa para 
poner fin al mal de la corrupción.  
 
                                               




Es por ello que en esta parte del trabajo,  se estudiarán  los distintos mecanismos y 
controles jurídicos con que cuenta el Estado y la ciudadanía, para enfrentar la corrupción en 
todos los campos, en especial en la contratación estatal.  
 
Estos mecanismos se clasifican en dos categorías: la primera, orientada a prevenir actos 
como la corrupción y la segunda, dirigida a la represión y sanción de las actuaciones 
corruptas que afectan la actividad contractual. Todo esto con la finalidad de tener claro el 
panorama jurídico que existe en Colombia en materia de lucha contra la corrupción en la 
contratación estatal.  
 
3.2 MECANISMOS JURÍDICOS PARA LA PREVENCIÓN DE LA 
CORRUPCIÓN EN LA CONTRATACIÓN ESTATAL 
 
Estos mecanismos y controles preventivos tienen por objetivo primordial evitar un daño al 
Estado, ocasionado por la corrupción en actividades como la contractual. Entre los 
mecanismos de carácter preventivo (sin demeritar otros) existen: Instrumentos Jurídicos 
Internacionales que regulan y brindan pautas para prevenir la corrupción administrativa; el 
control interno de las entidades públicas sobre las actividades, decisiones y funciones que 
cumplen los servidores públicos que participan en los procesos de contratación pública y el 
control social por parte de la ciudadanía y sus organizaciones.  
 
A continuación se presenta una descripción de cada uno de estos mecanismos. 
 
3.3 PRINCIPALES INSTRUMENTOS INTERNACIONALES SOBRE LA LUCHA 
CONTRA LA CORRUPCIÓN 
 
La corrupción ha tomado tanta importancia para el correcto funcionamiento del Estado, 
situación que ha llevado a que los países miembros  de organizaciones internacionales 
como la OEA, suscriban acuerdos como la Convención Interamericana contra la 




derecho administrativo, y en cuestiones de orden procedimental relacionadas con la función 
pública101.  
 
Esta Convención aprobada por la Ley 412 de 1997, es un ejemplo mundial como 
herramienta jurídica en la lucha contra la corrupción, ya que desde su proceso de 
aprobación,  demostró que era una buena iniciativa a nivel latinoamericano para consolidar 
una fuerza normativa que fortalezca esta disputa.  
 
Es novedosa, por ser la primera vez que se crea una legislación hemisférica que hasta 
entonces formaba parte del derecho interno, señalando la lucha contra la corrupción en la 
normatividad internacional, denominada americanización del derecho penal102. Entre los 
principales objetivos de este instrumento, están: 
 
“La preservación del régimen de gobierno democrático, es una regla en la 
región, con lo que la lucha contra la corrupción adquiere un primer plano 
dentro de las políticas públicas de los Estados signatarios. Evitar los desvíos 
de la economía producidos por prácticas corruptas que se utilizan para 
falsear la libre y sana competencia económica, por ejemplo, la adquisición 
en licitaciones públicas no de los mejores productos o servicios, sino de 
aquellos incentivados mediante sobornos. Tener menos corrupción y una 
profesionalización más clara de la gestión pública y por último se busca que 
los actos generalizados de corrupción no se conviertan en una costumbre en 
detrimento de la moral social y dar la idea que la corrupción sea algo 
natural.”103.      
 
Como medidas preventivas ante la corrupción, en los Estados signatarios de este Convenio, 
el Art. III en lo referente a la contratación pública, dispone la creación de sistemas para la 
contratación de funcionarios públicos y para la adquisición de bienes y servicios por el 
Estado cumpliendo con principios como la publicidad, equidad y eficiencia:  
 
                                               
101 BRITO RUIZ, Fernando. Régimen disciplinario: aspectos constitucionales y legales. Procuraduría General de la 
Nación. Bogotá, 2003 
102 CEPEDA ULLOA, Fernando. Financiación política y corrupción.  
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“Art. III. Medidas preventivas. A los fines expuestos en el Artículo II de 
esta Convención, los Estados Partes convienen en considerar la aplicabilidad 
de medidas, dentro de sus propios sistemas institucionales, destinadas a 
crear, mantener y fortalecer: 
1. Normas de conducta para el correcto, honorable y adecuado 
cumplimiento de las funciones públicas.  Estas normas deberán estar 
orientadas a prevenir conflictos de intereses y asegurar la preservación y 
el uso adecuado de los recursos asignados a los funcionarios públicos en 
el desempeño de sus funciones.  Establecerán también las medidas y 
sistemas que exijan a los funcionarios públicos informar a las 
autoridades competentes sobre los actos de corrupción en la función 
pública de los que tengan conocimiento. Tales medidas ayudarán a 
preservar la confianza en la integridad de los funcionarios públicos y en 
la gestión pública. 
2. Mecanismos para hacer efectivo el cumplimiento de dichas normas de 
conducta. 
3. Instrucciones al personal de las entidades públicas, que aseguren la 
adecuada comprensión de sus responsabilidades y las normas éticas que 
rigen sus actividades. 
4. Sistemas para la declaración de los ingresos, activos y pasivos por parte 
de las personas que desempeñan funciones públicas en los cargos que 
establezca la ley y para la publicación de tales declaraciones cuando 
corresponda. 
5. Sistemas para la contratación de funcionarios públicos y para la 
adquisición de bienes y servicios por parte del Estado que aseguren la 
publicidad, equidad y eficiencia de tales sistemas. 
6. Sistemas adecuados para la recaudación y el control de los ingresos del 
Estado, que impidan la corrupción. 
7. Leyes que eliminen los beneficios tributarios a cualquier persona o 
sociedad que efectúe asignaciones en violación de la legislación contra 
la corrupción de los Estados Partes. 
8. Sistemas para proteger a los funcionarios públicos y ciudadanos 
particulares que denuncien de buena fe actos de corrupción, incluyendo 
la protección de su identidad, de conformidad con su Constitución y los 
principios fundamentales de su ordenamiento jurídico interno. 
9. Órganos de control superior, con el fin de desarrollar mecanismos 
modernos para prevenir, detectar, sancionar y erradicar las prácticas 
corruptas. 
10. Medidas que impidan el soborno de funcionarios públicos nacionales y 
extranjeros, tales como mecanismos para asegurar que las sociedades 
mercantiles y otros tipos de asociaciones mantengan registros que 
reflejen con exactitud y razonable detalle la adquisición y enajenación 
de activos, y que establezcan suficientes controles contables internos que 




11. Mecanismos para estimular la participación de la sociedad civil y de las 
organizaciones no gubernamentales en los esfuerzos destinados a 
prevenir la corrupción. 
12. El estudio de otras medidas de prevención que tomen en cuenta la 
relación entre una remuneración equitativa y la probidad en el servicio 
público.”104 
 
Las anteriores medidas buscan garantizar la participación activa de la ciudadanía en la 
prevención de la corrupción en los Estados, con acompañamiento de los “poderes 
legislativos de los Estados partes se comprometan a actualizar su legislación interna en 
materia de controles de la gestión administrativa.”105. 
 
En resumen, este instrumento internacional busca instituir una serie de principios rectores 
para la promoción y fortalecimiento de mecanismos que conlleven a combatir y prevenir la 
corrupción, dentro de los ordenamientos jurídicos internos de los países que se adhieren al 
mismo, pero éste no encarna una normatividad que represente un poder coercitivo y 
efectivo contra la corrupción, se limita a unos parámetros, principios y compromisos de 
cooperación entre los Estados para enfrentar la corrupción, pero aun así, es una buena 
iniciativa que sirve de guía en la construcción de herramientas preventivas contra tal 
flagelo.  
 
Por otro lado, se encuentra la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, 
cuyo significado e importancia jurídica en la lucha contra la corrupción, tal como afirma 
Núñez García-Sauco, está en ser “un cuerpo legal que contempla un sistema que brinda 
una adecuación a estos cambios en la metodología de actuación, ajustándose a los 
cambios que las circunstancias demanden y los países así lo decidan. Este instrumento 
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marca un hito en relación con las medidas adoptadas para acabar con la permisividad y 
facilidad en la ejecución de actividades corruptas y entre otras actuaciones delictivas”106.  
 
Pero al igual que el anterior instrumento, traza un conjunto de principios e iniciativas 
preventivas, según el Art. 5º de la Convención citada, para que sean desarrollados en las 
legislaciones de cada Estado107 luego entonces , en favor de la lucha contra la corrupción, 
se limita a adoptar preceptos que no van más allá de sugerencias legislativas interna de cada 
Estado.  
 
3.3.1   El Control Interno como Mecanismo para Prevenir la Corrupción 
 
El control de la función pública y la actividades que realiza la administración pública, es 
una tarea muy valiosa para que la función y actividad que lleva a cabo una entidad se 
desarrolle dentro de los parámetros de la eficacia, eficiencia y el buen gobierno y evita o 
combate fenómenos como el de la corrupción. El profesor Luciano Parejo Alfonso sostiene 
que el control como función tiene las siguientes características:  
 
“i) es una actividad de confrontación o comprobación, con emisión de un 
juicio con arreglo a un criterio, ii) que un ente u órgano realiza respecto de 
la actividad de otro; iii) que conlleva, sobre la base del juicio emitido, la 
adopción de una medida de contenido y alcance diverso y, iv) con 
producción de los consecuentes efectos, positivos o negativos, en aquella 
actividad; efectos también diversos, dependiente de la medida adoptada.”108.   
 
                                               
106 RODRÍGUEZ GARCÍA, Nicolás y CAPARRÓS, Eduardo A. op. cit. 14 p. 
107 Un ejemplo de esas iniciativa legislativa en Colombia  fue el Proyecto de Ley No. 36 de 2008,  cuyo objetivo fue: “El 
presente proyecto pretende actualizar el actual Estatuto Anticorrupción (Ley 190 de 1995), adecuarlo a la Convención de 
Naciones Unidas contra la Corrupción, firmada en el año 2005 […] Adicionalmente, con motivo de la promulgación de la 
Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción, se pretende a través de este proyecto actualizar la legislación 
colombiana en esta materia, en el sentido de introducir en nuestro ordenamiento jurídico varias dis posiciones que generen 
transparencia en el ejercicio de la administración  pública, así como nuevas provisiones que sean efectivas y generen 
resultados concretos a la hora de luchar contra la corrupción.” GACETA DEL CONGRESO No. 867 del 27 de Noviembre 
de 2008, Proyecto de Ley No. 36 de 2008 Senado. Presentado por H. Senador Rodrigo Lara Restrepo. 
108 PAREJO ALFONSO, Luciano. Lecciones de derecho administrativo 3ª ed. Bogotá D.C. Tirant lo Blanch-Universidad 




En Colombia el control interno se ejerce a partir de la aplicación de la Ley 87 de 1993, que 
reglamenta el ejercicio del control interno en las entidades del Estado, según el Art. 1º de la 
ley 87 de 1993.  
 
“Este tipo de control se puede denominar de autotutela. El mismo se 
desprende del reiterativo mandato de la Carta en cuanto a que la función 
administrativa está al servicio de los intereses generales e impone la 
obligación de desarrollarla con fundamento en los principios de igualdad, 
moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, según 
el Art. 209 de la Constitución y, por lo mismo en las entidades públicas, las 
autoridades correspondientes están obligadas a diseñar y aplicar, según la 
naturaleza de sus funciones, métodos y procedimientos de control interno, 
de conformidad igualmente con el Art. 269.”109.  
 
“En sí es un conjunto de mecanismos que permite evitar la desviación de 
recursos y determinar el cumplimiento de los objetivos para la cual fueron 
asignados. En materia de la contratación estatal, el control interno se ejerce 
por las Oficinas de Control Interno (OCI) de cada entidad, las cuales deben 
velar porque las normas legales de contratación se cumplan en las etapas 
que se surten en el proceso de contratación a saber: Precontractual, 
Contractual y Post-contractual. Esta función verificadora se realiza mediante 
auditorías, que en el proceso contractual se ajuste a lo contemplado en la 
Ley 80 de 1993 y sus decretos reglamentarios, así como la Ley 1150 de 
2007.”110.  
 
Así se está garantizando que en todo el proceso contractual se cumplan los principios 
rectores de la contratación estatal y se elija la oferta más favorable para la entidad estatal. 
 
3.3.2   El Control Social en la Prevención de la Corrupción 
 
Por último, el control social, que consiste en el derecho y el deber que tiene todo ciudadano 
de participar en los asuntos de interés público. Se constituye en una forma de 
autorregulación social que tiende puentes entre el Estado y la sociedad civil, organizada o 
no, en la medida en que busca prevenir, racionalizar, proponer, acompañar, sancionar, 
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vigilar y controlar la gestión pública y sus resultados, surge como posibilidad para que lo 
público sea de la ciudadanía111.  
 
Es necesario acentuar la importancia que tiene esta clase de control como componente 
preventivo contra la corrupción administrativa en el contrato público, puesto que se 
fundamenta en la participación ciudadana en los asuntos públicos, como veedora de la 
gestión desempeñada por los funcionarios públicos, procurando en efecto que los procesos 
de contratación estatal se lleven a cabo bajo principios como el de transparencia112 y 
objetividad, para resolver la corrupción.  
 
Este control se ejerce a través de instrumentos como las Veedurías Ciudadanas113, que para 
la contratación estatal es muy importante como mecanismo de prevención contra la 
corrupción, pero se considera que carece de fuerza jurídica coercitiva con la cual debería 
contar, no sólo para prevenir, sino también contrarrestar la corrupción, velar y proteger los 
intereses generales y derechos colectivos que se vean transgredidos por éste. Ante esta 
situación existe la posibilidad de contar con una herramienta jurídica que fortalezca la 
función que desempeñan las veedurías ciudadanas, hablamos de la Acción Popular, cuya 
finalidad es la protección de los derechos e intereses colectivos que se vean vulnerados por 
actos de corrupción.   
 
                                               
111 PROGRAMA PRESIDENCIAL DE LUCHA CONTRA LA CORRUPCIÓN, Disponible en:         
http://www.anticorrupcion.gov.co/preguntas/preguntas_frecuentes.asp Fecha de consulta: 20 de octubre 2010.    
112 Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo –PNUD: “asume la transparencia como la interacción de tres 
componentes: rendición de cuentas, visibilidad e integridad, constituyéndose en la carta de navegación de la organización 
y de los demás actores involucrados en su trabajo: La rendición de cuentas entendida como “el cumplimiento por parte de 
los individuos y las organizaciones de su responsabilidad medida de la manera más objetiva posible” facilita el 
acercamiento del Estado a la ciudadanía, retroalimentando los procesos y favoreciendo una mejor identificación de las 
necesidades de la población. La visibilidad hace referencia a “todos los medios para facilitar el acceso de los ciudadanos a 
la información así como su entendimiento de los mecanismos para la toma de decisiones”, lo cual promueve la 
observancia y el involucramiento de la sociedad en los asuntos que son de su interés. La integridad, a su vez, se define 
como la “incorruptibilidad que hace que quienes ocupen un cargo público no adquieran las obligaciones financieras o de 
otra índole con individuos u organizaciones externas que puedan influenciarlos en el desempeño de sus deberes oficiales”, 
resaltando el valor del servicio público y su contribución en el bienestar de las personas a largo plazo. La promoción de 
estos componentes busca disminuir los riesgos de corrupción, entendidos como el grado de posibilidad de que ocurran 
hechos de corrupción en las entidades públicas a partir de la existencia de ciertas condiciones institucionales y ciertas 
prácticas de los funcionarios, consideradas como favorables para los riesgos de corrupción” Programa de las Naciones 
Unidas para el desarrollo. Buenas Prácticas para la Promoción de la Transparencia a Nivel Local.  




3.4 MECANISMOS DE PREVENCIÓN Y SANCIÓN DE ACTOS DE 
CORRUPCIÓN EN LA CONTRATACIÓN ESTATAL EN COLOMBIA 
 
Como una enérgica respuesta contra la corrupción, el Legislador ha creado un marco 
normativo con base en varios tipos de controles y regímenes jurídicos como el penal, 
disciplinario y administrativo sumados a controles como el fiscal y social; donde han 
surgido herramientas jurídicas de carácter represivo para sancionar irregularidades 
relacionadas con la corrupción administrativa. A continuación se expone el marco 
normativo y sus distintos regímenes y controles encargados de sancionar toda actuación 
ilícita, ilegal y corrupta en la contratación estatal.   
 
3.4.1  Estatutos Anticorrupción: Ley 190 de 1995  y Ley 1474 de 2011 
 
Entre los objetivos que persigue este estatuto (Ley 190 de 1995) está el de proporcionar un 
análisis amplio y profundo del fenómeno de la inmoralidad administrativa alrededor  de 
unas propuestas de desarrollo legal; así como la de lograr que de ese examen colectivo surja 
un conjunto de instrumentos eficaces y permanentes que permitan su erradicación114, es 
decir, busca una solución represiva para frenar la corrupción administrativa, por medio de 
un conjunto de mecanismos jurídicos eficaces y que se apliquen todo el tiempo. Sobre el 
objetivo que persigue este estatuto, el profesor Libardo Rodríguez, aclara lo siguiente:  
 
“Las medidas más importantes que ha adoptado el Estado colombiano en la 
lucha contra la corrupción están contenidas en la Ley 190 de 1995, “por la 
cual se dictan normas tendientes a preservar la moralidad en la 
Administración Pública y se fijan disposiciones con el objeto de erradicar la 
corrupción administrativa”, conocida como “estatuto anticorrupción”. Una 
primera observación que debe hacerse respecto de esta ley, es que la misma 
no busca combatir la corrupción en todas las ramas del poder público ni en 
todas las actividades del Estado, sino que, como su mismo título lo indica, 
se circunscribe como objetivo principal a atacar la corrupción en el seno de 
la administración pública y, en general, respecto del ejercicio de la función 
administrativa, quedando por fuera, salvo algunas excepciones, las 
                                               




expresiones de la corrupción que puedan aparecer en el ejercicio de otro tipo 
de funciones propias del Estado”115 
 
La novedad que trajo la Ley 190 de 1995 en materia de lucha contra la corrupción, está en 
el interés puesto por parte del legislador para crear un instrumento jurídico multifactorial, 
partiendo del análisis de diferentes aspectos socio-políticos, institucionales, jurídicos, 
económicos y culturales, reflejados en el contenido de la ley,  producto de ello se destacan 
la creación de un formato único de hoja de vida y de un sistema de información 
centralizada en el Departamento Administrativo de la Función Pública; la declaración de 
bienes y rentas de los funcionarios públicos con el fin de que estos no abusarán de su cargo 
para incrementar su patrimonio ilícitamente y la creación de herramientas que facilitan un 
mayor control de la actuación de quienes hacen parte de la burocracia  estatal116.        
 
Por otra parte, con el ánimo de conocer el impacto y resultados obtenidos por este estatuto 
en la lucha contra la corrupción, la misma ley “ordenó realizar una evaluación de su 
implementación y resultados que debería hacerse dieciocho meses después de su entrada 
en vigencia. El Ministerio de Justicia publicó el tomo Contra la corrupción: 18 meses 
después. Lo asombroso es que esta evaluación jamás se debatió en el Congreso y el libro 
que la contiene es casi una publicación clandestina. Esto muestra el escaso interés del 
Congreso y de la sociedad civil por la eficacia de las herramientas legales 
anticorrupción117.  
 
Este informe destaca que entre los aciertos más importantes del Estatuto está el tratamiento 
integral del problema, abordándolo desde diversos campos y sus múltiples protagonistas, 
conduciendo las acciones y herramientas pertinentes, permitiendo la vinculación de 
sectores influyentes a este proceso, como el sector financiero, los medios de comunicación,  
y,  en una pequeña parte el sector educativo; se advierte que “la Ley es apenas una naciente 
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intención de cambio. Han transcurrido tan sólo diez y ocho meses desde que entró en 
vigencia, por lo que los resultados no pueden medirse desde un punto de vista objetivo”118. 
 
Además, en relación a las falencias encontradas en la aplicación del estatuto, el informe 
señala que existieron problemas respecto a la difusión de las normas, la inadecuación de los 
planes y programas de las entidades territoriales y la falta de recursos destinados a la 
implementación del estatuto; sobre la eficacia y efectividad de la norma, para ello se 
requieren de enormes esfuerzos para hacerla de público conocimiento, focalizando las 
campañas educativas y explicativas, ya que uno de los elementos para combatir la 
corrupción es el ejemplo de la propia conducta; es erradicar de raíz una serie de 
costumbres, que por desgracia, se han ido convirtiendo en prácticas admitidas 
culturalmente119.  
 
Acerca de los alcances del estatuto descrito en el informe, Carlos Eduardo Medellín 
Becerra señala: “Es por ello que, con el fin de reducir las posibilidades que el precio de 
actuar en contra de la transparencia pública sea atractivo, se consideró crucial que las 
normas regulatorias del comportamiento, de la decisión del funcionario público y de la 
actitud del usuario, hicieran mayor el costo de transgredir la norma que el beneficio 
obtenible por su incumplimiento”120. 
 
Después de su promulgación y entrada en vigencia, está norma ha recibido críticas, por 
falta de resultados en la lucha contra la corrupción. Una de las críticas más importantes 
proviene de Helmuth Suárez Martínez, para quien: 
 
“… existen errores por parte del legislador, en los planteamientos 
enmarcados por el Estatuto Anticorrupción, lo único que varió fue la 
proporción de penas. Sin alterar de fondo los aspectos sustanciales de la 
normatividad vigente. Es decir, que la reglamentación para combatir la 
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corrupción es un simple sofisma de distracción que solo crear nuevas cargas 
burocráticas que afecta el presupuesto nacional.”121    
 
Por su parte el Profesor Vicente Torrijos refiriéndose a estas  iniciativas legales para frenar 
la corrupción señala:  
 
 “[…] tanto lo que se abarca con la Ley 190 de 1995 (Estatuto 
Anticorrupción); el decreto 2150 y la ley 200 del mismo año, la creación de 
un “cuerpo elite de reacción administrativa inmediata”, como lo que se logra 
a través de las acciones afirmativas de control y monitoreo de  la corrupción, 
tiene, por supuesto, importantes desafíos que, por otra parte, son 
eventualmente los mismos que enfrentan casi todos los sistemas de 
innovación recientes en América Latina.[…] el dispositivo tecnológico 
anticorrupción en Colombia aún no ha logrado conciliar provechosamente 
las políticas contra el flujo corruptor (y a sus diseñadores) con los grupos de 
usuarios y los grupos de iniciativa ciudadana tanto domésticos como 
extendidos globalmente.” Además “el sistema de innovación contra la  
corrupción se basa en una especie de persecución jurídica de asuntos que 
han tomado declarada ventaja la tarea de nivelar y anticiparse a semejante 
tipo de tensiones no puede ser atendida aisladamente, y la iniciativa 
gubernamental cede cada vez más espacios a la  intervención de la 
comunidad nacional e internacional en el diseño y seguimiento de política 
(no necesariamente basadas en criterios de legalidad) que dotan a la 
sociedad de instrumentos éticos y solidarios para que los sistemas políticos 
permanezcan en estado de alerta, intervengan preventivamente y descarguen 
la presión sin necesidad de recurrir al sofocante inspeccionismo.”122 
 
La Ley 190 de 1995 ha tenido múltiples reformas, entre las cuales encontramos: las hechas 
por el Código Penal, Ley 599 de 2000, que en su Art. 474 derogó el Decreto 100 de 1980 y 
las demás normas que lo modificaron, entre ellas se cuenta la Ley 190 de 1995. Una nueva 
reforma es la que presentó el gobierno de Juan Manuel Santos,  se trata del proyecto de Ley 
No. 142 de 2010, que pretende “normas orientadas a fortalecer los mecanismos de 
prevención, investigación y sanción de actos de corrupción y la efectividad del control de 
la gestión pública e implementar penas de prisión de hasta 18 años, impedir que 
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financiadores de campañas contraten con el Estado, y la creación de nuevos organismos 
para combatir la corrupción, también que el erario se aplique a la ejecución del contrato”.  
 
La nueva iniciativa legislativa, sin duda es una forma de modernizar la lucha contra la 
corrupción en el país, moralizando la actividad administrativa del Estado y que sea más 
transparente, también busca que se sancionen novedosas prácticas corruptas y además 
cubrir otros aspectos que la Ley 190 de 1995 no reguló.    
 
Luego de hacer su curso por el Congreso, el proyecto de Ley No. 142 de 2010 fue aprobado 
y se convirtió en la Ley 1474 de 2011, norma que trajo consigo aspectos importantes para 
la lucha contra la corrupción, especialmente los relacionados con la contratación estatal, 
entre los que se encuentran: el ente acusador y los de control (Fiscalía, Contraloría y 
Procuraduría), los cuales tendrán nuevos instrumentos para combatir la corrupción para 
adelantar con más libertad sus respectivos procesos; el endurecimiento de las penas en 
varios delitos contra la administración pública. Vale la pena también resaltar que quienes 
hayan sido condenados por delitos de corrupción no tendrán beneficios como la casa por 
cárcel; en materia de contratación estatal, aquellos que financien campañas políticas no 
podrán ser contratistas del Estado, por el periodo para el cual haya sido elegido el 
respectivo candidato123. 
 
Sumado a lo anterior, la Ley 1474 de 2011 replantea unas medidas jurídicas para afrontar la 
corrupción en la contratación estatal, que son: en primer lugar realizar varias reformas a la 
Ley 80 de 1993, entre ellas la implementación de nuevas inhabilidades en la contratación 
estatal relacionadas con delitos cometidos en esta actividad administrativa, financiación de 
campañas políticas por parte de los contratistas del Estado, contratistas que fueron 
empleados públicos e inhabilidades por parentescos entre el contratista y los funcionarios 
de las entidades encargadas de efectuar la contratación, de acuerdo con  los  artículos 1º, 2º, 
3º, y 5º, de la ley 1474 de 2011.  
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El capítulo séptimo de la norma citada, establece unas modificaciones a las Leyes 80 de 
1993 y 1150 de 2007, con el objetivo de mejorar los procesos de contratación estatal, 
fundamentándose en una mayor transparencia y responsabilidades de los interventores y 
supervisores, tal como lo establece el nuevo Estatuto Anticorrupción Ley 1474 de 2011, en 
sus artículos 82 al 95, los cuales regulan en esencia: las responsabilidades civiles, fiscales, 
disciplinarias y penales de los interventores y supervisores de los contratos estatales, la 
reglamentación del contrato interadministrativo e implementación de mecanismos de 
transparencia en la contratación de mínima cuantía124. 
 
De todo esto se desprende, que el nuevo Estatuto Anticorrupción se considera como una 
respuesta a ciertas prácticas corruptas que han afectado en los últimos tiempos la 
contratación pública en Colombia; es un avance importante en la lucha contra la corrupción 
tanto en el sector público como el privado, pero puede ser considerada como una 
legislación coyuntural motivada por recientes actos de corrupción, por ende, debido a la 
gravedad del problema de este flagelo, deben existir más esfuerzos para crear y contar con 
medidas de anticorrupción más contundentes que muestren una verdadera política de 
Estado contra la descomposición en la administración pública. 
 
En conclusión, uno de los propósitos que buscó el Legislador con la Ley 190 de 1995 y la 
Ley 1474 de 2011, fue generar una conciencia ciudadana sobre la gravedad que representa 
el problema de la corrupción para el correcto funcionamiento del Estado y, cuya solución 
                                               
124 Sobre las novedades que trajo el Cap. 7° de la Ley 1474 de 2011, el autor Jairo Enrique Bulla R. señala: “En el 
presente capítulo se entra por “enésima vez” a reformar el Estatuto de la Contratación Pública, que consagra ley 80 y Ley 
1150,[...] Se concreta la responsabilidad de Interventores y supervisores de los contratos, sus facultades, deberes, también 
se exige una mayor ponderación y maduración en la elaboración de  proyectos de obra y se exige a los funcionarios que 
los estudios contengan mayores y mejores criterios técnicos. Se legisla respecto de los Factores de selección y 
procedimientos diferenciales para la adquisición de los bienes y servicios a contratar. Se amplían las causales de 
inhabilidad para el contratista que incurran en las conductas tipificadas en el artículo 90, se legisló sobre el régimen 
contractual de las Empresas Industriales y Comerciales del Estado, las sociedades de economía mixta, sus filiales y 
empresas con participación mayoritarias del Estado. En materia de “anticipos”, se obliga al contratista a constituir una 
fiducia o un patrimonio autónomo irrevocable para el manejo de los recursos que reciba  a título de avance, para 
garantizar su destinación, se enfatiza en procesos de transparencia.” BULLA ROMERO, Jairo. ESTATUTO 




compete a todos los estamentos estatales y la población en general  y para ello se debe 
tratar este problema desde varias perspectivas 
 
El Dr. José Rory Forero Salcedo señala: “Para los legisladores resultó de vital importancia 
comenzar a concebir el fenómeno de la corrupción de manera multifactorial, hecho que 
permitió incluir en sus análisis diferentes aspectos socio-políticos, institucionales, 
jurídicos, económicos y culturales, lo cual se vio reflejado en la pluralidad de temas 
asumidos”125, este es el tipo de solución que propone la norma en comento, en especial en 
la contractual del Estado.  
 
3.5 CONTROL FISCAL EN EL MARCO DE LA CONTRATACIÓN ESTATAL  
 
Hoy en día la transparencia, eficiencia y eficacia de la gestión fiscal de los gobiernos, ha 
adquirido una importancia enorme para la lucha contra la corrupción. En este caso, el 
concepto de transparencia comprende, la capacidad de detectar los actos de corrupción y de 
colaborar para que los responsables reciban su respectiva sanción126. En esta labor el 
control fiscal, como función pública es  ejercida por la Contraloría General de la República, 
que se encarga de vigilar la administración del erario y la gestión fiscal de todas las 
entidades públicas y los particulares que manejan recursos y bienes de la nación, (Art. 267 
inc. 1º C.N.), a través de  actividades como la contratación pública. 
 
“En lo que atañe al control fiscal en la contratación estatal, la Ley 80 de 
1993  establece en su Art. 65, la forma como se debe adelantarse este 
control por parte de las autoridades competentes, éste se ejerce en dos 
momentos: el primero, es un control previo por parte de la Oficina de 
Control Interno de la entidad contratante, que se efectúa al momento de la 
terminación de los trámites administrativos de legalización del contrato 
estatal, es decir, al perfeccionamiento del acuerdo de voluntades, 
cumpliendo así con las normas y principios de la contratación estatal, 
igualmente, se ejerce un control posterior sobre las cuentas y pagos 
emanados del contrato;  el segundo momento del control fiscal, se cumple 
                                               
125 LUDWIG, Martín y GÓMEZ PAVAJEAU, Carlos Arturo (Coordinadores Académicos) Obra Colectiva. Lecciones de 
Derecho Disciplinario Volumen 12º. 




en la etapa de la liquidación de los contratos, donde se ejerce un control 
financiero, de gestión y de resultados, basado en la eficiencia, la economía, 
la equidad y el cálculo de los costos ambientales.”127  
 
En síntesis, el control fiscal en la contratación estatal tiene por finalidad, determinar la 
responsabilidad fiscal y obtener el resarcimiento de los daños ocasionados al patrimonio 
público, por las conductas dolosas o culposas en la gestión fiscal, el manejo o 
administración de los recursos públicos a cargo de funcionarios encargados del contrato 
estatal, y de acuerdo al Art. 4º de la Ley 610 de 2000, busca el pago de una indemnización 
pecuniaria que compense el perjuicio sufrido por la entidad estatal.  
 
Cabe añadir, que el control fiscal que se ejerce en la contratación estatal, es una buena  
herramienta para recuperar los recursos públicos afectados por la corrupción que se 
presenta en esta actividad. Pero “este mecanismo podría  mejorarse, con la  participación 
de la ciudadanía, que por medio de herramientas jurídicas como las acciones populares, 
que para este caso se convierten en un instrumento eficaz, no sólo para fundar una sólida 
relación de control de la administración pública por parte de la ciudadanía, sino, incluso, 
para ahondar el diálogo sociedad civil-Estado, en términos de validez, eficacia y 
legitimidad”128, a su vez  sería un medio de defensa del patrimonio público comprometido 
en la contratación estatal.           
 
3.5.1  El manejo de la Corrupción Administrativa en el Estatuto General de la 
Contratación Pública 
 
La Ley 80 de 1993 fue expedida con base en las reglas previstas en el Art. 150 de la 
Constitución Política de 1991, con la pretensión de convertirse en el Estatuto General de la 
Contratación del Estado. Su presencia en el régimen jurídico colombiano se explica en que 
sus reglas hagan posible el cumplimiento del principio de transparencia que permite la 
                                               
127 DOMÍNGUEZ GIRALDO, Geraldo y HIGUITA RIVERA, Lina María. El Nuevo Control Fiscal Medellín, Biblioteca 
Jurídica Dike, 2001. 




selección objetiva de los contratistas del Estado, para hacer eficiente los pocos recursos 
que el Estado invierte en los gobernados129.  
 
Esta norma presentó, por primera vez un catálogo de principios rectores que regulan los 
procesos de adjudicación, ejecución y liquidación de los contratos estatales130, ausentes en 
las anteriores normas de contratación pública131, desempeñando un papel importante en el 
desarrollo contractual del Estado, prevaleciendo ante todo, la legalidad y la transparencia, 
para evitar cualquier irregularidad o ilegalidad como la corrupción. “El marco normativo 
cuenta con varias herramientas jurídicas que buscan controlar la corrupción, como son: la 
ley 80 de 1993 sobre contratación administrativa que consagra el principio de 
transparencia en los procesos licitatorios, específicamente en la selección objetiva; la ley 
87 de 1993 que crea las oficinas de control interno con el fin de asegurar que los 
dirigentes cumplan con los programas diseñados por sus entidades…”132 
 
Por tal razón, su carácter axiológico y procedimental es vital para procesos contractuales 
más transparentes y objetivos, donde siempre debe prevalecer el interés general. Otra de las 
medidas anticorrupción que trae el estatuto de la contratación pública, es la implementación 
                                               
129 SOLARTE MAYA, Felipe Alirio. Contratos Estatales Atípicos: Transparencia Contractual Ley 1150 del 2007, 
Contratos de la Salud Ley 1122 Del 2007. Bogotá : Ediciones Nueva Jurídica, 2008 
130 Sobre esta denominación de Contrato Estatal el profesor Iván Darío Gómez Lee comenta lo siguiente: “En los países 
del sistema jurídico conocido como derecho administrativo continental europeo, como el Colombiano, las instituciones 
jurídicas tradicionalmente diferencian dos grandes categorías de contratos en los acuerdos de voluntades que celebran las 
entidades públicas: contratos administrativos y contratos de derecho privado de la administración. […] La Unión Europea 
mantiene como criterio jurídico esta tradicional dicotomía, pero Colombia, no obstante su tradición jurídica continental 
europea en el derecho administrativo, en el año 1993 se apartó de estas dos categorías con la expedición del Estatuto 
General de Contratación, Ley 80 de 1993, que en el artículo 32 definió una categoría única denominada “contrato estatal”, 
este hecho jurídico en nuestro país se ha matizado desde esa época y lo que existe es una diversidad de regímenes y 
normas aplicables respecto de la contratación pública.[…] Sin embargo, el postulado de que en Colombia a partir de 1993 
se creó una categoría universal con un sólo régimen jurídico, es un paradigma relativo, comoquiera que por disposición de 
la misma Ley 80 de 1993 se introducen grandes ámbitos de excepción a este nuevo régimen: i. Empréstitos y cooperación 
internacional. ii. Actividad bancaria y aseguradora. iii. Algunos asuntos en comunicaciones. iv. Exploración y explotación 
de recursos naturales renovables y no renovables. Después de 1993 ese paradigma se fractura reiteradamente por diversas 
leyes que crearon cerca de 35 regímenes especiales. Y, por último, la legislación reciente acaba de desmoronar ese 
paradigma con los artículos 14, 15, 16 y 20 de la Ley 1150 de 2007, que crea 3 excepciones adicionales al llamado 
“régimen general” de la contratación pública” GÓMEZ LEE, Iván Darío. CONTRATACIÓN VISIBLE, Manual para un 
buen control de los recursos en la contratación pública.  
131 Decreto-Ley 150 de 1976  Estatuto de la Nación y sus Entidades descentralizadas y el Decreto 222 de 1983. 




de un régimen de inhabilidades e incompatibilidades133, aplicados a las partes intervinientes 
del contrato estatal. Este régimen tiene por objetivo determinar que personas no pueden 
celebrar contratos con las entidades estatales, asimismo procura mantener la ética 
administrativa, que puede verse afectada, por la oportunidad que brinda el contrato estatal 
de mover mucho dinero134.   
 
Por otro lado, está la Ley 1150 de 2007 que tiene por objetivo (de acuerdo a la exposición 
de motivos del proyecto de ley) 
 
“Introducir medidas para la eficiencia y transparencia en la gestión 
contractual que hagan del mecanismo contractual un hito de eficiencia en la 
administración del recurso público y un terreno adverso al accionar de la 
corrupción. Además pretende orientar a las entidades hacia el 
fortalecimiento de los procesos de planeación permitiendo la estimación 
anticipada de las contingencias que puedan producirse en su ejecución, el 
diseño de procesos adecuados a la naturaleza de los diferentes objetos 
contractuales, la utilización de mecanismos de contratación que permiten el 
aprovechamiento de economías de escala, la incorporación de probados 
mecanismos para “extraer valor” del proceso contractual, con lo cual se 
busca una mayor agilidad y eficacia que no sólo reducirá los costos de 
transacción que encarecen la contratación pública sino que además tendrá 
como fruto la eliminación de espacios que puedan ser utilizados para 
usufructuar indebidamente el patrimonio de los colombianos”135 
 
Contrariamente a lo que se ha expresado, el Profesor Santofimio sobre la Ley 1150 de 2007 
afirma lo siguiente:  
 
                                               
133 En términos generales las Inhabilidades son: “…impedimentos de índole constitucional y legal para obtener un cargo o 
empleo público, […] Adicionalmente, quienes vayan a contratar con el Estado, ya sean personas naturales o jurídicas, 
deben los señalamientos normativos, “con arreglo a los criterios de imparcialidad, eficacia, eficiencia, moralidad y 
transparencia”, debido a que en los mismos están inmersos los intereses públicos y de la colectividad.´  ´Por otra parte se 
entiende por Incompatibilidad según pronunciamiento de la Corte Constitucional:`` La Sentencia C-349 de 1994, dice que: 
“El señalamiento constitucional de incompatibilidades implica necesariamente la consagración de límites y excepciones a 
la actividad de la persona, la cual no estaría cobijada por ello si no fuera por el cargo que desempeña. Desde ese punto de 
vista comporta un trato diferente al aplicable para los demás pero justificado en razón de los superiores intereses públicos” 
[…] significa imposibilidad jurídica de coexistencia de dos actividades.” PINEDA DE MARTÍNEZ, Rosa. Régimen de 
Inhabilidades de los Servidores Públicos. 
134 VIDAL PERDOMO, Jaime. DERECHO ADMINISTRATIVO. 




“…tiene como punto de partida la ruptura del  esquema original de la Ley 
80 de 1993 en relación con los procesos de selección del contratistas; en aras 
de una supuesta eficiencia de la actividad administrativa contractual 
fracciona la transparencia procesal contractual implantando sin mayor 
razonamiento técnico y jurídico cuatro procedimientos básicos de selección 
de contratista: la licitación pública, la selección abreviada, el concurso de 
méritos y la contratación directa, y administrando dentro de estos algunas 
modalidades selectivas especiales.  Esta proliferación de mecanismos de 
selección, como la advertíamos, se funda básicamente en la libertad política 
y conformadora del legislador pero no y de ninguna manera en una postura 
doctrinal, científica o profunda de carácter doctrinal. El esquema propuesto 
es simplemente arbitrario y se funda en la agrupación de algunos eventos 
negóciales sin mayor consistencia para imprimirles un sendero 
procedimental determinado.”136 
  
Por su parte, Manuel Alberto Morales Támara, manifiesta que: 
 
“El impacto de esta reforma, en el ámbito de la responsabilidad penal y 
disciplinaria es bastante significativo, pero cabe precisarse que lo regulado 
en la Ley 1150 de 2007, no es una enmienda a la Ley 80,  sino más bien una 
mejora en algunos de sus aspectos, es por ello que la finalidad de la Ley 
1150 de 2007 es implantar unas medidas para la eficiencia y la transparencia 
precisamente en la Ley 80 de 1993 y otras disposiciones generales sobre la 
contratación con recursos públicos”137 
 
No obstante, estas críticas a la reforma del régimen de contratación estatal, dicha reforma  
ha traído consigo una serie de avances en materia de lucha contra la corrupción, buscando   
la implementación de una mayor transparencia y eficiencia para los procesos de 
contratación estatal en Colombia, pero hay que tener en cuenta que como lo afirma el 
profesor Felipe De Vivero: “con sólo una reforma no se puede acabar del todo con el 
flagelo de la corrupción, sería ingenuo creer en eso”.138     
 
Aparte de ello, el Decreto Reglamentario 1510 de 2013, norma que recoge parte de la 
reglamentación necesaria para los procesos de la contratación estatal contenido y regulado  
en el Estatuto General de la Contratación de la Administración Pública, la  nueva norma 
                                               
136 BENAVIDES José Luis  y SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime Orlando, op. cit. 59 p.  
137 MORALES Támara, Manuel Alberto en: Benavides J. L. y SANTOFIMIO GAMBOA, J. O. comps. op. cit. 333 p.  




establece una serie de reglamentaciones que buscan entre otros objetivos, garantizar que los 
procesos de contratación estatal se encuentren dentro del marco de la legalidad y no sean 
afectados por fenómenos como la corrupción, basándose en procesos regidos por los 
principios de la contratación estatal, entre los que se destacan el principio de la 
transparencia, publicidad, selección objetiva entre otros. En el Decreto 1510 de 2013 se 
evidencias  disipaciones reglamentarias que  en cierto modo fortalecen la lucha contra la 
corrupción en la contratación estatal, reflejándose en ellas los principios arriba 
mencionados.  En términos generales estas reglamentaciones son: 
  
En materia de participación ciudadana el nuevo decreto reglamentario reconoce en su 
artículo 2° para efecto del Decreto Ley 4170 de 2011, que entre los  partícipes  de la 
Contratación Pública se encuentran las Organizaciones de la sociedad civil  y los 
ciudadanos cuando ejercen la participación ciudadana en los términos de la Constitución 
Política y de la ley. De esta manera la ciudadanía puede participar en los procesos de 
contratación estatal y ejercer el control social y fiscalizar los recursos del erario que son 
ejecutados por medio de esta actividad de la administración estatal.  
 
En materia de información y aplicación del principio de publicidad sobre los procesos de 
contratación estatal, el Decreto 1510 de 2013 en su artículo 14 plantea el deber que tienen 
las entidades estatales de informar  mensualmente a las Cámaras de Comercio de su 
domicilio, copia de los actos administrativos por medio de los cuales se hayan interpuesto 
multas, sanciones e inhabilidades en los contratos que hayan suscrito.  
 
La información referente a las sanciones e inhabilidades reposará en el RUP el tiempo que 
dura la sanción o inhabilidad. Esta medida favorece la lucha contra la corrupción en la 
contratación estatal, porque se crea una base de información referente a las conductas 
irregulares de los contratitas y por las cuales fueron sancionados o inhabilitados previendo 





Por otra parte, el artículo 19 del mencionado decreto establece la obligación  de las 
entidades estatales de publicar en el SECOP la documentación y actos administrativos que 
sustentan el proceso de contratación estatal, al término de  los tres días siguientes a su 
expedición. Lo anterior se puede considerar en cumplimiento del principio de publicidad y 
transparencia, piezas fundamentales para contrarrestar las irregularidades y los actos de 
corrupción en la actividad contractual del Estado.  
 
En materia de inhabilidades el  Decreto 1510 de 2013 plantea las siguientes: 
 
Artículo 29 Inhabilidad con ocasión de la presentación de otras ofertas, que busca 
establecer la inhabilidades contenidas en los literales g y h del numeral 1 del artículo 8° de 
la Ley 80 de 1993, por una parte,  inhabilidades generadas por vínculo  matrimonial o 
uniones permanentes, por parentescos dentro del segundo grado de consanguinidad o 
segundo de afinidad con cualquier otra persona que formalmente haya presentado 
propuesta para una misma licitación. Y por otra, se encuentran las inhabilidades por 
aquellos representantes legales sociedades distintas de las anónimas abiertas, en las cuales 
el representante legal o cualquiera de sus socios tenga parentesco en segundo grado de 
consanguinidad o segundo de afinidad con el representante legal o con cualquiera de los 
socios de una sociedad que formalmente haya presentado propuesta, para una misma 
licitación.  
 
El objetivo de esta norma es identificar en un proceso de contratación estatal las posibles 
inhabilidades en que puedan estar incurriendo los participantes de una licitación por los 
hechos arriba descritos. Para ello, la entidad contratante debe dejar constancia de la fecha y 
hora de recibo de las ofertas, indicando el nombre o razón social de los oferentes y sus 
representantes legales. Esta medida se puede considerar como una medida que favorece la 
transparencia del proceso de contratación.  
 
Artículo 32 Inhabilidades de las sociedades anónimas abiertas. Una medida aplicable a los 




abiertas que se encuentran inmersas en una causal de inhabilidad, incompatibilidad o en un 
conflicto de intereses. Por tanto, para identificar estas sociedades sancionadas, solo se debe 
tener en cuenta que las sociedades anónimas abiertas se encuentren inscritas en el Registro 
Nacional de Valores y Emisiones, situación que prestaría cierta garantía al momento de 
contratar con este tipo de sociedades.     
 
La implementación de este nuevo decreto reglamentario busca en cierto modo, reforzar 
medidas que prevengan y den soluciones contra nuevas prácticas irregulares y actos de 
corrupción que afectan negativamente los procesos de contratación estatal, medidas que 
incentiven la participación ciudadana en el ejercicio del control social de la contratación 
estatal, el manejo de la información respecto a las distintas etapas del proceso de 
contratación y las calidades de los contratistas en cuanto a sus capacidades para ejecutar los 
contratos que les fueron adjudicados y las inhabilidades, incompatibilidades y conflictos de 
intereses en que se vean inmersos los contratistas que participan en un proceso de selección 
contractual con una entidad estatal. Estas medidas que se basan en la aplicación de los 
principios de publicidad y transparencia, son piezas importantes para poner en marcha  
medidas anticorrupción en la contratación estatal.  
 
3.5.2  Normatividad Penal en Materia de Lucha Contra la Corrupción, Ley 599 de 
2000 
 
Es bien sabido que el derecho penal, al igual que el disciplinario, tienen una gran 
importancia en la lucha contra la corrupción; por lo tanto, es correcto aceptar la tesis según 
la cual se ubican estos regímenes, como ramas convergentes del sistema de sanciones o 
penas que se imponen a los que cometen conducta dentro de las prescripciones típicas de 





El objetivo de estas ramas del derecho, para el presente trabajo de investigación, sería el de 
sancionar los actos de corrupción en el ejercicio de la actividad contractual del Estado139. 
Bajo esta lógica, el Código Penal (Ley 599 de 2000) se convertiría en uno de los 
mecanismos jurídicos de carácter coercitivo más relevantes contra la corrupción, mediante 
la tipificación de conductas contra la administración pública,  que según Gómez Méndez 
citando a Ranieri: atentan contra la administración pública los delitos que impiden o 
perturban la organización y el desarrollo normal de las actividades de los órganos públicos 
en el ejercicio de sus funciones140.  
 
Como mecanismo sancionador,  el derecho penal parte de la base de la responsabilidad 
penal en cabeza de los funcionarios públicos y particulares que intervienen en la formación, 
celebración y ejecución de los contratos públicos, cuando con éstos se cometen actos de 
corrupción dentro del ejercicio de la actividad contractual y, a su vez esta conducta encaja 
en uno de los tipos penales enmarcados dentro de los “Delitos contra la Administración 
Público” (peculado, concusión, cohecho y de manera especial los tres tipos penales de 
celebración indebida de contratos), haciéndose acreedores de una sanción penal.  
 
En relación a la tipificación de las conductas que se presentan en el ejercicio de la 
contratación pública, el régimen penal sanciona estas conductas aplicando tipos penales de 
manera directa sin que medie un sistema alguno, pero el Profesor Carlos Guillermo Castro 
Cuenca considera que existe una manera coordinada y sistematizada para tipificar 
penalmente estas conductas, catalogadas como corruptas. Para Castro existen dos sistemas 
a saber:  
 
“En primer lugar, un sistema restringido en el cual se identifique a los actos 
de corrupción con el cohecho… Sin embargo, esta visión restringida de la 
corrupción podría tener varios inconvenientes en su aplicación práctica, 
pues pararía por alto múltiples actos corruptos en los cuales no existe un 
soborno, tal como sucede con las  negociaciones prohibidas a los 
funcionarios públicos, el  tráfico de influencias y el fraude funcionarial. 
                                               
139 POVEDA PERDOMO, Alberto. op. cit. 74 p. 




Además, dejaría impunes aquellas conductas en las cuales el beneficiario se 
recibe cuando el político aún no tiene la calidad de servidor público, como 
sucede en la financiación de campañas políticas para obtener futuras 
adjudicaciones.  En segundo lugar, un sistema amplio que relaciona los 
actos de corrupción pública con la mayoría de los delitos contra la 
administración pública. Esta posición se adoptó en la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Corrupción  y es seguida para determinar la 
competencia de los funcionarios especializados en la lucha contra la 
corrupción. Sobre este aspecto consideramos que una visión amplia de la 
corrupción facilita su estudio comparado y evita la formación de lagunas de 
punibilidad.”141  
  
Acogiendo al sistema amplio y sus tres fases, para la tipificación de las conductas penales  
que guardan relación con el fenómeno de la corrupción en la contratación pública, se busca 
un apoyo en las posiciones planteadas por Carlos Guillermo Castro Cuenca.  
 
A continuación se catalogarán los distintos tipos penales que atentan contra la 
administración pública:  
 
En la primera fase se ubican “las conductas que sancionan la desviación de intereses en la 
contratación pública”, con un componente subjetivo que es el interés indebido por parte de 
los sujetos que intervienen en el proceso contractual. Los tipos penales en esta fase son:  el 
cohecho142 (tipificado en el capítulo tercero del Título XV del CP)  artículo 405 “Cohecho 
propio. Modificado por el art. 33, Ley 1474 de 2011. El  servidor público que reciba para 
sí o para otro, dinero u otra utilidad, o acepte promesa remuneratoria, directa o 
indirectamente, para retardar u omitir un acto propio de su cargo, o para ejecutar uno 
contrario a sus deberes oficiales, incurrirá en prisión […]”, artículo 406 “Cohecho 
impropio. Servidor público que acepte para sí o para otro, dinero u otra utilidad o 
                                               
141 CASTRO CUENCA, Carlos Guillermo. op. cit. 150,151 pp. 
142. Sobre este tipo penal y su relación con el fenómeno de la corrupción el Prof. de Derecho Penal de la Universidad del 
País Vasco, Norberto J. De La Mata  Barranco comenta lo siguiente: El cohecho se dice que encabeza el grupo de 
infracciones delictivas comúnmente denominadas de corrupción, encaminadas a obtener un beneficio económico y 
articuladas en torno al elemento común de la instrumentalización del cargo con fines ajenos a los públicos. Incluso para 
algunos este tipo penal es la máxima expresión del concepto de corrupción, hasta identificarse en cierto modo con su 
esencia, tanto desde un punto de vista objetivo, en cuanto si corrupción es abuso y desviación de poder, la forma más 
dañina de este fenómeno es la que afecta al ejercicio del poder público. DE LA MATA BARRANCO, Norberto J. La 




promesa remuneratoria, directa o indirecta, por acto que deba ejecutar en el desempeño de 
sus funciones, incurrirá en prisión […]” y el Artículo 407  “Cohecho por dar u ofrecer. El 
que dé u ofrezca dinero u otra utilidad a servidor público, en los casos previstos en los dos 
artículos anteriores, incurrirá en prisión […]” ;  la concusión143 tipificado en el Artículo 
404 de la norma penal: “El servidor público que abusando de su cargo o de sus funciones 
constriña o induzca a alguien a dar o prometer al mismo servidor o a un tercero, dinero o 
cualquier otra utilidad indebidos, o los solicite, incurrirá en prisión”: el interés indebido 
en la celebración de contratos  Artículo 409 “Interés indebido en la celebración de 
contratos. El  servidor público que se interese en provecho propio o de un tercero, en 
cualquier clase de contrato u operación en que deba intervenir por razón de su cargo o de 
sus funciones, incurrirá en prisión […]”; tráfico de influencia de servidor público 
tipificado en el Artículo 411 del Código Penal que reza: “El servidor público que utilice 
indebidamente, en provecho propio o de un tercero, influencias derivadas del ejercicio del 
cargo o de la función, con el fin de obtener cualquier beneficio de parte de servidor 
público en asunto que éste se encuentre conociendo o haya de conocer […]”, finalmente el 
soborno transnacional Artículo  433 “El  nacional o quien con residencia habitual en el 
país y con empresas domiciliadas en el mismo, ofrezca a un servidor público de otro 
Estado, directa o indirectamente, cualquier dinero, objeto de valor pecuniario u otra 
utilidad a cambio de que éste realice u omita cualquier acto en el ejercicio de sus 
funciones, relacionado con una transacción económica o comercial, incurrirá en prisión 
[…].” 
 
En la segunda fase, se identifican las conductas penales relacionadas con “el abuso del 
cargo mediante el quebrantamiento de la legalidad de la administración pública (aspecto 
adjetivo de la corrupción)”. Aquí se ubican los delitos de: prevaricato por omisión; las 
conductas relacionadas con la celebración indebida de contratos, como la violación del 
                                               
143 Según la Corte Suprema de  Justicia, Sala de Casación Penal, M.P.: Dra. Marina Pulido de Barón, Sentencia: Febrero 
11 de 2003, Ref. Exp. 16319, el Delito de Concusión consiste en: “(…) un abuso de autoridad que suscita en la victima un 
temor que la determina a dar o prometer algo que no debe. Los requisitos que lo estructuran, son: a) calidad  de servidor 
público del sujeto activo del delito; b) abuso del cargo o de las funciones; c) empleo de actos de constreñimiento, 
inducción o de solicitud; d) entrega o promesa indebidas de dinero de otra utilidad hechas al funcionario o a un tercero; y 
e) relación de causalidad entre el acto del funcionario y la promesa de dar o la entrega del dinero o utilidad indebidos.”  




régimen legal o constitucional de inhabilidades e incompatibilidades que en el artículo 408 
del C.P. establece: “El servidor público que en ejercicio de sus funciones intervenga en la 
tramitación, aprobación o celebración de un contrato con violación al régimen legal o a lo 
dispuesto en normas constitucionales, sobre inhabilidades o incompatibilidades […]” , 
este tipo penal tiene por objetivo:  
 
“Evitar el nepotismo, preservar la moralidad pública  y hacer más 
transparente la función administrativa en materia contractual. Estas tienen 
fundamento constitucional y desarrollo legal”. El fundamento constitucional 
de esta disposición igualmente se encuentra en el Art. 209 de la Const. Pol. 
al establecer que la función administrativa está al servicio de los intereses 
generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, 
moralidad y eficiencia, entre otros; de tal manera que la razón de ser de la 
Ley 80/93 es  preservar el principio de moralidad pública.”144 
 
También haría parte de esta fase el tipo penal denominado  Contrato Sin Cumplimiento de 
requisitos legales artículo 410 que reza: “El  servidor público que por razón del ejercicio 
de sus funciones tramite contrato sin observancia de los requisitos legales esenciales o lo 
celebre o liquide sin verificar el cumplimiento de los mismos, incurrirá en prisión[…]”, 
según el Art. 410 A  del Código Penal: “Acuerdos restrictivos de la competencia. La Ley 
599 de 2000 tendrá un artículo 410 A, el cual quedará así: El que en un proceso de 
licitación pública, subasta pública, selección abreviada o concurso se concertare con otro 
con el fin de alterar ilícitamente el procedimiento contractual, incurrirá en prisión de […]”  
 
Estas conductas según Santofimio, por su misma naturaleza, son tipos penales en blanco. 
Para el legislador es difícil, dadas las complejidades del contrato del Estado precisar todas 
las conductas constitutivas de ilícito a partir del contrato estatal, debido a las variadas 
características del mismo, e incluso, en muchos casos, la pluralidad de procedimientos, 
objetos, modalidades de ejecución, etc., por lo que resulta complejo  proceder a redactar un 
tipo penal que contenga definiciones concretas o específicas sobre conductas punibles 
derivadas del mismo.  
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En este caso el legislador no tuvo otra alternativa que la de hacer descripciones genéricas al 
definir los delitos propios del contrato del Estado. Conductas genéricas que se pueden 
concretar con la aplicación, entre otros, del derecho administrativo, civil y comercial, de 
conformidad con lo establecido en el Art. 13 de la Ley 80 de 1993, con dificultades 
presentes en cada caso concreto145. De igual forma piensa José Fernando Reyes Cuartas, 
quien expresa: 
 
“…. las ilicitudes que tocan con los contratos estatales, pueden estar 
enmarcadas dentro del derecho administrativo, el derecho comercial, el 
derecho civil y remitir a consecuencias jurídicas sancionadoras previstas en 
los diferentes ordenamientos penal, disciplinario, administrativo, etc. Para el 
derecho sancionador, el esclarecimiento de una contrariedad jurídica de 
primer nivel, es absolutamente necesaria; esto es, que el acto de voluntades 
en el cual ha intervenido un ente estatal, desconozca, traicione o ignore 
mandatos del derecho administrativo, civil, comercial, etc. Y esto por cuanto 
parece indiscutible que las ilicitudes contractuales tanto del derecho penal 
como del derecho disciplinario, se construyen por medio del  sistema de 
reenvío”146. 
 
Y por último, las conductas ubicadas en la tercera fase, las cuales “implican la obtención de 
un beneficio ilícito para el funcionario público o terceros” estas conductas muestran un 
contenido material, que afecta el patrimonio público. Entre éstas se hallan: el peculado por 
parte de los servidores públicos y los delitos comunes imputables a los particulares, 
regulado en el Art. 397 de la norma penal: “El servidor público que se apropie en provecho 
suyo o de un tercero de bienes del Estado o de empresas o instituciones en que éste tenga 
parte o  de bienes o fondos parafiscales, o de bienes de particulares cuya administración, 
tenencia o custodia se le haya confiado por razón o con ocasión de sus funciones […]”.    
 
Por otra parte, la Ley 1150 de 2007 efectuó unos cambios que se reflejaron no sólo en la 
responsabilidad penal y disciplinaria de las partes intervinientes (servidor público y 
contratista) en el contrato estatal. Entre estos cambios se distinguen disposiciones como los 
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artículos 2° y 32, que hacen mella en los delitos como la celebración indebida de contratos 
bajo la forma de violación del régimen de inhabilidades e incompatibilidades. Otras 
novedades son: la implementación principios con aplicación registrada, deberes funcionales 
con alc9ance preciso en cada modalidad contractual, causales de inhabilidad y precisiones  
sobre el régimen de la delegación en la contratación estatal.147    
 
Por todo lo dicho, el derecho penal es un importante mecanismo jurídico fundamental 
contra la corrupción administrativa presente en la contratación estatal, por su eficacia y 
eficiencia al momento de sancionar conductas relacionadas con este fenómeno, sin entrar a 
afirmar o caer en el error, que debe ser ésta la única salida para contrarrestar la corrupción; 
es necesario un conjunto de mecanismos que operen de manera concurrente para enfrentar 
y acabar con la corrupción en todos los campos.   
 
3.5.3   La Potestad Disciplinaria en la Lucha Contra la Corrupción en la Contratación 
Estatal, Ley 734 De 2002 
 
El valor jurídico de la potestad disciplinaria en la lucha contra la corrupción radica, en que 
ésta es otra herramienta valiosa que posee el Estado para combatir las actuaciones corruptas 
de los servidores públicos. Busca orientar al funcionario público en el desarrollo de sus 
actividades dentro de la burocracia estatal, instaurando los parámetros de comportamiento 
que debe seguir quien desempeñe funciones públicas. Si bien es cierto que esta área del 
derecho también se ubica en el régimen sancionatorio, es distinta al derecho penal porque 
sus fines son diversos148. Para el profesor Carlos Arturo Gómez Pavajeau la finalidad que 
persigue el derecho disciplinario, es la de hacer más exigible, ética y jurídica las 
actuaciones de los funcionarios149. Por su parte, Fernando Brito sostiene:  
 
“Los funcionarios deben actuar, así mismo, motivados por principios de 
moralidad, los cuales, dentro del concepto de servicio públicos deben 
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entenderse referidos a la observación de valores y principios éticos,  propios 
de la vida en comunidad, antes que como preceptos ligados a cuestiones 
religiosas o alusivas al fuero interno de las personas.”150 
 
Referente a la responsabilidad disciplinaria en la contratación estatal y partiendo del 
análisis de los artículos 26 y 51 de la Ley 80 de 1993 David A. Roa S. y Héctor E. Ferrer 
Leal, afirman que:  
 
Estas disposiciones normativas desarrollan a plenitud el principio de 
responsabilidad jurídica consagrado en el Art. 6º de la Constitución Política 
de 1991, además se establece que los servidores públicos están obligados a 
buscar el cumplimiento de los fines de la contratación, a vigilar la adecuada 
ejecución del objeto contratado y a preservar los derechos de la entidad, del 
contratista y de los terceros que puedan verse afectados por la ejecución del 
contrato. Si se incumple con esto surgirán las respectivas responsabilidades 
disciplinarias, civiles y penales”151.  
 
Estudiando las distintas disposiciones de la Ley 734 de 2002 relacionadas con el tema de 
esta investigación, se puede afirmar que: “existen conductas en el ámbito de la contratación 
administrativa y manejo de la hacienda Pública que pueden lesionar a la administración, 
se amplió la lista de faltas en este sentido con el fin de contar con mejores herramientas 
jurídicas que permitan un adecuado control a los funcionarios, y por ende contribuir más 
eficazmente en la lucha contra la corrupción”152. 
 
Por otra parte, un estudio realizado sobre el tema, señaló y clasificó los tipos disciplinarios 
relacionados con la contratación estatal, en dos segmentos, unos denominados generales, y 
otros específicos:  
 
“Los primeros se relacionan con el cumplimiento de deberes (tipología 
positiva) e incursión en prohibiciones, y los segundos con conductas ligadas 
específicamente a la contratación pública. Entre los tipos generales, de 
acuerdo al análisis del Art. 23 de la Ley 734 de 2002, se encuentran faltas 
como: “el incumplimiento de deberes, extralimitación en el ejercicio de 
derechos y funciones, prohibiciones y violación del régimen de 
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151 ROA SALGUERO, David Alonso y FERRER LEAL, Héctor Enrique. La Falta Disciplinaria En La Contratación 
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inhabilidades, incompatibilidades, impedimento y conflicto de intereses; por 
otra parte la ley disciplinaria establece de forma taxativa en los numerales 
29, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 41 y 51 del Art. 48, algunas conductas 
relacionadas con la actividad contractual”153.   
 
Lo que persigue esta norma es sancionar el incumplimiento de los principios de publicidad 
y transparencia que se deben aplicar en todas las actuaciones del contrato estatal, siendo 
estos principios cruciales para combatir la corrupción. Por último, la Ley 1150 de 2007  en 
el Art. 18 que trata sobre  las inhabilidades para contratar, agregó un literal j) al Art. 8º de 
la L. 80/93 “Las personas naturales que hayan sido declaradas responsables judicialmente 
por la comisión de delitos de peculado, concusión, cohecho, prevaricato en todas sus 
modalidades y soborno transnacional, así como sus equivalentes en otras 
jurisdicciones…154. 
 
Al igual que el régimen penal, el disciplinario ha combatido la corrupción en la actividad 
contractual y determinando si en verdad el contrato celebrado es contrario al ordenamiento 
jurídico, es preciso elaborar una interpretación sistemática e integradora de las normas (Art. 
21, C.D.U.), a partir de las preceptivas superiores, en razón de que -por regla general los 
tipos no son autónomos, sino que remiten a otras disposiciones en donde está consignado 
una orden o prohibición-155 es decir, no operan directamente frente a la corrupción.  
 
3.5.4   Medios de Control del Contencioso Administrativo 
 
En materia de lo contencioso administrativo la Ley 1437 de 2011, Nuevo Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), implementó 
los Medios de Control, como una nueva forma de ejercer el control de legalidad de los 
actos y actuaciones administrativas pública. Estos medios de control son instrumentos que 
la organización institucional del Estado pone en cabeza de los administrados, para 
garantizar la supremacía del orden jurídico y para que se tutelen los derechos que les han 
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sido vulnerados en ejercicio de la actividad administrativa. Mediante la interposición de 
acciones, hoy medios de control en lo contencioso administrativo, se busca destruir la 
presunción de legalidad que existe sobre las actuaciones de la administración156.  
 
Estos medios de control frente a fenómenos como la corrupción, en especial en la 
contratación pública, representan una nueva forma de contrarrestarla desde la perspectiva 
del contencioso administrativo. Dentro de los mecanismos que prosperarían contra los actos 
y actuaciones administrativas en la contratación estatal, viciadas por actos de corrupción, 
estarían: la acción de nulidad, nulidad y restablecimiento del derecho y controversias 
contractuales y repetición.  
 
A continuación se analizará cada uno de estos medios de control y cuál puede ser su 




3.6 NULIDAD, NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO EN LA 
CONTRATACIÓN ESTATAL 
 
La nulidad es un medio de control o acción pública instaurada por cualquier persona, en la 
cual se solicita a la jurisdicción contenciosa administrativa que declare la nulidad de un 
acto administrativo de carácter general157 que haya vulnerado una norma superior bajo las 
causales contenidas en el artículo 137 del CPACA, en otras palabras, se solicita al juez 
administrativo que ejerza un control de legalidad de los actos administrativos vía 
jurisdiccional o accionaria. Por lo tanto, ésta representa el medio de control o acción típica 
                                               
156  POVEDA PERDOMO, Alberto.  op. cit. 139 p. 
157 El profesor Carlos Ariel Sánchez Torres haciendo mención a una sentencia del Consejo de Estado,  precisa: “El 
Consejo de Estado, en las consideraciones jurídicas anotadas en la sentencia arriba citada, denota su opinión en el sentido 
de que la definición de acto administrativo puede hacerse desde distintos puntos de vista, a saber: 1) desde el punto de 
vista formal, acto administrativo es todo aquel que  emana de un órgano administrativo del Estado, 2) Desde un punto de 
vista material, acto administrativo es aquel que contiene medidas de alcance individual (acto subjetivo o acto condición) 
exceptuando los actos jurisdiccionales, 3) Desde un punto de vista funcional, acto administrativo  es aquel que cae bajo el 
imperio del derecho administrativo por oposición a los actos de la administración, que dependen del derecho privado. 
Entre la noción formal y material del acto administrativo, la primera es la más importante y para algunos autores la única.” 




de la jurisdicción contenciosa administrativa, que se deriva del respeto al principio de 
legalidad que debe asistir a todas las actuaciones de la administración158. 
 
En principio esta acción solamente procedía contra los actos administrativos de carácter 
general, sin embargo, el Consejo de Estado en sentencia del 10 de agosto de 1961, expuso 
un criterio que cambio esta concepción, es decir, se afirmaba que los actos administrativos 
de carácter general solo eran susceptibles de la acción de simple nulidad, mientras que los 
actos administrativos de carácter partículas eran susceptibles de la plena jurisdicción.  
 
En providencia del año 1961 del Consejo de Estado, cuyo consejero ponente fue Gustavo 
Arrieta, modificó el anterior criterio e instituyó que el factor determinante no era el 
contenido del acto sino los motivos determinantes y la finalidad que se perseguía a través 
de la acción, lo que se conoce como la teoría de los móviles y los fines159. 
 
A partir de este fallo se replanteó la acción de nulidad (hoy medio de control de nulidad), y 
se abrió la posibilidad que esta acción sea procedente contra actos que crean situaciones 
jurídicas individuales y concretas, “cuando esa situación conlleve un interés para la 
comunidad en general de tal naturaleza e importancia que desborde el simple interés de la 
legalidad en abstracto, por afectar de manera grave y evidente el orden público, social o 
económico. En estos casos, no obstante, deberá vincularse al proceso a la persona 
directamente afectada con el acto”160.    
 
Con referencia a lo anterior, la teoría de los móviles y los fines fue acogida en la Ley 1437 
de 2011, al indicar que se podrá solicitar de manera excepcional  la nulidad de actos 
administrativos de carácter particular en las siguientes circunstancias: i) Cuando con la 
demanda no se persiga o de la sentencia de nulidad que se produjere no se genere el 
restablecimiento automático de un derecho subjetivo a favor del demandante o de un 
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tercero; ii) Cuando se trate de recuperar bienes de uso público; iii) Cuando los efectos 
nocivos del acto administrativo afecten en materia grave el orden público, político, 
económico, social o ecológico y iv) Cuando la ley lo consagre161.  
 
Por otra parte, en materia de contracción estatal, los actos administrativos 
precontractuales162 son susceptibles de nulidad, como lo precisó  la Corte Constitucional en 
sentencia proferida el 4 de octubre de 2001, en donde estableció el alcance de la acción 
contra los actos administrativos previos al contrato estatal, y se determinó un término de 
caducidad de 30 días para poder interponer esta acción por parte de un terceros.  La Corte 
manifestó lo siguiente: 
 
 “los terceros pueden demandar la nulidad de los actos previos al 
contrato, a través de las acciones de nulidad y nulidad y restablecimiento 
del derecho, dentro del término de caducidad de 30 días siguientes a su 
comunicación, notificación o publicación.” Pero cumplido ese término 
“desaparece la posibilidad de incoar tales acciones respecto de esta 
categoría de actos previos.” Desde este momento “los referidos actos 
previos sólo podrán ser impugnados a través de la acción de nulidad 
absoluta […] interés que ha sido reconocido por la jurisprudencia del h. 
Consejo de Estado como existente en cabeza de los licitantes o 
proponentes-. En este caso, la ilegalidad de los actos previos se puede 
alegar como fundamento de la nulidad absoluta del contrato.”163  
 
Por su parte, el Consejo de Estado también se ha pronunciado sobre el tema y ha 
manifestado lo siguiente:  
 
“[…] si se tiene en cuenta que el derecho procesal administrativo en 
Colombia tiene establecido que, en principio, solo son demandables los 
actos administrativos definitivos, esto es, los que ponen fin  a un 
procedimiento administrativo. Por el contrario, los actos de trámites no son 
impugnables autónomamente –salvo que pongan fin al procedimiento del 
cual hacen parte-, pero los vicios de que adolezcan pueden ser alegados al 
                                               
161 Artículo 137 de la Ley 1437 de 2011.  
162 Según Jairo E. Solano: “Dentro de esta clase de actos podemos citar, entre otros, el que adopta el pliego de condiciones 
o términos de referencia, el de convocatoria de la licitación o concurso, el que la declara desierta, el de la adjudicación del 
contrato.” SOLANO, Jairo E. op. cit. 337 p.   




momento en que se demanda el acto definitivo del respectivo 
procedimiento. […]  criterio general tiene actualmente algunas excepciones. 
Tal es el caso del selección de contratistas, esto es, los que la doctrina 
tradicional, y hoy la ley, denominan como actos previos al contrato, sean 
impugnables en ejercicio de las acciones de nulidad y de nulidad y 
restablecimiento del derecho, según el caso. Esta regla especial se encuentra 
prevista por el artículo 87, inciso 2º, del Código Contencioso 
Administrativo- modificado por la Ley 446 de 1998.”164 
 
En esa medida, una parte de la doctrina ha manifestado que: “La Ley permite en forma 
expresa que si se deja de impugnar un acto precontractual, dentro de los 30 días siguientes 
para el ejercicio de las acciones de nulidad, y nulidad y restablecimiento del derecho o 
celebrado el contrato respectivo, sólo podrán demandarse posteriormente, a través de la 
acción contractual como fundamento de la nulidad absoluta del contrato”165. Al respecto, 
Ciro N. Güechá sostiene lo siguiente:   
 
“La distinción que hace el legislador y que confirma la Corte Constitucional, 
en cuanto al mecanismo de control de los actos precontractuales, transforma 
el principio de control de legalidad de los actos administrativos y su esencia 
propia de las acciones contencioso administrativas, relacionadas con el 
mismo; puesto que el carácter general y público de ésta, se cambió por el 
interés particular, en la medida que los legitimados para ejercerlo se 
delimitan a los participantes en la licitación o concurso y las acciones de 
legalidad, son substituidas por una acción indemnizatoria como la 
contractual, para realizar una actividad que no es de su esencia, en cuanto a 
que ésta es de orden indemnizatorio fundamentalmente. En esto no se está 
afectando la estabilidad jurídica de los actos y del contrato, si se otorga la 
posibilidad de impugnación a través de las acciones de legalidad, ni que se 
interrumpan los procesos administrativos en la contratación del Estado, en 
cambio, sí se limitaría el control de legalidad a los participantes en el 
proceso de selección, siendo la contratación pública de interés general.”166  
 
El objetivo del medio de control de nulidad en la contratación estatal, es determinar y 
verificar que aquellos actos administrativos previos a la celebración del contrato estatal y 
que gozan de la presunción de legalidad, en verdad estén en el marco de la legalidad, y 
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como medida jurisdiccional, cuando se presenten dudas o indicios en contra de esa 
presunción se pueda ejercer el control de legalidad respectivo por medio de la acción de 
nulidad.  
 
Por último, se encuentra el medio de control denominado nulidad y restablecimiento del 
derecho regulado en el artículo 138 del CPACA167, cuya finalidad y características 
esenciales, según la Corte Constitucional, son:  
 
“i) Cuando la persona ha sido lesionada por un acto de la administración, 
puede solicitar en defensa de su interés particular y concreto ante la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo la nulidad del acto por 
contradecir las normas superiores, el restablezca en su derecho conculcado, 
desconocido o menoscabado por aquel; ii) El titular de esta acción es la 
persona a la cual se le vulneró dicho derecho a través de un acto 
administrativo; (iii) su finalidad es la de garantizar el principio de legalidad 
en abstracto, y la defensa de un interés particular vulnerado por un acto 
administrativo, y (iv) para su ejercicio se requiere el agotamiento previo de 
la vía gubernativa a través de los recursos procedentes ante la misma 
administración”168 
 
De la misma manera que la nulidad, la nulidad y restablecimiento del derecho busca ejercer 
el control de legalidad en los actos administrativos precontractuales y a su vez el 
restablecimiento de un derecho, es decir, cobija la posibilidad de ser un medio jurídico para 
solicitar una indemnización sobre un perjuicio causado, y cuyo término de caducidad opera 
igual que la anterior (30 días)169. “En otros términos el demandante acude a la Jurisdicción 
Contenciosa Administrativa  a solicitar, además de que se anule el acto, se le restablezca 
en su derecho conculcado, desconocido o menoscabado. A diferencia de la anterior, esta 
acción sólo la pueden ejercer aquél cuyo derecho ha sido vulnerado”170   
 
                                               
167 Art. 138 inc. 1º de la Ley 1437 de 2011   
168 CORTE CONSTITUCIONAL Sentencia C-199 de 1997, M.P. Hernando Herrera Vergara.  
169 Sobre el particular el Prof. Miguel González R. comenta: Cuando la persona interesada promueve acción de nulidad y 
restablecimiento del derecho contra actos administrativos contractuales (separables), debe hacerlo dentro de los 30 días 
hábiles siguientes al de la comunicación, notificación o publicación, como lo preceptúa el art. 32 de la Ley 446 de 1998, 
que subrogó el art. 8º del C.C.A.” GONZÁLEZ RODRÍGUEZ, Miguel. op. cit. 82 p.   
170 RESTREPO MEDINA, Manuel Alberto –Coordinador de la investigación. Estudio Regional de la Congestión en la 




En resumen, estas acciones o como se conocen hoy medios de control, se limitan solamente 
al control legal de los actos administrativos precontractuales, dejando en manos de las 
acciones contractuales (carácter indemnizatorio) el control de legalidad de los actos 
surgidos dentro de la etapa contractual y de terminación o liquidación del contrato; por ello 
se ve con acierto lo expuesto por el Doctor  Güechá Medina171, quien considera que se debe 
hacer un análisis sobre las anteriores acciones, replanteando el alcance del control legal que 
se realiza a los actos administrativos prescritos en el desarrollo de las distintas etapas del 
proceso contractual estatal y como estas pueden contribuir en la lucha contra la corrupción 
en esta actividad de la administración pública.   
 
A.   CONTROVERSIAS CONTRACTUALES. El medio de control denominado por la Ley 1437 de 
2011 como Controversias Contractuales,  permite  ventilar  todo los conflicto que se 
derivan de la celebración o ejecución del contrato estatal, excepto los actos administrativos 
proferidos antes de la celebración del contrato pero con ocasión de éste, como es el caso del 
acto administrativo de adjudicación o el que declara desierta la licitación o concurso o de 
actos de  calificación y clasificación del Registro Único de Proponentes, en los cuales el 
control de legalidad se realiza a través de la nulidad y nulidad y restablecimiento del 
derecho172.    
 
Las Controversias Contractuales como medio de control se encuentran reguladas por el Art. 
141 de la Ley 1437 de 2011, y representan una herramienta jurídica para  ejercer control de 
legalidad sobre la actividad contractual. Sobre ésta la doctrina precisa:  
 
“Está instituida en la ley como un mecanismo propio de la resolución de los 
conflictos surgidos con ocasión de la actividad contractual, la cual se inicia 
con el acto que ordena la apertura del proceso contractual, continúa con la 
adjudicación del contrato, con su ejecución, hasta obtener la liquidación del 
mismo. Es decir, que la actividad contractual se distinguen tres etapas: la 
                                               
171 GÜECHÁ M. Ciro N. “Como se puede ver, la consagración no es clara, lo que  amerita que se haga un análisis 
detallado del control de los actos dictados en el procedimiento administrativo de contratación, frente a cada una de las 
clases de acciones involucradas en la discusión y frente a cada una de las clases de acciones involucradas en la 
modificación  del mismo, en cuanto a la anulación de los actos dictados como consecuencia de las actuaciones surtidas en 
la contratación del Estado.” 354 p.   




precontractual que va hasta la adjudicación del contrato, inclusive, la 
contractual, que inicia con este acto administrativo, y la liquidación, luego 
de su finalización”173 
 
La competencia en materia de controversias contractuales, según la disposición del  artículo 
75 de la Ley 80 de 1993, corresponde a la jurisdicción de lo contencioso administrativa, sin 
perjuicio de los mecanismos instituidos de solución directa de las discrepancias o 
diferencias derivadas de la actividad contractual174.  
 
La Corte Constitucional se ha pronunciado sobre la competencia para atender estas 
acciones, y al respecto ha precisado:  
 
“Es entonces la jurisdicción contencioso administrativa la encargada de 
resolver las controversias de todo orden que surjan de la relación contractual 
en la que sea parte una entidad del Estado, como también de los "procesos 
de ejecución", terminología que, en criterio del actor, ha de entenderse 
referida a la "ejecución" misma de los contratos mas no a los procesos 
ejecutivos, interpretación que no comparte la Corte pues dentro de nuestro 
ordenamiento jurídico cada una de ellas tiene una connotación propia que 
las caracteriza y diferencia.”175 
 
Las pretensiones que se enmarcan en esta acción según el Art. 141 del CPACA son: sobre 
el contrato estatal se i) declare su existencia, ii) nulidad, iii) se ordene su revisión, iv) se 
declare su incumplimiento, v) que se declare la nulidad de los actos administrativos 
contractuales, vi) que se condene al responsable a indemnizar los perjuicios, vii) solicitar 
la liquidación judicial del contrato cuando esta no se haya logrado de mutuo acuerdo y la 
entidad estatal no lo haya liquidado unilateralmente dentro de los dos (2) meses siguientes 
al vencimiento del plazo. Además, la nulidad absoluta del contrato podrá ser solicitada por 
el ministerio público o un tercero que acredite un interés directo. 
 
                                               
173  FANDIÑO GALLO, Jorge Eliécer. Óp. cit. 265 p. 
174 SOLANO SIERRA, Jairo E. op. cit. 335 p. 




Ahora bien, en materia de participación ciudadana, mecanismo jurídico en mención cuando 
su pretensión es obtener la nulidad absoluta del contrato estatal, la norma limita el ejercicio 
del mismo al disponer que solamente las personas que tengan un interés directo en el 
contrato suscrito podrán hacer uso del medio de control de controversias contractuales y 
reclamar al operador judicial competente la nulidad absoluta del contrato estatal.  
 
Esta disposición restringe la participación y el control que realiza la ciudadanía a la 
actividad contractual del Estado, porque tiene como presupuestos demostrar un interés 
directo con el contrato estatal viciado, pero es a través de ésta que el Estado cumple con sus 
fines constitucionales, tal como se ha venido afirmando, partiendo de esta idea existe un 
interés general al respecto y la ciudadanía tiene el derecho a acceder a la administración de 
justicia y ejercer el control de legalidad de los contratos estatales, cuando estos se 
encuentren viciados o presenten irregularidades en su formación y ejecución. Entre estas 
irregularidades estaría la corrupción administrativa, que afecta el patrimonio público y el 
correcto funcionamiento de la administración de los recursos públicos y de paso pone en 
peligro el cumplimiento de los fines del Estado.   
 
En síntesis, este tipo de acción específicamente procura la nulidad del acto de adjudicación 
del contrato, la declaratoria de existencia del mismo, la nulidad absoluta o la nulidad 
relativa y parcial de dicho contrato.  
 
Como mecanismo contra la corrupción en la contratación pública se encuentra un poco 
limitada, debido a que su campo de aplicación está en la naturaleza y formación del 
contrato estatal, desde la perspectiva del negocio jurídico y los actos que atentan contra la 
formación del contrato y generen su nulidad. Se sanciona estos actos antijurídicos, y a su 
vez se indemnizan176 a las partes perjudicadas por los mismos, pero no se busca  sancionar 
los actos de corrupción que hayan surgido en el contrato estatal.  
                                               
176 Sobre el particular,  profesor Poveda Perdomo comenta lo siguiente: “Finalmente, no se debe olvidar, que en los  
eventos en que el Estado resulta condenado en virtud de actos o hechos  antijurídicos, debe indemnizar a los accionantes o 
víctimas. Pero, igualmente, en las situaciones en que tales condenas sobrevengan como consecuencia de la conducta 




B.  LA REPETICIÓN EN LA CONTRATACIÓN ESTATAL. Según el diccionario de la Real 
Academia Española “repetición significa aquella acción de quien ha sido desposeído, 
obligado, condenado, contra una tercera persona que haya de reintegrarle o responderle”177. 
Para Manuel Ossorio repetición es: Derecho, cuando menos acción, para reclamar lo 
indebidamente pagado o aquello que se ha anticipado por otro178. Por su parte Carlos 
Pachón Lucas define la Acción de Repetición como aquella en la que: 
 
“El Estado debe promover cuando éste ha sido condenado a reparación 
patrimonial por daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la 
conducta dolosa o gravemente culposa de sus agentes. Es una acción judicial 
de la vía contencioso-administrativa que se ha instituido para responsabilizar 
civilmente a los servidores públicos y toda persona que actúa en nombre del 
Estado, con la finalidad de proteger el patrimonio público”179 
 
Como antecedente de esta acción se encuentra el Decreto 222 de 1983, que estableció la 
responsabilidad civil de los empleados oficiales por los daños que causaran a las entidades, 
con la celebración de contratos sin el cumplimiento de los requisitos y formalidades 
legales. Esta acción podía ser instaurada por el representante legal de la entidad 
contratante o por la Procuraduría General de la Nación y se establecía, que para ésta, la 
responsabilidad del funcionario o exfuncionario se reducía a los asuntos de culpa grave o 
dolo. A la postre con el Decreto 01/1984 se establece la responsabilidad genérica (ya no 
solo en actividad contractual), de los funcionarios por los perjuicios que se produzcan por 
culpa grave o dolo en el ejercicio de sus funciones, y anunció expresamente que ante 
sentencia condenatoria la entidad repetirá contra el funcionario180. 
 
                                                                                                                                               
mismos, lo que puede ser sugestivo para éstos con miras a procurar la mayor diligencia en sus actuaciones, en la medida 
en que a la larga pueden quedar comprometidos patrimonialmente (C.N. art.90). No sin razón se podrá afirmar que si no 
estuvo preparada la administración para evitar los actos de corrupción por parte de sus funcionarios, menos podrá aún 
actuar en contra de los mismos con miras a conseguir la solidaridad de éstos en el pago de las indemnizaciones que 
originen con sus anómalas actuaciones.”  POVEDA PERDOMO Alberto. op. cit. 142 p.  
177 DICCIONARIO DEL AL LENGUA ESPAÑOLA op. cit.1322 p. 
178 OSSORIO, Manuel. DICCIONARIO DE CIENCIAS JURIDICAS POLÍTICAS Y SOCIALES.  
179 PACHÓN LUCAS, C. op. cit. 509 p.  
180 GONZÁLEZ REY, Sergio. La Acción de Repetición (Lecciones). En: III Jornadas de Derecho Constitucional y 




Por otra parte, la Constitución Política de 1991 consagró en su artículo 90 la 
“Responsabilidad Civil de los Servidores Públicos”, como aquella que tienen todos los 
servidores públicos conforme al derecho común. Por consiguiente, pueden ser demandados 
para el cumplimiento de sus obligaciones civiles de la misma manera que los 
particulares”181.  
 
Este tipo de responsabilidad, consiste en prever que en caso de una condena económica en 
contra de una entidad del Estado por los daños antijurídicos causados a un particular, 
probándose el dolo o culpa grave del funcionario, el Estado repetirá contra éste por la 
sanción impuesta.    
 
La Ley 678 de 2001 en su Art. 2º, regula la acción de repetición y en su artículo 3º precisa 
que la finalidad de esta acción es la de: “garantizar los principios de moralidad y eficiencia 
de la función pública, sin perjuicio de los fines retributivo y preventivo inherentes a ella.” 
Asimismo, cumplir con preceptos fundamentales en la lucha contra la corrupción, en 
especial en las actividades de la administración pública como la contratación estatal. Por su 
parte, la Ley 1437 de 2011 en su artículo 142 en términos generales, no modifica el 
contenido de la ley especial arriba citada, y a ella hay que recurrir182. Este artículo establece 
lo siguiente:  
 
“Artículo 142. REPETICIÓN. Cuando el Estado haya debido hacer un 
reconocimiento indemnizatorio con ocasión de una condena, conciliación u 
otra forma de terminación de conflictos que sean consecuencia de la 
conducta dolosa o gravemente culposa del servidor o ex servidor público o 
del particular en ejercicio de funciones públicas, la entidad respectiva deberá 
repetir contra estos por lo pagado. 
La pretensión de repetición también podrá intentarse mediante el 
llamamiento en garantía del servidor o ex servidor público o del particular 
en ejercicio de funciones públicas, dentro del proceso de responsabilidad 
contra la entidad pública. 
                                               
181  PÉREZ ESCOBAR, Jacobo. op. cit. 441 p. 
182  ARBOLEDA PERDOMO, Enrique José. Comentario al Nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo 




Cuando se ejerza la pretensión autónoma de repetición, el certificado del 
pagador, tesorero o servidor público que cumpla tales funciones en el cual 
conste que la entidad realizó el pago será prueba suficiente para iniciar el 
proceso con pretensión de repetición contra el funcionario responsable del 
daño.”183 
 
En materia de contratación pública, esta acción en principio fue concebida por el artículo 
54 de la Ley 80 1993 para que en caso de condena a cargo de una entidad pública por 
hechos u omisiones imputables a título de dolo o culpa grave de un servidor público, la 
entidad, el ministerio público, cualquier persona u oficiosamente el juez competente, 
iniciarán la respectiva acción de repetición, siempre y cuando aquél no hubiere sido 
llamado en garantía de conformidad con las normas vigentes sobre la materia184, pero fue 
derogada por el artículo 30 de la Ley 678 de 2001185, por lo tanto, en lo referente al contrato 
estatal, queda sujeto a lo establecido en esta ley.   
 
Analizando la anterior normatividad, se puede concluir que esta acción no tiene por 
objetivo la prevención o sanción de los actos de corrupción cometidos por los servidores 
públicos en desarrollo de una función o actividad administrativa, como la contractual, sino 
que busca más bien la reparación eficaz de los daños económico que han afectado el 
patrimonio público, ocasionados por las actuaciones dolosas o gravemente culposas de los 
servidores públicos en ejercicio de dichas funciones186, y que conllevaron al pago de los 
                                               
183 LEY 1437 de enero 18 de 2011. Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo. Diario Oficial No. 47.956 de 18 de enero de 2011 
184 RUIZ  OREJUELA, Wilson RESPONSABILIDAD DEL ESTADO Y SUS REGÍMENES.  
185 Sobre lo regulado en esta Ley, el Prof. Wilson Ruiz O. precisa: “La acción está consagrada en la Ley 678 de 2001 que 
desarrolla el artículo 90 de constitución y está orientada por los principios de moralidad y eficiencia de la función pública, 
sin perjuicio de los fines retributivo y preventivo inherentes a ellas, a diferencia de la acción meramente civil, en la que 
interesado o perjudicado pueda demandar reparación directamente del funcionario provoco  el daño.” RUIZ  OREJUELA, 
Wilson. op. cit.  350 p. 
186 Respecto a la eficacia en cumplimiento de sus fines, ha habido una serie de crítica que han puesto en duda dicha 
eficacia, como la del profesor Fernando García Forero quien afirmo: “Es cierto que las acciones de repetición no están 
prosperando, pero  eso pasa porque las entidades públicas creen que estas acciones son procesos ejecutivos, sin entender 
que son procesos declarativos, razón por la que omiten probar algo tan fundamental como el pago. […] creen que la 
repetición procede automáticamente después de que el Estado ha sido condenado. En estas acciones, brillan  por su 
ausencia los razonamientos jurídicos y las pruebas sobre la culpa grave o el dolo con el que actúa el servidor causante de 
la condena. […] Hasta ahora, las acciones de repetición solo tienen eficacia  simbólica. Y no solo por las fallas del Estado 
al interponerlas, sino por la misma lógica perversa de nuestro sistema judicial. Hagamos cuentas: un proceso de 
responsabilidad contra el Estado dura 13 años; a estos súmeles otros 10  que puede durar la acción de repetición.  En estos 
casi 20 años, una condena que era de 200 millones se puede convertir en una de 400, a causa de la indexación. Pero este 
mayor valor no es imputable al funcionario culpable, porque no es culpable de los procesos se demoren. Para rematar, el 




daños antijurídicos causados a terceros, donde el Estado por fallo judicial fue condenado a 
resarcir. En fin, se busca que el funcionario responda ante el Estado por el detrimento 
patrimonial producto de una condena judicial contra éste, donde el funcionario es 
responsable de este daño, pero no se puede considerar una herramienta contra los actos de 
corrupción que ocasionaron ese detrimento al erario. En otras palabras no es propiamente 
un mecanismo contra la corrupción que clasificaría entre los descritos en este trabajo de 
investigación. 
 
3.7.   CONCLUSIONES  
 
Al estudiar el ordenamiento jurídico colombiano, se encuentra que éste proporciona una 
serie de herramientas y mecanismos para prevenir, contrarrestar y sancionar los actos de 
corrupción en la contratación estatal. Para un mejor estudio se decidió en este trabajo de 
investigación establecer una clasificación de estas herramientas y mecanismos contra la 
corrupción administrativa en la actividad contractual del Estado.  
 
Es así, que se clasificaron estos mecanismos, en preventivos y represivos, los primeros 
como su nombre lo indican buscan prevenir que ocurran actos de corrupción en la 
contratación estatal; y los segundos, buscan reprender los actos de corrupción al impartir 
una sanción y resarcir los daños causados.   
 
La implementación de mecanismos preventivos contra la corrupción administrativa en 
Colombia, ha sido influenciada por los preceptos anticorrupción contenidos en los 
instrumentos internacionales,  buscando instituir una serie de principios rectores para que 
sean tenidos en cuenta en las legislaciones internas de los Estados, a fin de que acepten 
estos  instrumentos. Es una manera de prevenir la corrupción partiendo de la aplicación de 
valores axiológicos que pretenden regular el comportamiento de los funcionarios que están 
a cargo de actividades vitales para la administración pública, tales como la contratación 
                                                                                                                                               
imposible recuperar el dinero público.” Periódico Ámbito  Jurídico Año X Nº 235 del 8 al 21 de octubre de 2007,  
Artículo p. 2 “La acción de repetición solo ha tenido eficacia simbólica”.   




pública donde irregularidades, como la corrupción ponen en peligro el correcto 
funcionamiento de las misma y el cumplimiento de los propósito que persigue el Estado al 
utilizar la herramienta de la contratación.   
 
Sobre los mecanismos que se destinan a la prevención de la corrupción podría ser una 
solución eficaz para combatirla en administración pública, pero la falta de una política 
anticorrupción concreta que se base en la prevención,  donde se fortalezcan los mecanismos 
como el control social ejercidos por las veedurías ciudadanas, que necesitan de una mayor 
fuerza coercitiva y jurídica, los dificulta. Por ejemplo las acciones populares, para enfrentar 
la corrupción en actividades de la administración pública como la contratación estatal, 
gracias a que estas organizaciones civiles cuentan con información directa de los sitios 
donde se puede estar ejecutando un contrato estatal en beneficio de una comunidad y 
pueden jugar un papel trascendental en la vigilancia de los recursos públicos que se 
ejecutan por un contrato, evitando posibles actos de corrupción, pero para que ello funcione 
necesitan de instrumentos jurídicos que les permitan actuar y no quedarse en la simple 
denuncia, instrumentos que generen hasta la nulidad de ese contrato viciado por la 
corrupción. Esta herramienta podría ser las acciones populares, que se analizaran más 
adelante.   
 
Con respecto a los mecanismos sancionatorios o represivos contra la corrupción, como son 
la medidas penales, disciplinarias, fiscales y administrativas se centran en la aplicación de 
sanciones a los funcionarios y terceros que cometen actos de corrupción en la adjudicación 
y ejecución de un contrato estatal, de esta manera se infiere, que las medidas preventivas en 
cierto modo fallaron y no se pudieron evitar los actos de corrupción. 
 
En materia penal y disciplinaria, los mecanismos jurídicos contra la corrupción están 
enfocados en crear nuevos tipos penales y sanciones disciplinarias en  la medida que vayan 
surgiendo nuevas prácticas de corrupción. Esto se evidencia en las distintas reformas que ha 
tenido el Código Penal en el capítulo de delitos contra la administración pública y aquellos 




2011, que aumentó las penas a los delitos relacionados con la contratación estatal, cuando 
estos sean cometidos por servidor público perteneciente a un ente de control (artículo 33 de 
la Ley 1474 de 2011).  
 
Al igual que las medidas penales, y la parte disciplinaria, se dirigen a crear nuevas 
inhabilidades y prohibiciones a los servidores públicos en materia contractual, que son la 
respuesta a la dinámica que ha tenido la corrupción en la administración pública en los 
últimos años y no a una propuesta de solución definitiva de este problema.  
 
Por otra parte, los mecanismos de tipo contencioso administrativo, están dirigidos a 
decretar nulidades y reparar derechos transgredidos por el incumplimiento de las reglas de 
la contratación estatal. Son medidas, cuyo objetivo es ejercer el control de legalidad de la 
ejecución de los contratos estatales, por lo tanto no se podría hablar concretamente de una 
herramienta jurídica directa para contrarrestar la corrupción en la contratación estatal.  
 
Esto deja claro que la solución represiva siempre ha estado dirigida al aumento de las 
penas, inhabilidades, incompatibilidades  y la constitución de nuevos delitos sin que medie 
una verdadera política criminal contra la corrupción. Todo ello, sin tener en cuenta las 
causas que genera la corrupción. En conclusión, estas medidas represivas no pueden 
quedarse en aumentar las sanciones indiscriminadamente, sin buscar una solución definitiva 










4. LA VIABILIDAD DE LAS ACCIONES CONSTITUCIONALES DE TUTELA 
Y POPULARES, EN CONTRA DE LOS CONTRATOS ESTATALES 
POR HECHOS RELACIONADOS CON LA CORRUPCIÓN 
 
En la Constitución Política de 1991 se consagraron unos mecanismos procesales para la 
protección de los derechos constitucionales contenidos en la misma (llamadas acciones 
constitucionales o garantías). Son mecanismos o acciones que protegen los derechos 
individuales y colectivos de las personas, los cuales están establecidos en la Carta Política 
en el Título II “De los Derechos, las Garantías y los Deberes”187. Dentro de estas acciones 
constitucionales se cuentan: la acción de cumplimiento, la  acción de grupo188, la acción de 
tutela, y las acciones populares. 
 
La Constitución de 1991 trajo consigo el reconocimiento de unos derechos fundamentales y 
colectivos que en la anterior Carta de 1886 no se veían como un pilar fundamental para la 
estructura de un Estado soberano y democrático. No solo se reconocieron estos derechos, 
sino que se establecieron una serie de mecanismos jurídicos para su protección. Sobre estos 
mecanismos de protección, el Profesor Carlos Ariel Sánchez Torres, comenta lo siguiente:  
                                               
187 Estos derechos han recibido varias clasificación dentro de la Constitución de acuerdo a su contenido temático o bien tutelado o 
garantizado y la época histórica en que surgieron, el profesor Rey Cantor nos habla de tres categorías o Generaciones de Los Derechos 
Humanos, que las podemos encontrar detalladamente en los Capítulos I,II III del Título II de la Constitución Política de 1991, estas 
categoría son: derechos humanos de primera generación, o derechos civiles o políticos; derechos humanos de segunda generación o 
derechos económicos, sociales  y culturales, y derechos humanos de tercera generación, o los derechos de la solidaridad o de la 
fraternidad. Los derechos civiles son los siguientes los derechos a la vida, la libertad, la seguridad y la integridad física y moral de la 
persona humana, la propiedad privada, la intimidad personal y familiar, en esta categoría de derechos humanos, el Estado asume un papel 
de “no hacer”, de abstenerse; son derechos oponibles al Estado y, además, son de aplicación inmediata.  Los derechos humanos de tercera 
generación tienen diversas denominaciones, se conocen como derechos colectivos de la humanidad o derechos de las nuevas 
generaciones, o derechos de solidaridad, o derechos  de vocación comunitaria. REY CANTOR, Ernesto y RODRÍGUEZ RUIZ, María 
Carolina. Las Generaciones De Los Derechos Humanos, Libertad-Igualdad-Fraternidad.  
188 Las acciones cumplimiento están reguladas por el art.  87 de la Const. Pol., y son aquellas acciones : “…que tiene toda persona para 
acudir a la autoridad judicial con el fin de que ésta dé efectividad al cumplimiento de una ley o de un acto administrativo, ordenando al 
servidor público renuente cumplir el deber hasta entonces omitido. La renuencia es la oposición que alguien muestra a hacer una cosa.” 
MADRID-MALO GARIZÁBAL. op. cit. 12 p. Por el otro lado tenemos las acciones de grupo que son definida por el art. 3º de la Ley  
472 de 1998 como: “Son aquellas acciones interpuestas por un número plural o un conjunto de personas que reúnen condiciones 





“La consagración constitucional de mecanismos especiales para la 
protección de los derechos humanos es novedosa en el derecho colombiano, 
por cuanto la Constitución anterior no preveía nada al respecto, con 
excepción del hábeas corpus, las acciones públicas y el derecho de petición.  
Desde la perspectiva de los derechos fundamentales la previsión de los 
mecanismos de protección en el texto constitucional tiene por objetivo la 
concretización de los derechos humanos, como quiera que cumpla la función 
de verificación su cumplimiento y real implementación. Cada uno de estos 
mecanismos tiene su propio objetivo y procedimiento. La acción de tutela 
por ejemplo, está dirigida de  manera específica a la  protección de los 
derechos fundamentales.”189 
 
En esta última parte se estudiarán las acciones constituciones de tutela y popular, las cuales 
se pueden consideran para la tesis planteada en este trabajo, como mecanismos jurídicos 
contra la corrupción en la contratación estatal, sin demeritar las demás acciones 
constitucionales, como la acción de grupo y de cumplimiento, que debido al limitado 
desarrollo jurisprudencial e interpretación doctrinal en relación a su ejercicio contra el 
contrato estatal, merecen otro tipo de análisis y por lo tanto no van a ser tenidas en cuenta 
en este trabajo investigativo.  
 
Sobre las acciones de tutela y popular se realizará un estudio de las mismas, sin ver la 
necesidad de desarrollar a profundidad un completo estudio de toda la jurisprudencia tanto 
del Consejo de Estado como de la Corte Constitucional, debido a que se han hecho varios 
trabajos sobre la línea jurisprudencial de estas acciones en materia de actos administrativos 
y contratos estatales190 y el objetivo en esta parte del trabajo es, de una forma breve, 
                                               
189 SÁNCHEZ TORRES, Carlos Ariel. Acto administrativo Teoría General, Tercera Ed. 
190 Uno de los trabajos más reconocidos sobre acciones populares y la posibilidad de la nulidad de actos administrativos es el del Prof. 
Luis Felipe Botero Aristizábal titulado: “Acción popular y nulidad de actos administrativos Protección de derechos colectivos” en este el 
autor busca demostrar que el juez contencioso administrativo tiene la competencia de anular actos administrativos a través de acciones 
populares cuando aquellos vulneren derechos e intereses  colectivos. En el escenario de la Maestría en Derecho Administrativo de la 
Universidad del Rosario la estudiante Diana Marient Daza Quintero presento el trabajo de investigación titulado “Alcance de las 
Acciones Populares que Protegen la Moral Administrativa: Estudio de Viabilidad en el Caso de la Contratación Estatal en Colombia.” 
TMDA 0006 2009, bajo la dirección de la Dra. Beatriz Londoño Toro en este se desarrolla el tema de la viabilidad de las acciones 
populares contra contratos estatales cuando éstos vulneren derechos e intereses colectivos en especial el derecho colectivo a la moralidad 
administrativa. En el 2010 la editorial LEYER publico el trabajo de los autores Jorge Luis Padilla Sundhein y Jean Paul Vásquez Gómez 
titulado: “La Nulidad de los Contratos Estatales en las Acciones Populares” en este escrito se hace un completo estudio de la evolución 
de la jurisprudencia del Consejo de Estado respecto al tema de la nulidad de los contratos estatales por medio de las acciones populares. 
Por último se encuentra el trabajo de investigación de la Dra.  Ángela María Murcia Ramos titulado: “ Los derechos colectivos y la 




mostrar el desarrollo jurisprudencial, estudiando los fallos más relevantes para la 
construcción de la doctrina jurisprudencial en torno al tema, y extraer los argumentos 
jurídicos que llevaría  afirmar, que estas acciones constitucionales son procedentes contra 
los contratos estatales, ejerciendo con ellas un control de legalidad y a su vez para combatir 
la corrupción en esta actividad administrativa, teniendo presente el nuevo marco legal, cual 
es la Ley 1437 de 2011, en materia de lo contencioso administrativo. 
 
4.1 LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS 
PROFERIDOS DENTRO DEL PROCESO DE CONTRATACIÓN ESTATAL 
 
4.1.1  La Acción de Tutela, Concepto y Generalidades 
 
 La acción de tutela conforme a lo prescrito en el artículo 86 de la Constitución Política de 
1991, es un derecho o potestad de la persona: “para reclamar ante los jueces, en todo 
momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por 
quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales 
fundamentales, […]”.  
 
El alto tribunal constitucional, se ha pronunciado en varias ocasiones sobre esta acción, y la 
ha definido como un mecanismo de protección inmediato de los derechos fundamentales,  
frente a lo cual en jurisprudencia del año 1992 adujo: 
 
Es la tutela un mecanismo concebido para la protección inmediata de los 
derechos fundamentales constitucionales cuando, en el caso concreto de una 
persona, la acción u omisión de cualquier autoridad pública o de 
particulares, en esta última hipótesis en los casos que determine la ley, tales 
derechos resulten vulnerados o amenazados sin que exista otro medio de 
defensa judicial o, aun existiendo, si la tutela es usada como medio 
transitorio de inmediata aplicación para evitar un perjuicio irremediable. Se 
trata, entonces, de un instrumento jurídico confiado por la Constitución a los 
jueces, cuya justificación y propósito consisten en brindar a la persona la 
                                                                                                                                               
la Universidad Externado de Colombia, en este escrito la autora desarrolla un estudio de la jurisprudencia del Consejo de Estado sobre la 
posibilidad de interponer acciones populares contra contratos estatales y ejercer el debido control judicial llegando hasta la anulación de 




posibilidad de acudir sin mayores requerimientos de índole formal y en la 
certeza de que obtendrá oportuna resolución, a la protección directa e 
inmediata del Estado, a objeto de que, en su caso, consideradas sus 
circunstancias específicas y a falta de otros medios, se haga justicia frente a 
situaciones de hecho que representen quebranto o amenaza de sus derechos 
fundamentales, logrando así que se cumpla uno de los fines esenciales del 
Estado, consistente en garantizar la efectividad de los principios, derechos y 
deberes consagrados en la Constitución (art. 2o. Const. Pol.).191 
 
La doctrina constitucional ha dicho que es un medio jurídico, que “consiste en la 
posibilidad de acudir ante los jueces sin mayores requerimientos de índole formal con el 
objeto de obtener, mediante un procedimiento sumario, la protección directa e inmediata 
del Estado frente a situaciones de hecho que representen amenaza o vulneración de los 
derechos fundamentales”192. En principio su objetivo es la protección de derechos 
fundamentales193, es decir, sólo procede contra acciones u omisiones que vulneren o 
amenacen estos derechos, según el Art. 5º del decreto 2591 de 1991.  
 
Las principales características de la acción de tutela son:  
 
“(i) es un medio de defensa específico, de aplicación condicionada a la 
transgresión concreta de un derecho fundamental; (ii) es un instrumento de 
defensa directo, debido que la protección del derecho es inmediata, sin ser 
necesario su desarrollo por ley; (iii) es un mecanismo jurídico preferente y 
sumario, puesto que se puede ejercer en todo momento y lugar, su trámite no 
cuenta con formalidades procesales especiales y con solicitud de prelación a 
cualquier otros asuntos; es una medida subsidiaria y residual, de manera que 
solamente podrá utilizarse en cuanto el interesado no cuente con otra vía 
procesal para defender un derecho fundamental y por último esta acción se 
                                               
191 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-001 de 3 de abril de 1992, M.P. José Gregorio Hernández Galindo.   
192 PÉREZ ESCOBAR, Jacobo. op. cit. 276 p. 
193 El Ex-magistrado Manuel José Cepeda Espinosa, sobre estos derechos, comenta lo siguiente: “Hay dos posiciones claras sobre cuáles 
son los derechos constitucionales fundamentales: la restrictiva y la expansiva. El Consejo de Estado argumentó, en un principio, por 
ejemplo, que los derechos fundamentales únicamente eran los que están consagrados en el capítulo 1 del título II de la Carta, intitulado 
“De los derechos fundamentales”. Sin embargo, esta aproximación no fue acogida por la Corte Constitucional y ni por la misma 
Constitución. Existen artículos, como el 44 sobre los “derechos fundamentales de los niños”, que no están incluidos en el capítulo 
mencionado. Además el artículo 94 de la Carta dice: “la enumeración de los derechos y garantías contenidas en la Constitución y en los 
convenios internacionales vigentes, no debe entenderse como negación de otros que, siendo inherentes a la persona humana, no figuren 
expresamente en ellos”. Debido a la falta de rigidez Constitucional, es claro que la decisión acerca de si un derecho es tutelable o no  
recae sobre el juez. La Corte Constitucional ha mencionado dos criterios principales para tomar esa decisión: si el derecho es “esencial”  
a la persona humana o si la Constituyente lo reconoció expresamente como fundamental. La Tesis expansiva de la Corte Constitucional 
ha permeado toda la jurisprudencia y es la predominante.” ABERASTURY, Pedro et al. La Protección Constitucional del Ciudadano –




dirige por el interesado contra cualquier autoridad pública, cuando una 
actuación u omisión suya vulnere o ponga en peligro un derecho 
fundamental, o por la conducta de un particular en los eventos descritos en 
la ley-“194 
 
4.2 LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA ACTOS 
ADMINISTRATIVOS PROFERIDOS DENTRO DEL CONTRATO ESTATAL 
QUE VULNEREN DERECHOS  FUNDAMENTALES  
 
Al hacer referencia a la procedencia de la acción de tutela contra los actos administrativos 
proferidos en la actividad contractual del Estado, debe tenerse en cuenta, que por regla 
general, este mecanismo no procede de manera directa para la protección de derechos 
fundamentales en esta actividad, debido a que existe la posibilidad de contar con otros 
medios judiciales para tal propósito.  
 
Al respecto la Corte Constitucional se ha pronunciado señalando que existen otros 
mecanismos jurídicos para proteger derechos fundamentales trasgredidos por actos 
administrativos.  El alto tribunal manifestó: 
 
 “El ordenamiento jurídico ha establecido mecanismos de defensa judicial 
ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, a los cuales se puede 
acudir para demandar su legalidad. En efecto, los artículos 84 y 85 del 
Código Contencioso Administrativo consagran las acciones de nulidad 
simple y de nulidad y restablecimiento del derecho, respectivamente, para 
efectos de controvertir actos administrativos, siendo estos los mecanismos 
judiciales idóneos y específicos con que cuenta el accionante para enervar 
los efectos dañinos que, en su consideración, se produjeron.”195 
 
Sin embargo, para el desarrollo del tema del presente trabajo es importante resaltar  la  
importancia que ha tenido la Acción de Tutela en los procesos de contratación pública, 
donde se ha  marcado otra posición diferente a la anterior regla general,  que permitiría la 
procedencia de las acciones de tutela contra contratos estales de manera subsidiaria y con el 
                                               
194 MORALES ALZATE, John Jairo. La Acción De Tutela En Alemania Y En Colombia Una Comparación-DIE 
VERFASSUNGSBESCHWERDE IN DEUTSCHLAND UND IN KOLUMBIEN. Bogotá. Ediciones Jurídicas Gustavo Ibáñez, 2006. 




fin de evitar un perjuicio irremediable, al respecto el profesor Ciro N. Güechá M. considera 
que:  
 
“[…] la acción de tutela, se ha instaurado como mecanismo de protección de 
derechos fundamentales, pero como acción subsidiaria, en cuanto a que sólo 
puede ser utilizada cuando no se tenga otro medio de defensa judicial, si es 
que no se está utilizando de manera transitoria de protección, caso en el cual 
se puede hacer uso de la misma de forma directa y a la par de otras acciones; 
pero esto sólo se da de manera excepcional y únicamente para evitar 
perjuicios irremediables. […] es preciso afirmar, que la acción de tutela no 
es un medio directo de control de legalidad de los actos administrativos en 
general, así como los que se dicten dentro del procedimiento administrativo 
de contratación y del contrato del Estado, si es que no se le llega a 
considerar acto administrativo, por cuanto existen otras acciones para 
ejercer el mismo y especialmente en esta caso, las acciones de nulidad y 
nulidad y restablecimiento del derecho y la acción contractual.”196  
 
En otra decisión, la Corte Constitucional ha fijado su posición sobre la procedencia de la 
acción de tutela de manera excepcional contra los actos administrativos expedidos dentro 
del procedimiento contractual del Estado, y ha dicho que:  
 
“Por regla general, la acción de tutela es improcedente contra actos 
administrativos, por cuanto la competencia es de la jurisdicción contencioso 
administrativa. Una excepción a la anterior regla es que la acción de tutela 
procederá de manera transitoria o definitiva si se constata, en el primer caso, 
la existencia de un perjuicio irremediable; y en el segundo, ante la falta de 
idoneidad de los recursos judiciales existentes; estos presupuestos se aplican 
en el caso de la contratación estatal […] los anteriores presupuestos de 
procedibilidad de la acción de tutela se aplican, cuando quiera que se 
susciten controversias relacionadas con actos administrativos derivados de 
la celebración, ejecución o terminación de los contratos estatales, “pues los 
mismos forman parte de la órbita competencial ordinariamente establecida 
al juez del respectivo contrato, resultando ajena a la de los jueces de tutela, 
en razón a la naturaleza del conflicto, en tanto que el mismo es de orden 
legal”. De tal suerte que “La procedencia de la acción de tutela se daría, 
entonces, solamente en el preciso evento de que la controversia contractual 
comprendiera la vulneración o amenaza de un derecho fundamental y en los 
casos exceptuados antes establecidos.”197  
                                               
196 GÜECHÁ MEDINA, Ciro N. op. cit.  290 p 






Esta posición del alto Tribunal Constitucional ha marcado dos hechos claves para poder 
instaurar la acción de tutela contra actos administrativos: primero la falta de idoneidad de 
los recursos judiciales existentes y segundo cuando exista la posibilidad de un perjuicio 
irremediable198, entendido como la “ […] situación de riesgo asociado a la vulneración o 
amenaza de vulneración de un derecho fundamental que puede actualizarse y, a partir de 
ese momento, progresar hasta hacerse irreversible.”199 Para que procede la acción de tutela 
en estos casos necesariamente debe cumplirse con ciertos presupuestos para que prospere la 
acción tutela por este motivo y el segundo la falta de idoneidad de los recursos judiciales 
existentes, a lo cual la Corte Constitucional doctrinó:  
 
“5.2. En lo relativo a los requisitos para la acreditación de la inminencia 
de perjuicio irremediable, también existe una doctrina constitucional 
consolidada, la cual prevé que para que resulte comprobado este requisito 
debe acreditarse en el caso concreto que (i) se esté ante un perjuicio 
inminente o próximo o suceder, lo que exige un grado suficiente de certeza 
respecto de los hechos y la causa del daño; (ii) el perjuicio debe ser grave, 
esto es, que conlleve la afectación de un bien susceptible de determinación 
jurídica, altamente significativo para la persona; (iii) se requieran de 
medidas urgentes para superar el daño, las cuales deben ser adecuadas 
frente a la inminencia del perjuicio y, a su vez, deben considerar las 
circunstancias particulares del caso; y (iv) las medidas de protección 
deben ser impostergables, lo que significa que deben responder a 
condiciones de oportunidad y eficacia, que eviten la consumación del 
daño irreparable. 
 De la misma manera, el precedente constitucional en comento prevé que 
la evaluación de los requisitos anteriores en el caso concreto no 
corresponde a un simple escrutinio fáctico, sino que debe tener en cuenta 
las circunstancias particulares del interesado, que se muestren relevantes 
para la determinación de la existencia del perjuicio.  Especialmente, 
deberá analizarse si el afectado pertenece a alguna de las categorías 
                                               
198 Según el  Prof. Adolfo Armando Rivas estos perjuicios irremediables se pueden entender como: “… la acción no procederá cuando 
existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se planteare con carácter transitorio para evitar un perjuicio irremediable, 
entendiéndose por tal el que sólo puede ser reparado por una indemnización; […]” RIVAS, Adolfo Armando. EL AMPARO. Buenos 
Aires- Argentina: La Rocca, 2003. 831 p. Por su parte el Profesor Carlos Ariel Sánchez T. lo define como aquel que: “…indica que el 
hecho ha de ser inminente, esto es, que el hecho amenaza o está por suceder  prontamente. […] Se puede afirmar que, bajo cierto aspecto, 
lo inminente puede catalogarse dentro de la estructura  fáctica, aunque no necesariamente consumada. Lo inminente, pues, desarrolla la 
operación natural de las cosas, que tienden hacia un resultado cierto, a no ser que oportunamente se contenga el proceso iniciado.” 
SÁNCHEZ TORRES, Carlos Ariel. op. cit. 453 p.   
199 Corte Constitucional Sentencia C- 531 de 1993, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz. Cosultar también Sentencia SU – 544 de 2001 M.P. 




sujetas a la especial protección del Estado.  Para la Corte, la pertenencia 
a estos grupos poblacionales tiene una incidencia directa en la intensidad 
de la evaluación del perjuicio, habida cuenta que las condiciones de 
debilidad manifiesta obligan a un tratamiento preferencial en términos de 
acceso a los mecanismos judiciales de protección de derechos, a fin de 
garantizar la igualdad material a través de discriminaciones afirmativas a 
favor de los grupos mencionados. Desde esta perspectiva, “tratándose de 
sujetos de especial protección, el concepto de perjuicio irremediable debe 
ser interpretado en forma mucho más amplia y desde una doble 
perspectiva.  De un lado, es preciso tomar en consideración las 
características globales del grupo, es decir, los elementos que los 
convierten en titulares de esa garantía privilegiada. Pero además, es 
necesario atender las particularidades de la persona individualmente 
considerada, esto es, en el caso concreto”.200 
 
Ahora bien, en materia de contratación estatal este perjuicio irremediable afectaría en 
principio aquellas personas tuvieran un intereses directo sobre el contrato estatal que por lo 
general es uno contratista, el cual  pretende  que le sea  otorgado el contrato, pero  gracias a 
la presunta vulneración al debido proceso el derecho a la igualdad de trato, seria adjudicado 
a un contratista valiéndose de actuaciones irregulares genera la transgresión de estos 
derechos  fundamentales para que luego le sea adjudicado el contrato en mención, sin 
haberse tenido en cuenta  las condiciones de los demás proponentes dentro de un proceso 
contractual de la Administración Pública. También puede generarse un perjuicio 
irremediable a los administrados, afectado  de esta manera sus derechos colectivos como la 
moralidad administrativa y el patrimonio público, pero en este caso el mecanismo 
constitucional que se debe ejercer para la protección de estos derechos constitucionales, por 
su naturaleza colectiva sería en principio las acciones populares201.  
  
                                               
200 Corte Constitucional, Sentencia T-007 de 2010 M.P. Jorge Ignacio Pretelt  Chaljub, de igual forma la Sentencia T-600 del 1º de agosto 
de 2002, M.P. Dr. Manuel José Cepeda Espinosa, se había pronunciado al respecto y en ese momento precisó: “[…] es importante reiterar 
que en múltiples oportunidades esta Corporación ha indicado que el único perjuicio que habilita la procedencia transitoria de la acción de 
tutela es aquel que cumple las siguientes condiciones: (1) se produce de manera cierta y evidente sobre un derecho fundamental; (2) de 
ocurrir no existiría forma de reparar el daño producido; (3) su ocurrencia es inminente; (4) resulta urgente la medida de protección para 
que el sujeto supere la condición de amenaza en la que se encuentra; y, (5) la gravedad de los hechos, es de tal magnitud que hace 
evidente la impostergabilidad de la tutela como mecanismo necesario para la protección inmediata de los derechos constitucionales 
fundamentales.” 




En consecuencia, al respecto la Corte ha manifestado, que cuando la acción de tutela se 
interpone como mecanismo transitorio, el juez debe evaluar la eficacia e idoneidad de otro 
medio de defensa judicial, para determinar, si en el caso que está resolviendo es procedente 
conceder el amparo transitorio, mientras la jurisdicción común decide. Sobre la acción de 
tutela contra actos administrativos, la regla general es que sólo son susceptibles de ser 
controvertidos por las acciones contenidas en el Código de Procedimiento Administrativo y 
de lo Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011 CPACA). Si se desea que prosperen, 
el juez valora la naturaleza del perjuicio, la eficacia e idoneidad del otro mecanismo 
judicial. Considerando la situación particular del accionante, debe considerar la inminencia 
y gravedad del riesgo al que se encuentra sometido y la eventualidad de que las acciones 
ordinarias resulten útiles para poner fin a la amenaza según lo ha establecido la Corte 
Constitucional en la jurisprudencia T-771 del 13 de agosto de 2004, M.P. Dr. Rodrigo 
Uprimny Yepes.   
 
Teniendo presente lo anterior, se puede afirmar que es procedente la acción de tutela en 
estos casos, de manera transitoria con el fin de evitar un perjuicio irremediable a una de las 
partes contratantes o cualquiera que demuestre un interés directo sobre el contrato. Esta 
vulneración de estos derechos fundamentales para el tema de este trabajo sería  producto de 
hechos irregulares como la corrupción,  donde se estaría vulnerado el debido proceso y la 
igualdad  que debe existir en esta actividad administrativa. Para estas situaciones, la  acción 
de tutela en principio debe ser dirigida contra los actos administrativos que se expiden 
dentro de un contrato estatal ya sea en la etapa precontractual, contractual o en la 
liquidación del mencionado contrato público.  
 
Ahora bien, el interrogante que surge es: ¿cuáles son los derechos fundamentales violados 
dentro del proceso de contractual del estado y  que por este mecanismo constitucional se 
solicita su protección?  
A continuación se dará respuesta al anterior interrogante y se expondrá las razones por las 
cuales la acción de tutela es un mecanismo jurídico para combatir la corrupción en la 





4.2.1. Los derechos fundamentales vulnerados o amenazados dentro del proceso 
contractual del estado ocasionado por actos de corrupción  
 
Tal como se ha venido afirmado, únicamente existe la posibilidad de instaurar la acción de 
tutela como medida transitoria contra actos administrativos y contratos estatales cuando se 
trate de evitar un perjuicio irremediable y proteger derechos fundamentales que sean 
vulnerados por decisiones administrativas dentro de los procesos de contratación estatal, 
decisiones que podrían favorecer solamente a los intereses de un contratista en particular, 
en perjuicio de los derechos de los demás aspirantes dentro de un procesos de selección 
contractual del Estado, en estos casos, tal como se ha venido afirmado a lo largo de este 
trabajo, se estaría configurado un acto de corrupción dentro de esta actividad de la 
administración pública. Entre los derechos Fundamentales que se estarían vulnerando en un 
proceso de contratación estatal sería el debido proceso, la igualdad de trato, de no 
discriminación, de reconocimiento mutuo, de proporcionalidad y, en consecuencia, 
prevenir, o al menos soslayar, los problemas relacionados con la corrupción en el campo de 
la contratación pública202. 
 
Para comprender la tesis de la procedencia de la acción de tutela contra contratos estatales, 
es necesario plantear una situación donde se vulneraron estos derechos fundamentales 
dentro del ejercicio de un proceso de contratación estatal.  
 
A continuación  se hace mención a un caso relevante que ilustra la tesis de la procedencia 
de las accione de tutela como mecanismo judicial para proteger el derecho al debido 
proceso y el derecho a la igualdad, violado en un proceso contractual de la administración 
pública, el caso es el siguiente:  
  
                                               
202 LOZANO GARCÍA, María Belén. La corrupción y el papel del sector empresarial en la contratación pública. En: SINTURA 
VARELA, Francisco J. y RODRÍGUEZ, Nicolás (Editores Académicos). EL ESTADO DE DERECHO COLOMBIANO FRENTE A LA 




Se trata de la Sentencia SU -219 del 13 de marzo de 2003 Magistrada Ponente Clara Inés 
Vargas Hernández, en esta sentencia se revisaron los fallos de instancias  que decidieron las 
acciones de tutela acumuladas e instauradas por ACS ACTIVIDADES DE 
CONSTRUCCIÓN Y SERVICIOS S.A, ANÓNIMA CAMINOS Y REGADÍOS SACYR 
S.A, BANCO SANTANDER CENTRAL HISPANO S.A, GERCON S.A, CASTRO 
TCHERASSI S.A, EQUIPO UNIVERSAL S.A, CANO JIMENEZ ESTUDIOS Y 
CONSTRUCCIONES S.A, WACKENHUT DE COLOMBIA S.A Y CONCESIONARIA 
WACKENHUT DE COLOMBIA S.A. contra el INSTITUTO NACIONAL DE VÍAS -
INVIAS-, por la supuesta violación de los derechos fundamentales al debido proceso, 
trabajo, igualdad y buen nombre, a raíz de los siguientes hechos: 
 
 El Instituto Nacional de Vías -INVIAS- convocó a una licitación pública  
para la selección del concesionario que se encargaría de realizar los 
estudios y diseños definitivos, las obras de rehabilitación y construcción, 
la operación, el mantenimiento y la prestación de servicios del proyecto 
denominado El Vino – Tobia Grande – Villeta – Honda – La Dorada – 
Puerto Salgar – San Alberto en los departamentos de Cundinamarca, 
Tolima, Caldas, Santander y Cesar. 
 La FUTURA SOCIEDAD ANÓNIMA CONCESIONARIA DEL 
MAGDALENA MEDIO, como se denominaba en esa etapa de la 
licitación, presentó su propuesta y resultó seleccionada para los efectos 
de suscribir y ejecutar el contrato respectivo. En consecuencia, -INVIAS- 
expidió la Resolución No. 07264 (Expediente T-458915 cuad. 2 folio 64) 
del 24 de noviembre de 1997 por medio de la cual adjudicó el contrato de 
concesión No. 0388 y el 15 de diciembre de 1997 la sociedad 
concesionaria de la cual hacen parte los accionantes se constituyó 
formalmente. 
 Durante la ejecución del contrato, la concesionaria COMMSA S.A., 
mediante el oficio presentó ante el INVIAS “solicitud de modificación del 
trazado para el denominado tramo 3” de la construcción, invocando para 
el efecto justificaciones técnicas y económicas. Por su parte, INVIAS negó 
la solicitud . 
 Posteriormente, aduciendo el incumplimiento de algunas obligaciones 
contractuales, -INVIAS por medio de un comunicado requirió a la 
sociedad en mención para el cumplimento de las mismas, para ello otorgó 
un plazo de 30 días. Ante lo cual la sociedad solicito la ampliación de este 
plazo para aclarar el supuesto incumplimiento, plazo que le fue otorgado. 
 Luego de otras solicitudes de aplicación de plazos, y posterior explicación  




contratante finalmente decreto la caducidad y terminación del contrato  
de concesión, además se dispuso que la Sociedad Concesionaria del 
Magdalena Medio -COMMSA S.A.- quedaba inhabilitada para contratar 
con el Estado por un término de cinco (5) años.  
 Contra esta decisión, interpusieron, en escritos separados, recurso de 
reposición las sociedades accionantes dentro de los trámites de tutela 
sujetos a revisión. 
 Para los accionantes, si la pretensión de la entidad contratista era la de 
inhabilitar a todos los socios de la concesionaria, como resultado de la 
actuación administrativa por medio de la cual se declaró la caducidad del 
contrato, la primera de las resoluciones proferida para el efecto ha debido 
manifestarlo expresamente, para así permitir a los afectados ejercer su 
derecho de defensa, omisión que motiva la solicitud del amparo.  
 
En el ejercicio  de la acción de tutela las sociedades accionantes alegaron la violación de los 
siguientes derechos fundamentales:  
 
Sobre la vulneración del derecho fundamental al debido proceso, las 
sociedades accionantes alegan que la inhabilidad que soportan para 
contratar con el Estado no fue declarada de manera expresa en la 
resolución que declaró la caducidad del contrato y, en consecuencia, no 
pudieron controvertirla al momento de interponer los recursos de 
reposición en la vía gubernativa. 
 
Respecto del derecho al trabajo, aseguran que se vulnera en la medida en 
que la inhabilidad irregularmente impuesta, a su juicio, les impide 
desarrollar su objeto social, con todo lo que ello comporta, durante cinco 
(5) años. Así mismo, sobre al derecho a la igualdad argumentan que en la 
actuación administrativa no se otorgaron las mismas garantías a todos los 
involucrados. 
 
Y, por último, en cuanto al derecho al buen nombre, insisten en que toda 
la situación litigiosa ha afectado la imagen de empresas responsables de 
las sociedades accionantes. 
 
La Corte Constitucional al fallar el caso sub examine, dentro de sus considerandos 
estableció su posición jurisprudencial referente a la procedencia de la acción de tutela como 
mecanismo transitorio contra los contratos estatales donde hayan transgredidos derechos 





 “De manera que, en torno de la posibilidad de controvertir el contenido de 
los actos administrativos que se produzcan con motivo de la ejecución de un 
contrato estatal, es necesario reconocer que su control y juzgamiento, por 
principio, debe llevarse a cabo en la vía gubernativa a través del recurso de 
reposición –a excepción del acto de adjudicación- y, agotada ésta, ante la 
jurisdicción contencioso administrativa mediante la acción contractual, o 
bien la de nulidad y restablecimiento del derecho, según la naturaleza del 
acto cuestionado, según lo dispuesto por el artículo 77 de la Ley 80 de 1993 
y las previsiones del artículo 87 del Código Contencioso Administrativo, en 
cuanto a la posibilidad de efectuar la impugnación de los actos previos a la 
ejecución del contrato de manera separada o como fundamento de la nulidad 
absoluta una vez iniciada la ejecución del mismo, asunto sobre el que la 
jurisprudencia de esta Corporación definió el alcance del mencionado texto 
normativo.” 
 
Por otra parte, sobre los derechos fundamentales vulnerados se identificaron 
principalmente el derecho al debido proceso en las actividades de la administración 
pública, este Tribunal manifestó: 
 
El debido proceso administrativo no está llamado a cumplirse de manera 
escindida, parcializada o discriminada; al contrario, es una garantía que 
atraviesa toda la actuación de la administración, y es bajo la égida de un 
proceso debido, como deben proferirse los actos administrativos. Lo 
contrario sería aceptar que para ciertas actuaciones administrativas caben 
las formas debidas, y para otras, bien se permiten las actuaciones difusas y 
la indefinición jurídica. 
 
Así lo ha entendido la jurisprudencia de esta Corporación cuando ha 
señalado que el debido proceso administrativo, “se mueve dentro del 
contexto de garantizar la correcta producción de los actos administrativos, 
y por ello extiende su cobertura a todo el ejercicio que debe desarrollar la 
administración pública, en la realización de sus objetivos y fines estatales, 
es decir, cobija a todas sus manifestaciones en cuanto a la formación y 
ejecución de los actos, a las peticiones que realicen los particulares, a los 
procesos que por motivo y con ocasión de sus funciones cada entidad 
administrativa debe desarrollar y desde luego, garantiza la defensa 
ciudadana al señalarle los medios de impugnación previstos respecto de las 
providencias administrativas, cuando crea el particular, que a través de 





Recogiendo los establecido por la Corte sobre  el tema de estudio, se puede concluir que la 
tesis  de la procedencia de la acción de tutela contra actos administrativos expedidos dentro 
del proceso de contratación pública en Colombia es viable, siempre cuando ésta acción  se 
ejerza como  medida  transitoria que busque evitar un perjuicio irremediable, en el caso del 
objetivo del presente trabajo, este perjuicio irremediable podría ser ocasionado por 
actuaciones irregulares, como es el caso de los actos de corrupción presentarían durante el 
proceso de contratación  estatal, los cuales favorecen al contratista que propicio o ayudo a 
que se dieran estas actuaciones irregulares que van en detrimento de los derechos e 
intereses de los demás oferentes y la misma entidad contratante  
 
 
4.3 LA ACCIÓN POPULAR COMO MECANISMO JURÍDICO PARA 
PREVENIR Y COMBATIR LA CORRUPCIÓN EN LA CONTRATACIÓN 
ESTATAL 
 
4.3.1 Las Acciones Populares Concepto y Generalidades 
 
El origen de las acciones populares se remonta al derecho romano y al derecho inglés 
antiguo. En el derecho romano tuvieron una gran evolución alcanzando a defender intereses 
y bienes jurídicos como los sagrados, de culto religioso, vías y caminos públicos, las aguas 
marítimas y continentales, la moralidad pública y los derechos de los incapaces. Por medio 
de estas acciones los ciudadanos romanos podían defender ante los pretores la integridad de 
la ciudadanía y de los bienes públicos frente a peligros ocasionados al mar, los ríos, los 
lagos, los estanques, las cloacas públicas, los edificios y monumentos públicos, entre 
otros203.  
 
Haciendo una comparación entre las acciones  populares públicas y privadas en Roma, el 
Prof. Germán Sarmiento Palacio, precisa:  
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“La acción popular  y la privada en Roma tuvieron rasgos comunes y 
diferencias […] Los rasgos comunes de la acción popular y la privada que se 
pueden mencionarse, son los siguientes: ambas estuvieron sometidas al 
procedimiento civil. La fase de cumplimiento de la sentencia se refería en 
ambos casos a los recuperadores. Ambas acciones causaban una pena 
pecuniaria (…) las diferencias entre una y otra fueron: a) La acción popular 
podía ser propuesta por el primer ciudadano que la solicitara. La acción 
privada sólo podía ser formulada por quien tuviera interés legítimo, b) La 
acción popular protegía el interés público de la comunidad y al mismo 
tiempo el interés privado del actor. La acción privada sólo se instituía a 
favor  del interés particular del actor. c) En las acciones privadas la 
sentencia sólo producía efectos entre las partes; en las acciones populares la 
sentencia tenía efectos erga omnes.”204 
 
Ya en el ordenamiento jurídico colombiano estas acciones fueron incluidas en el Código 
Civil colombiano por don Andrés Bello, quien las adoptó del Código Napoleónico y este a 
su vez del Ius Romano. Aunque poca aplicación tuvieron los artículos 1005 de tal 
ordenamiento, a favor de los bienes de uso público, y  2359 Ibídem, que consagró la acción 
popular contra el daño contingente o eventual. Con el artículo 36 del Decreto 3466 de 1982 
“sobre control de calidad, precio y medida”, se implementó la acción del consumidor, 
inspirada en el modelo de la class action del sistema estadounidense, con la posibilidad que 
los consumidores ejercieran las acciones indemnizatorias pertinentes205.  
 
La Constitución Política de 1991 en su artículo 88 elevó a rango constitucional las acciones 
populares y de grupo, señalando la necesidad de que el legislador regulara las acciones 
populares con la finalidad de proteger los derechos e intereses colectivos y las acciones de 
grupo, como mecanismos de reparación de perjuicios sufridos por un grupo de personas; 
este mandato se cumplió con la expedición de la Ley 472 de 1998206, la cual las define en 
su artículo  2º como: “Son los medios procesales para la protección de los derechos e 
intereses colectivos [….]  se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar el 
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peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses colectivos, o 
restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible.”207 
 
La perspectiva de Carlos Lleras de la Fuente, constituyente de 1991, quien en su obra sobre 
la génesis de la constitución de 1991, expresó:  
 
“La norma constitucional defiere al legislador la regulación de  estas 
acciones, limitándolas a la protección de los derechos e intereses  colectivos 
que se relacionan con el patrimonio, el espacio, la seguridad y la salubridad 
públicas, la moralidad pública, el ambiente  y la libre competencia 
económica. […] se consagra la posibilidad  para el legislador del 
establecimiento de acciones populares de contenido económico, o sea, 
mediante las cuales una persona puede pedir el resarcimiento de perjuicios 
para la totalidad de los individuos pertenecientes al grupo afectado, v. gr. la 
devolución de una sobretasa cobrada a los usuarios de un servicio 
público.[…] El artículo aprobado en primer debate hacia una enunciación 
del vínculo que debían tener los derechos e intereses colectivos, para su 
protección por las acciones populares reguladas por la ley. La Comisión 
Codificadora propuso cambiar esto por una remisión  a los artículos 
correspondientes; así como, agregar la palabra “populares” a las acciones 
originadas en los daños ocasionados a un número plural de personas. El 
texto final acogido en segundo debate fue el aprobado en primer debate con 
algunas modificaciones de estilo.”208 
 
En consecuencia, éstas son acciones reguladas en la ley para reclamar la protección de los 
derechos e intereses colectivos relacionados con el patrimonio público, el espacio público, 
la seguridad y la salubridad pública, la moral administrativa, el ambiente, la libre 
competencia económica y otros de similar naturaleza que especifique el legislador209. Para 
Miguel González R.: 
 
“Estas acciones son medios para la protección de los derechos e intereses 
colectivos, pueden ser ejercidas por toda persona natural o jurídica, las 
organizaciones no gubernamentales, las organizaciones populares, cívicas o 
de índole similar, las entidades públicas que cumplan funciones de control, 
intervención o vigilancia, siempre que la amenaza o vulneración a los 
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derechos e intereses colectivos no se haya originado en su acción u omisión, 
el Procurador General de la Nación, el Defensor del Pueblo y los personeros 
distritales  y municipales, en lo relacionado con su competencia, los alcaldes 
y demás servidores públicos que por razón de sus funciones deban promover 
la protección y defensa de estos derechos e intereses”210  
 
Por su parte, el Prof. Diego Younes Moreno la concibe como: “Los medios procesales que 
posee toda persona para la protección de los derechos e intereses colectivos, perteneciente 
a una pluralidad de sujetos respecto del goce de bienes indivisibles y no susceptibles de 
apropiación individual”211. 
 
Finalmente, para la investigadora Beatriz Londoño Toro la mejor definición sobre las 
acciones populares es la que brinda Germán Sarmiento, quien dice:  
 
“las acciones populares son los remedios procesales colectivos frente a los 
agravios y perjuicios públicos. Mediante éstas cualquier persona 
perteneciente a un grupo de la comunidad está legitimada procesalmente 
para  defender al grupo afectado por unos hechos o conductas comunes, con 
la cual, simultáneamente, protege su propio interés, obteniendo en ciertos 
casos el beneficio adicional de la recompensa que,  en determinados 
eventos, otorga la ley. “las acciones populares es la que nos brinda Germán 
Sarmiento quien afirma que: “las acciones populares son los remedios 
procesales colectivos frente a los agravios y perjuicios públicos. Mediante 
éstas cualquier persona perteneciente a un grupo de la comunidad está 
legitimada procesalmente para  defender al grupo afectado por unos hechos 
o conductas comunes, con la cual, simultáneamente, protege su propio 
interés, obteniendo en ciertos casos el beneficio adicional de la recompensa 
que, en determinados eventos, otorga la ley.”212 
 
Por lo demás, es importante resaltar que la finalidad de estas acciones según el Consejo de 
Estado es: 
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“…la protección de los derechos e intereses colectivos, cuando éstos 
resulten amenazados o vulnerados por la acción u omisión de las autoridades 
públicas o de los particulares cuando ellos actúen en desarrollo de funciones 
administrativas. Cabe señalar que tales derechos e intereses colectivos, 
según lo dispuesto en el parágrafo del Art. 4 de la citada ley, no son 
únicamente los relacionados con el patrimonio, el espacio, la seguridad y 
salubridad públicas, la moralidad administrativa, el ambiente y la libre 
competencia económica, ni tampoco los enunciados en el artículo 4° de la 
Ley 472 de 1998, sino también los definidos como tales en la Constitución, 
las leyes ordinarias y los tratados internacionales celebrados por Colombia, 
según lo dispuesto en el inciso penúltimo de esa misma norma.”213.  
 
Por su parte, el profesor Manuel Fernando Quinche hablando de las características que 
poseen las accione populares, indica:  
 
“La Corte Constitucional señaló que tales derechos << persiguen garantías 
para la humanidad considerada globalmente. No se trata en ellos del 
individuo como tal ni en cuanto ser social, sino de la promoción de la 
dignidad de la especie humana en su conjunto, por lo cual reciben 
igualmente el nombre de derechos ´Solidarios´>>. Una característica más 
precisa de esta clase de derechos es ofrecida por Bermúdez, quien afirma 
que estos derechos del artículo 88 de la Carta, son difusos, transindividuales 
e indivisibles, en la medida en que: a) Pertenecen a la comunidad en general 
y no a personas individualizadas o individualizables. b) Son 
transindividuales, pues trascienden al individuo, sin que sean “una mera 
colección de derechos individuales”, como acontece con la pureza de un río 
o del aire. c) Son indivisibles, ya que no pueden ser satisfechos por partes o 
secciones.”214.  
 
Así mismo, la Corte Constitucional también se pronunció sobre esta acción, expresando:  
 
“Dentro de los mecanismos de protección de los derechos constitucionales, 
la Carta de 1991 elevó a canon constitucional: las denominadas acciones 
populares (art. 88, inciso primero, C.P.). Estos instrumentos buscan proteger 
esa categoría de derechos e intereses en cuanto se relacionan con el 
patrimonio, el espacio, la seguridad y la salubridad públicos, la moral 
                                               
213 CONSEJO DE ESTADO, Sentencia del 14 de abril de 2005, Rad. No. 19001-23-31-000-2002-01577-01(AP) C.P. Germán Rodríguez 
Villamizar.  




administrativa, el ambiente, la libre competencia  y otros de similar 
naturaleza que se definan por el legislador.”215 
 
Luego de esta exposición de conceptos y características de este recurso procesal de carácter 
público216, para el objetivo del presente trabajo de investigación surge el siguiente 
interrogante: ¿Son procedentes las acciones populares, cuando su finalidad es la de ejercer 
el control de legalidad a los actos administrativos y contratos estatales, cuando estos 
amenacen o vulneren derechos colectivos, tales como la moralidad administrativa y el 
patrimonio público, generando con ello la nulidad de aquellos?  
 
Para resolver esta pregunta, es necesario efectuar un estudio de los derechos e intereses 
colectivos en mención, que son vulnerados en los procesos contractuales estatales, a causa 
de varios factores y fenómenos como la corrupción administrativa.   
 
4.4 LOS DERECHOS E INTERESES COLECTIVOS VULNERADOS EN LA 
CONTRATACIÓN ESTATAL 
 
En términos generales “se entiende por derechos colectivos aquellos que se otorgan a favor 
de una comunidad, la cual puede ser nacional, regional o local, en la que cualquiera de 
sus miembros puede hacer valer ante las autoridades”217, en otras palabras, son aquellos 
definidos por la norma jurídica, cuya titularidad está en la sociedad y su defensa se hace 
directamente ante el juez por intermedio de la acción popular218.  Al respecto  Carlos 
Pachón L. precisa:  
 
“Nacieron como expresión de sectores de la población, identificados por 
necesidades y aspiraciones comunes. Se les conoce también como derechos 
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solidarios. Corresponden a una “tercera generación” por cuanto tuvieron 
reconocimiento en el derecho positivo después de los civiles y políticos y de 
los económicos y sociales… La Ley reconoce la existencia de otros 
derechos e intereses colectivos, definidos como tales en la Constitución, las 
leyes ordinarias y los tratados internacionales acogidos por Colombia.”219 
 
En lo concerniente a los intereses colectivos, estos constituyen aquella “necesidad” que 
tienen todos y cada uno de los miembros de una colectividad determinada, el cual se define 
a través de su participación activa ante la administración de justicia, en demanda de su 
protección220, es decir, “El interés colectivo se estructura como interés perteneciente a 
todos y cada uno de los componentes de la pluralidad determinada, que se hace efectivo 
atribuyendo derechos de participación y su titular no puede pedir sino las pretensiones 
contempladas en el ordenamiento jurídico”221. 
 
En este orden de ideas, Santofimio al referirse a los derechos e intereses colectivos,  anota: 
“Aquellos de los cuales somos todos titulares sin distinción alguna y cuyo disfrute pleno y 
normal nos corresponde en aras del bienestar, la salubridad, el medio ambiente, la 
convivencia, la calidad de vida, en fin, de los propósitos generales que nos involucran 
como miembros de la colectividad nacional. Son en consecuencia intereses de esta 
naturaleza aquellos que se relacionan con el provecho o beneficio a la colectividad, a la 
generalidad, al pueblo en sí mismo y no a un sujeto determinado”222.  
 
La Ley 472 de 1998 en su artículo 4º establece cuáles son los derechos e intereses 
colectivos protegidos por las acciones populares, pero de acuerdo al objetivo investigativo, 
solamente se hablará de la moralidad administrativa y la defensa del patrimonio público, 
debido a que jurisprudencialmente estos dos derechos e intereses colectivos han sido los 
más vulnerados en el ejercicio irregular de la contratación estatal, pues en ese tipo de 
actividades estatales es necesario el manejo de bienes públicos, por parte de quienes ejercen 
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función administrativa, y es con ocasión del desviado o ilegal desempeño de tal función, 
que se ha visto cuestionada la celebración y/o ejecución de los contratos estatales223. 
 
Sumado a esto, en un estudio sistemático de los precedentes jurisprudenciales del Consejo 
de Estado, se concluyó que los derechos e intereses colectivos usualmente protegidos por 
las acciones populares en los contratos estatales, son los arriba mencionados224, por lo 
tanto, en este apartado, se hablará sobre el derecho colectivo a la moralidad administrativa 
y la defensa del patrimonio público vulnerados o puestos en peligro por acciones de 
corrupción que se presentan en los procesos de contratación pública.  
 
4.4.1. Derecho Colectivo a la Moralidad Administrativa 
 
El derecho colectivo a la moralidad administrativa no comprende únicamente un aspecto 
subjetivo que se le exige a los servidores públicos limitado a su fuero interno225. Por otra 
parte, se tiende a confundir el derecho colectivo de la moralidad administrativa con otros 
aspectos o principios jurídicos, pero en esta ocasión haciendo referencia de un derecho 
colectivo, cuya protección debe reflejarse en todas las actividades de la administración 
pública. En sentencia  proferida  por  el  Consejo  de Estado en el año 2002, se ha precisado 
el alcance que tiene la moralidad administrativa y ha dicho que:  
 
“[…] <<en su acepción constitucional, no se circunscribe al fuero interno de 
los servidores públicos sino que abarca toda la gama del comportamiento 
que la sociedad en un momento dado espera de quienes manejan los 
recursos de la comunidad y que no puede ser otro que el de absoluta 
pulcritud y honestidad>>. Este principio también se relaciona con el 
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224 PADILLA SUNDHEIN, Jorge Luis. La Nulidad de los Contratos Estatales en las Acciones Populares.     
225 Al respecto la Corte Constitucional en Sentencia C- 046  de 1994 ha dicho: “[…] Al referirse al principio de la moralidad en la en la 
actividad administrativa, la Corte sostiene que la misma no corresponde al fuero interno de la de los servidores, sino a su relación con el 
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Constitucional, no puede ser otra cosa que la absoluta pulcritud y honestidad de los servidores públicos en el ejercicio de sus funciones; 
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agente […]”Citado en: SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime Orlando Acciones populares y medidas cautelares en defensa de los derechos e 




problema de la corrupción, cuya represión es uno de los objetivos de muchas 
disposiciones legales, pero no agota necesariamente su contenido.”226.  
 
Por su lado la doctrina ha sido reiterativa al manifestar que no existe claridad sobre la doble 
connotación de derecho y principio que tiene la moralidad administrativa, al respecto el  
profesor Jorge Enrique Santos Rodríguez comenta lo siguiente:  
 
“Con base en el artículo 88 y 209 C.P., la moralidad ha sido tratada como 
un derecho colectivo y un principio de la función administrativa. Sin 
embargo, no existe una definición muy clara de dicho principio, pues la 
jurisprudencia le ha atribuido diversos alcances, reconociendo que se trata 
de un concepto jurídico indeterminado especialmente complejo, cuya 
aplicación depende del caso concreto. En general, se ha dicho que la 
moralidad excede la simple legalidad e implica el deber de las autoridades 
de actuar con especial cuidado para que la decisión se someta a la ley y 
persiga el interés general, lo que implica una actuación pulcra, recta, 
honesta y de buena fe. Así, por ejemplo, se desconoce la moralidad cuando 
la conducta del servidor público persigue intereses personales o subjetivos, 
cuando se trata de actuaciones irregulares y de mala fe por parte de la 
Administración, y cuando existen interpretaciones normativas 
manifiestamente equivocadas.”227    
 
 
La moralidad administrativa como derecho colectivo suele confundirse  con el principio de 
la función pública del mismo nombre, pero existe diferencias marcadas entre estos dos 
conceptos. Eddy Alexandra Villamizar Schiller, ha precisado que:  
 
“[…]  el problema moral y el derecho, es un tema ampliamente discutido y 
debatido en la teoría jurídica que no podría nunca calificarse de innovador; 
sin embargo, trasladar la noción “moral” al ámbito público como derecho 
tutelable, indudablemente genera la disquisición de sí estamos ante la 
presencia del surgimiento de un nuevo derecho o, por el contrario, si éste 
existía de contera y simplemente se le ha otorgado un carácter adicional para 
fortalecerlo y dotarlo de una herramienta procesal con el fin de lograr su 
eficaz protección. Para tal efecto, procederemos a desagregar las 
características que emanan del texto constitucional, esto es, (i) como 
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principio de la función pública, la moralidad nos conduce a la obligada 
revisión de los contenidos jurídicos que han surgido ante la preocupación de 
la  ética pública, y, (ii) como derecho colectivo el término nos lleva al 
análisis de los derechos humanos.”228 
 
En este sentido, la moralidad administrativa como derecho colectivo229 no se puede 
entender como un concepto subjetivo de un principio o precepto a seguir por parte del 
servidor público, es un derecho que guarda relación con el interés general de toda una 
sociedad, catalogado como Derecho Humano de Tercera Generación que ha surgido en los 
últimos tiempos230, tal como lo advierte Jorge Iván Rincón C., al decir:  
 
“…nos encontramos ante la manifestación más reciente derechos 
fundamentales. Los derechos de tercera generación son consecuencia directa 
del crecimiento desmedido de las sociedades, la tecnología, la economía, el 
desarrollo, en una sola expresión, son producto del afán de progreso que 
caracteriza al hombre. Esto implica de alguna manera la presencia de 
posibles daños, no a personas individualmente consideradas, sino a 
colectividades enteras; se podría llegar a pensar incluso, que los perjuicios 
que se afrontan en el presente pueden afectar a la humanidad en su conjunto, 
no circunscribiendo el concepto de lo humano a un espacio geográfico o a 
un  número de determinado de sujetos.”231   
 
Por lo tanto, la moralidad administrativa, al ser elevada a la categoría constitucional de 
derecho colectivo, se reviste de la calidad de derecho humano y, en consecuencia, se 
acompaña de todas las garantías y prerrogativas que ésta clase de derechos detenta, entre 
ellas la de contar con su propio instrumento procesal de protección real que permite darle 
                                               
228 VILLAMIZAR SCHILLER. Eddy Alexandra. Artículo de  Maestría: “El derecho colectivo: “moralidad administrativa” en la 
contratación estatal Fortalecimiento de los principios del derecho administrativo.” Revista Estudios Socio- Jurídicos Vol. 8º No. 2, julio-
diciembre de 2006. Bogotá D.C.: Universidad del Rosario, 2006. 219 p. Disponible en: 
http://revistas.urosario.edu.co/index.php/sociojuridicos/article/view/328/275  Fecha de consulta: 30 de noviembre de  2010. 
229 El Consejo de Estado ha manifestado que la razón o finalidad de la Moralidad Administrativa es: “El Derecho Colectivo A La 
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principios que se dirigen a garantizar el cumplimiento del Estado a los fines para los cuales fue instituido; es así como dentro de los 
principios que enmarcan esa actividad están además del igualdad, eficacia, economía, celebridad, imparcialidad y publicidad, el de la 
moralidad (art. 209 C. N).” Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia del 15 de julio de 2004, Rad. No. 76001-23-31-000-2002-
1164-02(AP), C.P. Maria Elena Giraldo Gomez. 
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fundamentales. Los derechos de tercera generación son consecuencia directa del crecimiento desmedido de las sociedades, la tecnología, 
la economía, el desarrollo, en una sola expresión, son producto del afán de progreso que caracteriza al hombre. Esto implica de alguna 
manera la presencia de posibles daños, no a personas individualmente consideradas, sino a colectividades enteras; se podría llegar a 
pensar incluso, que los perjuicios que se afrontan en el presente pueden afectar a la humanidad en su conjunto, no circunscribiendo el 
concepto de lo humano a un espacio geográfico o a un  número de determinado de sujetos.” RINCÓN CÓRDOBA, Jorge Iván. Las 
generaciones de derechos fundamentales y la acción de la administración pública.  




eficacia práctica (en este caso sería la acción popular). Los principios del derecho 
administrativo no son ya una simple guía, sino verdaderos derechos tutelables, que le 
pertenecen a cualquier ciudadano, quien podrá invocar su protección cuando su pretenda 
garantizar el interés  colectivo232. 
 
4.4.2  Derecho a la Defensa del Patrimonio Público 
 
En términos generales, el patrimonio público se define como el “Conjunto de los bienes, 
derechos y obligaciones que como un todo unitario se atribuyen al Estado y a sus entidades 
descentralizadas.”233, y constituido por: “(…) el conjunto de bienes materiales e 
inmateriales, derechos y obligaciones radicadas en cabeza del Estado, destinados al 
cumplimiento de sus atribuciones de acuerdo con la legislación positiva, cuya defensa 
consiste en procurar que dichos bienes sean administrados de forma eficiente, oportuna y 
responsable de conformidad con las normas presupuestales a fin de evitar un detrimento 
patrimonial que se menoscabe las arcas públicas.”234. Sobre el patrimonio público, el 
Consejo de Estado señala que: 
 
“Este no solamente está constituido por los bienes inembargables, 
imprescriptibles e inalienables ni aquellos que integran el territorio 
colombiano (arts. 63 y 101 Constitución Política.), además comprende los 
bienes, derechos y obligaciones en cabeza del Estado, que sirven para el 
cumplimiento de sus atribuciones conforme a la norma”235.  
 
Con fundamento en lo anterior, es claro que los recursos que se destinan y ejecutan a través 
de contratos estatales son parte del patrimonio público, y una forma de procurar su 
protección o defensa de acciones como la corrupción  sería por medio del ejercicio de las 
acciones populares, tal como lo señaló el Alto Tribunal de lo Contencioso Administrativo, 
cuando precisó: “La Acción Popular procede para impugnar contratos, siempre que se 
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aduzca y demuestre lesión de derechos colectivos, como la moral administrativa y el 
patrimonio público, o cualquier otro definido como tal en la Constitución o la ley”236. 
 
A continuación,  se expondrá todo el desarrollo jurisprudencial que ha tenido las acciones 
populares en materia de protección de los derechos colectivos más vulnerados en los 
procesos de contratación estatal como son la moralidad administrativa y la defensa del 
patrimonio público,  por causas de actos irregulares como  los actos de corrupción.  
 
4.5. PROCEDENCIA DE LAS ACCIONES POPULARES CONTRA ACTOS 
ADMINISTRATIVOS Y CONTRATOS ESTATALES 
 
En palabras de Ricardo Hoyos sobre  el artículo 209 de la Constitución, “…la actividad 
contractual del Estado, en tanto modalidad de la función administrativa, debe regirse por 
los principios de igualdad, moralidad, eficacia, celeridad, economía, imparcialidad y 
publicidad. Lo cual significa que a través de los contratos también pueden vulnerarse, 
entre otros, los derechos colectivos a la moralidad y el patrimonio público”237. Por tal 
razón, partiendo de esta tesis se puede afirmar que es procedente la acción popular como 
mecanismo jurídico directo y autónomo,  para la protección y defensa de los derechos  
colectivos, vulnerados o amenazados por varias circunstancias o hechos, que dentro los se 
señalan los actos de corrupción. 
 
Sobre la viabilidad de las acciones populares contra los actos administrativos y los 
contratos estatales, es importante precisar que este  ha sido un tema muy controvertido en la 
jurisdicción y la doctrina en los últimos tiempos, en el caso de la  doctrina administrativa 
han surgido posiciones encontradas, voces en contra o con alguna reserva sobre el tema y 
otras a favor de la procedencia de este mecanismo procesal constitucional para la 
protección de derechos colectivos dentro de todo el  proceso de la contratación estatal.  
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Una de esas voces es la del tratadista Javier Tamayo Jaramillo, quien tiene ciertas reservas 
sobre estas acciones contra los contratos públicos, y enciende las alarmas respecto a la 
viabilidad de las acciones populares para obtener la nulidad de  los contratos estatales, pues 
considera desde la perspectiva de la responsabilidad contractual y extracontractual, que 
estas acciones son peligrosas para el Estado. Sobre el particular comenta lo siguiente: 
 
 “Buena parte de las acciones populares contra los contratos administrativos 
tienen como pretensión la nulidad de dichos contratos, bajo el argumento 
según el cual hubo un detrimento patrimonial derivado de un atentado contra 
la moral administrativa, en cuyo caso, de prosperar la  acción, la 
remuneración del actor  popular es suculenta. Ojo con este tipo de acciones, 
que por allí están esquilmando el paupérrimo presupuesto de  las entidades 
públicas y, de paso, causándoles  daños a contratistas de buena calaña. […] 
consideramos que la  nulidad es factible, si se prueba que hubo un acto de  
corrupción tanto del funcionario que participó en la contratación, como el 
particular que se benefició con el contrato. Atacar ese foco de corrupción 
entre los particulares y el Estado fue el objeto principal de ese tipo de 
acciones y su elevado incentivo. Pero ocurre que no siempre hay detrimento 
patrimonial ni hay atentado contra  la moral administrativa por parte de los 
particulares y, por lo tanto, no procede la nulidad  del contrato, pues  de ser 
declarada, el particular cuya conducta se ajustó a derecho podrá demandar al 
Estado con base en la teoría del daño especial, pues  él no tiene por qué 
sufrir los daños derivados de la nulidad de un contrato válido, por una 
inmoralidad que no le es imputable. […] Si descubierta la inmoralidad del 
comportamiento de los funcionarios se inicia una acción popular pidiendo la 
nulidad del contrato de obra y la suspensión de la ejecución del mismo, la 
nulidad  no será procedente, si no se prueba que también el contratista actuó 
corruptamente o por lo menos sabía de las intenciones de los funcionarios. 
En tales circunstancias, si objetivamente el contrato se celebró de 
conformidad con le ley, y no hay ninguna causal de nulidad diferente,  el 
contratista no tiene por qué soportar la carga patrimonial por una conducta 
que no le es imputable. Cuando ello sucede la acción popular sería 
procedente sólo contra los funcionarios que actuaron corruptamente al 
destinar indebidamente en su beneficio el presupuesto…”238 
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Sobre la anterior posición del profesor Javier Tamayo Jaramillo, en contra de las acciones 
populares en materia de contratación pública, su argumento se  basa principalmente en los 
posibles efectos que generarían la nulidad de un contrato estatal  a través de estas acciones 
constitucionales, tales como las posibles demandas que interpongan los contratistas en 
contra el Estado cuando éstos no sean los causantes de la trasgresión al derecho colectivo 
que se pretende proteger por medio las acciones populares. Pero resulta oportuno precisar 
que en los casos de corrupción, en donde tanto el funcionario como al contratista que 
participan de estas irregularidades, este último no le pude asistir el derecho a reclamar el 
resarcimiento de un daño causado supuestamente por la nulidad de un  contrato por vía  de 
acción popular, ya que  éste caramente es autor la violación del derecho colectivo 
protección  por este recurso constitucional, por lo tanto, frente a estas circunstancias este 
argumento carecería de validez para  negar la posibilidad hacer uso de una acción popular 
dentro de los procesos de contratación estatal viciados por la corrupción que se pueda 
presentar.  
 
Por ningún motivo que carezca de sustento legal,  se le puede negar al ciudadano la 
posibilidad de participar y ejercer el control social sobre las actividades de la 
administración pública, para este caso sería la facultad de acudir  ante el jueces de acción 
popular  y reclamar la protección de un derecho o interés colectivo  amenazado o vulnerado 
por  actos  irregular  que se presenten en un proceso contractual del Estado, no se puede 
truncar el ejercicio a la participación bajo el argumento que esto podría tener consecuencia  
y efectos sobre el erario, cuando precisamente lo que se busca proteger es el  con estas 
acciones es el patrimonio público.  
 
Sumado a lo anterior,  se puede afirmar que la Carta de 1991  en  artículo 88 no impone  
límites en el ejercicio a este recurso constitucional, de igual forma la  Ley  472 de 1998 en 
su artículo 9°  establece que: “Las acciones populares proceden contra toda acción u 
omisión de las autoridades públicas o de los particulares, que hayan violado o amenacen 
violar los derechos e intereses colectivos”, sin que exista en esta norma distinción alguna 




ejercer el control de legalidad en una actividad ejercida por la administración pública, como 
sería el caso de la actividad contratar del Estado.  
 
Contrario a lo anterior, una de las razones que llevan a afirmar, que las acciones populares 
pueden proceder contra contratos estatales en los cuales se vulneren derechos e intereses 
colectivos, radica en el hecho que estas acciones fueron consagradas constitucional y 
legalmente como un mecanismo autónomo, principal y no subsidiario para la defensa de 
derechos e intereses colectivos.  
 
Por otra parte, en los últimos años ha surgido un notable interés de la academia por 
investigar sobre la procedencia acciones populares  como mecanismo jurídico para ejercer 
un control de legalidad de los contratos estatales, se puede  el trabajo de la profesora 
Ángela María Murcia Ramos titulado “ Los derechos colectivos y la contratación estatal: la 
imperativa función del control a través de las acciones populares”  donde concluye que es 
posible la procedencia de las acciones populares contra contratos estatales y es viable 
declarar la nulidad absoluta del contrato estatal, de oficio o a petición de parte, siempre y 
cuando se estructure una de las causales prevista en el artículo 44 de la Ley 80 de 1993 y 
además, su existencia amenace o viole in derecho colectivo239.   
 
De la misma manera, el  Semillero de Investigación Facta Nom Verba  de la Universidad 
Surcolombiana  en su trabajo titulado “ La Acción Popular Frente a los Contratos de la 
Administración Pública” publicado por esta institución en el año 2007, el objetivo 
planteado en esta investigación fue analizar las tendencias interpretativas y el modo como 
procede la protección de los derechos colectivos como la moralidad administrativa y el 
patrimonio público en las sentencias del Consejo de Estado y los Tribunales Contencioso 
Administrativos de Cundinamarca y Antioquia,  cuando las acciones populares se 
interpongan en relación a los hechos emanados de un contrato estatal. Al final de la 
investigación y luego de marcar las tendencias jurisprudenciales de los tribunales en esa 
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época (más adelante se hablara del desarrollo jurisprudencial sobre las acciones populares 
contra contratos estales) , al final los investigadores recomendaron lo siguiente:  
 
“Estas consideraciones demandan ser atendidas en el Consejo de Estado y 
en los tribunales administrativos del país, bajo la dinámica de referenciar 
las observaciones y argumentos consignados en esta investigación, las que 
se dirigen a lograr afianzar los lazos de credibilidad y legalidad en la 
bondades que se presentan en el momento de ejercitar la acción popular 
ante hechos derivados de la contratación estatal o de la manifestación de la 
voluntad de la administración bajo otras modalidades, cuando se lesiona el 
interés general de la colectividad, la cual, a través del ejercicio de una 
ciudadanía responsable, viene perfilando la acción popular como 
instrumento que favorece el ejercicio participativo de la sociedad civil, la 
cual ha estrado a construirse en una pieza básica para enfrentar la 
corrupción presente en la contratación estatal y como elemento estratégico 
en el alcance de la construcción y consolidación de una administración 
pública en la que imperen los principios éticos y la edificación de un 
concepto de derecho, que esté orientado por una pretensión de corrección, 
en este caso de la administración pública, que consiste en algo más que la 
pura facticidad del poder, para abarcar también en una dimensión crítica o 
ideal del sistema.”240 
   
En conclusión, las acciones populares se ejercen independientemente de que existan otros 
medios de protección para alcanzar las pretensiones de amparo241. Además, se puede 
considerar que con este mecanismo no sólo se logra ejercer el control de legalidad sobre los 
actos administrativos contractuales, sino a su vez es un instrumento jurídico para prevenir o 
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4.6 DESARROLLO JURISPRUDENCIAL DE LA PROCEDENCIA DE LAS 
ACCIONES POPULARES CONTRA ACTOS ADMINISTRATIVOS Y 
CONTRATOS ESTATALES  
 
Al igual que en la doctrina, las decisiones del alto tribunal de lo Contencioso 
Administrativo  alrededor del tema de las acciones populares contra contratos estatales se 
han caracterizado por marcar posiciones encontradas, a lo largo de este tiempo el desarrollo 
de la jurisprudencia del Consejo de Estado ha definido claramente dos tesis encontradas, al 
inicio se planteó una tesis restrictiva que consisten en afirmar que no bajo ninguna 
circunstancia el juez de acción popular puede anular actos administrativos y contratos 
estatales, bajo el argumento que esta facultad le asiste al Juez Contencioso por medio de las 
acciones ordinarias y contractuales contenidas en el Código Contencioso Administrativo. 
Luego esta posición trascendió a una tesis garantista donde se le faculta al juez en sede 
popular la posibilidad de anular actos administrativos y contratos estatales siempre y 
cuando en estos se originen una violación a un derecho e intereses colectivo que amerite ser 
protegido por este mecanismo constitucional.       
 
A continuación se efectúa una breve descripción, de las distintas interpretaciones hechas 
por la jurisprudencia en lo referente a la viabilidad de las acciones populares contra los 
contratos estatales, para así poder construir un argumento a favor de la propuesta 
presentada, sobre la posibilidad de acudir a la acción popular como mecanismo contra la 
corrupción que se presenta en los contratos estatales. 
 
 
4.6.1  Clasificación de las tesis jurisprudenciales 
 
Acerca de la viabilidad de las acciones populares contra actos administrativos existe una 
amplia jurisprudencia, especialmente la del Consejo de Estado, que por algún tiempo ha 




por medio de una acción popular para la protección de derechos colectivos. Entre otras, se 
argumentó que: 
 
“i) los actos administrativos se presuponen legales mientras no exista una 
decisión judicial que los suspenda o los anule, y tal decisión debe adoptase 
por vía diferente a la acción popular; ii) el juicio mediante el cual se puede 
suspender o anular un acto administrativo debe ser imputado por quienes 
tengan la legitimidad para ello, pues para eso el legislador diseñó las 
acciones ordinarias; iii) el legislador, al regular las acciones populares, no 
instituyó un sistema que desconociera las acciones judiciales ordinarias, ni 
tampoco consagró una dualidad de procedimientos que congestionaran los 
despachos judiciales; y, finalmente, iv) si la parte actora dispone de otros 
medios de defensa judicial debe utilizarlos de manera preferencial, por 
cuanto el juez de la acción popular no puede invadir la órbita de 
competencia que tiene el juez ordinario”242 
 
Por su parte, la Corte Constitucional en el primer estudio que realizó a la Ley 472 de 1998, 
en la sentencia C-215 de 1999, trató varios aspectos de las acciones populares, como: 
finalidad, característica, naturaleza entre otros, pero en esa oportunidad no se habló del 
tema de las acciones populares contra actos administrativos y contratos estatales, sino de 
los mecanismos de protección constitucionales:  
 
“Dentro de los mecanismos de protección de los derechos constitucionales, 
la Carta de 1991 elevó a canon constitucional: las denominadas acciones 
populares (art. 88, inciso primero, C.P.). Estos instrumentos buscan proteger 
esa categoría de derechos e intereses en cuanto se relacionan con el 
patrimonio, el espacio, la seguridad y la salubridad pública, la moral 
administrativa, el ambiente, la libre competencia  y otros de similar 
naturaleza que se definan por el legislador. (…) El carácter público de las 
acciones populares, implica que el ejercicio de las acciones populares 
supone la protección de un derecho colectivo, es decir, de un interés que se 
encuentra en cabeza de un grupo de individuos, lo que excluye motivaciones 
meramente subjetivas o particulares. No obstante, suponen la posibilidad de 
que cualquier persona perteneciente a esa comunidad, pueda acudir ante el 
juez para defender a la colectividad afectada, con lo cual se obtiene de 
manera simultánea, la protección de su propio interés. (…)Otra 
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los Derechos Colectivos, Balance de la ley de acciones populares y de grupo (Ley 472 de 1998) en sus primeros 10 años 1998-2008. 125 




característica esencial de las acciones populares es su naturaleza preventiva, 
lo que significa que no es ni puede ser requisito para su ejercicio, el que 
exista un daño o perjuicio de los derechos o intereses que se busca amparar, 
sino que basta que exista la amenaza o riesgo de que se produzca, en razón 
de los fines públicos que las inspiran. Desde su remoto origen en el derecho 
romano, fueron concebidas para precaver la lesión de bienes y derechos que 
comprenden intereses superiores de carácter público y que por lo tanto no 
pueden esperar hasta la ocurrencia del daño.”243  
 
En el año 2000, el Consejo de Estado determinó la posibilidad de instaurar la acción 
popular contra actos administrativos, iniciándose de esta manera el precedente 
jurisprudencial sobre la viabilidad de utilizar este mecanismo judicial contra los actos 
administrativos.  
 
En esa ocasión el alto tribunal de lo contencioso administrativo afirmó, que de acuerdo a la 
Ley 472 1998 las acciones populares proceden contra toda acción u omisión de las 
autoridades públicas en contra de los derechos e intereses colectivos. De aquí se desprende 
que las decisiones de este tipo de acciones son primordialmente declarativas, por tanto 
proceden contra actos administrativos244.    
 
La jurisprudencia y la doctrina sobre la viabilidad de las acciones populares contra actos 
administrativos han tenido ciertos matices de controversia, debido a la falta de unanimidad 
en las decisiones y posiciones relacionadas con el mismo, que en muchos casos son 
radicalmente opuestas. Al respecto Padilla S. y Vásquez Gómez comentan lo siguiente:  
 
“El desarrollo jurisprudencial y doctrinario respecto a la posibilidad de 
enjuiciamiento de los contratos estatales a través de la acción popular, no ha 
sido un tema pacífico dentro de la teoría jurídica colombiana, sobre todo, en 
el punto a determinar y precisar los alcances de las competencias del Juez 
popular cuando se enfrenta a la definición de sus atribuciones, y en 
particular, si la defensa de los derechos o intereses colectivos le permiten 
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adoptar decisiones que involucren pronunciamiento de legalidad de actos o 
contratos de la administración.”245 
 
Sobre el desarrollo jurisprudencial en este tema, el profesor  Guillermo Sánchez Luque, 
considera que existen dos grandes posiciones que se deducen de cinco etapas de la 
jurisprudencia del Consejo de Estado:  
 
“Si bien en el seno de la jurisprudencia se han planteado cinco grandes 
enfoques: i) total improcedencia de la acción popular cuando se dirige 
contra actos administrativos, ii) procedencia de la acción popular sobre actos 
administrativos, pero sólo con la posibilidad de suspender sus efectos; iii) 
procedencia sólo para inaplicar los actos administrativos ilegales; iv) 
procedencia para revisar la legalidad, pero sólo para dar orden de revocar, 
no para anular directamente y v) procedencia para anular los actos 
administrativos. No es menos cierto que, como ha precisado la doctrina (vi), 
la evolución de la posición jurisprudencial del Consejo de Estado alrededor 
de este controvertido asunto terminó por conducir a la polarización en dos 
tesis: improcedencia general y procedencia con diversos matices.”246 
 
En cambio, para la profesora para Ángela María Murcia Ramos existen dos tesis en el 
desarrollo jurisprudencial sobre el tema, una tesis negativa y otra positiva. Al respecto la 
autora comenta lo siguiente:  
 
“Una primera postura jurisprudencial, aun cuando reconoce el carácter 
principal y no subsidiario de la acción popular, excluye de su conocimiento 
el control de la legalidad del contrato estatal y por contera, la potestad de 
anularlo, porque para el efecto, la ley prevé otro medio de defensa judicial, 
esto es, la acción contractual prevista en el artículo 87 del CCA, 
correspondiéndole entonces a ese juez natural de conocimiento, resolver el 
asunto […] una segunda postura jurisprudencial ha determinado que la 
acción popular sí es procedente para examinar la legalidad del contrato 
estatal, y en consecuencia, suspenderlo o anularlo, en orden a verificar si 
amenaza o vulnera algún derecho colectivo.”247 
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246 SÁNCHEZ LUQUE, Guillermo. Jurisprudencia del Consejo de Estado en Materia de Anulación de Actos Administrativos y de 
Contratos Estatales en Acciones Populares, In memoriam Profesor Vladimiro Naranjo Mesa. Disponible en: 
http://www.elementosdejuicio.com/edianterioresrr.php?id=142 21 de marzo de 2011. 




Sobre estudio de la jurisprudencia referente al control de legalidad de los actos 
administrativos proferidos en la contratación estatal, ha surgido en la doctrina una 
clasificación, de acuerdo con las siguientes etapas:  
 
“LA PRIMERA UNA LÍNEA JURISPRUDENCIAL RESTRICTIVA que reconoce el 
carácter principal y no subsidiario de la acción popular, pero descarta, que 
ésta pueda utilizarse para ejercer control de legalidad del contrato estatal, 
que es asunto de las acciones contractuales.  
LA SEGUNDA ES LA LÍNEA JURISPRUDENCIAL AMPLIA O GARANTISTA, que se 
considera la posibilidad de examinar la legalidad del contrato con el objeto 
de determinar si ponen en peligro algún derecho o interés colectivo, de 
modo que dada la eventualidad se puedan tomar decisiones restauradoras, 
inclusive la nulidad de dicho contratos.”248  
 
En el orden de las ideas, en relación al desarrollo jurisprudencial de las acciones populares 
contra contratos estatales, el Consejo de Estado se pronunció sobre la  procedencia de la 
revisión de legalidad de un contrato estatal por la vía de la acción popular cuando se pone 
en peligro o viola algún derecho colectivo, y del desconocimiento de los fines que deben 
inspirar la contratación estatal. Esta decisión se constituye un ejemplo de la línea de la 
jurisprudencia amplio o garantista:  
 
“Cuando en la celebración de los contratos se desconocen los fines que 
deben inspirarla, entre ellos, el interés general, se incurre en desviación de 
poder, que es causal de nulidad absoluta de los contratos (ordinal 3 del art. 
44 de la ley 80 de 1993) y además, pueden verse comprometidos derechos 
de naturaleza colectiva como la moralidad y el patrimonio públicos, que 
son protegidos a través de la acción popular. La ley 472 de 1998 no señala 
expresamente que los contratos de la administración pública puedan ser 
objeto del examen de legalidad a través del ejercicio de la acción popular. 
Sin embargo, el contrato es un instrumento para la inversión de los dineros 
públicos y como esta acción  busca  la protección de derechos colectivos 
que pueden resultar afectados por las actuaciones de los servidores 
públicos, se impone concluir que por la vía de la acción popular puede ser 
posible revisar la legalidad de un contrato estatal cuando éste pone en 
peligro o viola algún derecho colectivo. Considera la Sala que esta 
afirmación de la Corte en la sentencia C-088 de 2000 al decidir sobre la 
exequibilidad del artículo 40 de la Ley 472 de 1998, según la cual  se 
                                               




advirtió que lo expuesto no significa que <<a través de las acciones 
populares, se debatan y decidan controversias de tipo contractual, que 
tienen bien definidas las reglas que les corresponden y que son competencia 
de la jurisdicción de lo contencioso administrativo, conforme al estatuto 
contractual de la administración y al código respectivo >>, no tiene 
carácter vinculante porque la decisión versó sobre la constitucionalidad de 
la disposición que ordena a los representantes legales de las entidades 
públicas responder solidariamente con los contratistas, en los eventos en los 
cuales se incurra en sobrecostos u otras irregularidades en la contratación 
estatal, pero no tenía por objeto definir la procedencia de la acción popular 
para la protección de derechos colectivos cuando su afectación estaba 
relacionada con la celebración de un contrato estatal. En la sentencia no se 
justificó por qué los asuntos contractuales no podían ser cuestionados ante 
el juez de la acción popular a pesar de que los mismos involucraran la 
vulneración de derechos colectivos y tampoco se condicionó el fallo en esos 
términos. Al precisar el alcance del respeto al precedente y la cosa juzgada 
constitucional, esa Corporación, en sentencia SU-047 de 1999. Concluyó la 
Corte Constitucional que en el sistema colombiano también había lugar a 
distinguir estos aspectos en una decisión judicial y señaló los efectos que 
produce cada uno de ellos, así: a) la parte resolutiva o decisum hace 
tránsito a cosa juzgada, con efecto erga omnes, en los juicios de 
constitucionalidad; b) la ratio decidendi tiene efectos vinculantes por 
constituir la cosa juzgada implícita, y c) los obiter dicta sólo tienen fuerza 
persuasiva pero no obligatoria. En consecuencia, la afirmación hecha por 
la Corte Constitucional en la sentencia C-088 de 2000 de que a través de 
las acciones populares no pueden ser debatidas ni decididas controversias 
de tipo contractual, constituye un obiter dicta o dicho al pasar y por lo 
tanto, carece de fuerza obligatoria. En este orden de ideas, el juez de la 
acción popular es quien tiene competencia para definir los eventos en los 
cuales para protección del derecho o interés colectivo hay lugar a examinar 
la legalidad de un contrato estatal.”249 
 
Ante esta posición del alto tribunal, para el profesor Ciro N. Güechá, existe la posibilidad 
de: 
 
“La anulación general de actos administrativos por medio de la acción 
popular, sin tener limitaciones en las acciones ordinarias de legalidad, en la 
medida que la protección de esta acción popular se determina en cuanto a 
que el origen de la afectación de los derechos colectivos está en acciones, 
omisiones y actos de la Administración; lo que significa que no son 
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justificadas las restricciones a la posibilidad de anulación de actos 
administrativos por estas acción, al ser  estos un mecanismos de actuación 
de las entidades públicas.”250 
 
Como anteriormente se mencionó, la posibilidad de instaurar acciones populares contra los 
actos administrativos y contratos estatales cuenta con varios opositores, entre los cuales 
destacamos al Ex Consejero de Estado Carlos Betancur Jaramillo, quien manifiesta que: 
 
“…. tanto la moralidad como la salvaguarda del patrimonio estatal, merecen 
esmerada protección, pero no son, ni pueden ser derechos colectivos 
fundamentales de mayor rango de summun ius, como lo alegan los 
moralistas del incentivo económico, para quienes la protección de los 
derechos colectivos parece salirse del requerimiento procesal y sustancial 
del art. 29 de la Constitución Política de 1991.”251  
 
Sobre esta afirmación,  puede decirse que la viabilidad de las acciones populares contra los 
actos administrativo y los contratos estatales, que vulneren derechos e intereses colectivos, 
no puede ser objetada con el argumento de un indebido interés individual de por medio, 
generado por el incentivo económico, teniendo en cuenta la Ley 1425 de 2010, que derogó 
dichos incentivos y, declarada exequible según sentencia de la Corte Constitucional C-630 
de 2011 con ponencia de la magistrada María Victoria Calle Correa. 
 
Por su parte, el profesor Javier Tamayo Jaramillo, manifestó, que sí estaba de acuerdo con 
la procedencia de las acciones populares contra contratos y actos administrativos pero con 
ciertas salvedades. Al respecto sentó su posición:  
 
“En nuestro concepto, la acción popular es procedente solo para efectos del 
daño contingente, siempre y cuando la medida preventiva no suponga la 
destrucción misma del contrato. Así por ejemplo, si mediante un contrato de 
obra, se está levantando un puente que amenaza ruina por hechos imputables 
al contratista, creemos que es viable una acción popular para que el 
contratista tome las medidas tendientes a evitar que el puente se caiga. En 
cambio, si para evitar un alegado daño contingente, es indispensable en la 
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práctica desconocer el acto o contrato creemos que la acción popular no es 
procedente.”252 
 
Por otro lado, al hablar de la ponderación de derechos fundamentales que pretenden hacer 
creer que la acciones populares buscan proteger derechos e intereses colectivos, se afirma 
que esta acción transgrede el debido proceso cuando es usada en materia contractual, se 
puede considerar que esta apreciación no tiene sustento jurídico válido, porque 
precisamente lo que se busca con estas acciones es proteger el debido proceso, verbi gratia, 
cuando en un proceso contractual se inicia con la selección de un contratista, ésta debe 
ceñirse a los principios del debido proceso, principio de selección objetivita y a la 
moralidad administrativa, entre otros.  En torno a este aspecto, el Consejo de Estado 
precisó: 
 
“Los derechos al debido proceso y sus corolarios de defensa y de 
contradicción, según  lo establecido en el Artículo 29 de la Constitución  
Política, rigen en los procedimientos administrativos –sancionador o no-, 
mandato éste que constituye un avance significativo en la defensa del 
ciudadano y que en el ámbito de la contratación tiene especificas 
manifestaciones, como por ejemplo, cumplir y observar las formas propias 
de los procesos de selección, mediante  el  desarrollo de etapas taxativas 
que aseguran la selección objetiva de  la propuesta más favorable;  no 
dilatar injustificadamente el procedimiento y cumplir con los términos 
preclusivos  y perentorios fijados; evaluar los ofrecimientos de acuerdos 
con reglas justas, claras y objetivas; motivar por la administración su 
actuación y darla a conocer; brindar la posibilidad de controvertir los 
informes  y conceptos y de presentar observaciones a los mismos, etc. 
deberes todos estos que se involucran en los principios de transparencia, 
economía y selección objetiva […] En suma, este principio no  sólo se trata 
del cumplimiento de las normas que establecen el procedimiento y el 
conjunto de principios que informan y orientan la actividad de la 
contratación pública –respeto de la legalidad objetiva-, sino de la 
salvaguarda de las garantías en qué consiste este derecho y la protección 
contra la arbitrariedad de la administración.”253 
 
Además, no hay que dejar a un lado que la corrupción es más un problema de moral que 
procedimental, es por ello que ante cualquier actuación inmoral de los servidores públicos y 
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particulares254 que vician esta actividad administrativa, no se puede rechazar este 
mecanismo jurídico principal y autónomo, que reúne las cualidades válidas para combatir la 
corrupción que afecta la  actividad administrativa contractual.    
 
                                               
254 Sobre el derecho colectivo de “La Moralidad Administrativa” exigido a los particulares que ejercen funciones pública, Adriana 
Catalina Ortiz Serrano aduce: “En consecuencia, la ejecución y cumplimiento de funciones administrativas no es privativa de la rama  
ejecutiva ni de los servidores públicos, y por lo mismo, no sólo frente a éstos es exigible el derecho colectivo de la moralidad 
administrativa. Como la Constitución prevé que eventualmente otros funcionarios no adscritos a la rama ejecutiva puedan ejecutar 
funciones administrativas para cumplir con los fines que su labor demanda, y a la  vez, faculta a los particulares para el ejercicio de 
funciones administrativas, también frente a éstos, el referido derecho es exigible. […] en efecto, los particulares se encuentran vinculados 
por la fuerza normativa  del derecho colectivo a la moralidad administrativa, siempre que cumplan funciones administrativas.” ORTIZ 






4.7  EL CONTROL DE LEGALIDAD, NULIDAD DE LOS ACTOS 
ADMINISTRATIVOS Y CONTRATOS ESTATALES POR MEDIO DE LAS 
ACCIONES POPULARES, COMO MECANISMOS JURÍDICOS PARA LA 
LUCHA CONTRA LA CORRUPCIÓN  
 
Ante el nuevo panorama en materia de defensa de derechos que brinda la Ley 1437 de 2011 
(CPACA), la protección de los derechos colectivos; el control de legalidad255, la nulidad de 
los actos administrativos y contratos estatales que amenacen o vulneren derechos colectivos 
en la actividad administrativa, como la contractual, estaría limitada por el artículo 144 del 
CPACA al establecer: 
 
“Cualquier persona puede demandar la protección de los derechos e 
intereses colectivos para lo cual podrá pedir que se adopten las medidas 
necesarias con el fin de evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la 
amenaza, la vulneración o agravio sobre los mismos, o restituir las cosas a 
su estado anterior cuando fuere posible.[…]cuando la conducta vulnerante 
sea un acto administrativo o un contrato, sin que en uno u otro evento, 
pueda el juez anular el acto o el contrato, sin perjuicio de que pueda 
adoptar las medidas que sean necesarias para hacer cesar la amenaza o 
vulneración de los derechos colectivos…”. [Negrillas fuera de texto]. 
 
Con la nueva norma, el legislador sienta su posición sobre las acciones populares frente a 
los actos administrativos y los contratos estatales, posición  muy distante a la tesis amplia o 
garantista desarrollada por el Consejo de Estado, limitando el ejercicio del control de 
legalidad y negando la posibilidad de la nulidad de aquellos de esta acción de rango 
constitucional. Aun cuando la norma no niega la posibilidad del ejercicio de este 
mecanismo jurídico, sí lo limita en la medida que imposibilita la nulidad de los actos 
administrativos y contratos estatales, que sería una forma eficiente no sólo para la 
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protección de derechos e intereses colectivos, sino también como herramienta para 
combatir la corrupción. 
 
Ante esta nueva situación jurídica, surgen nuevos interrogantes. Partiendo de la 
imposibilidad de anular actos y contratos de la administración pública a través de las 
acciones populares, las preguntas son: con este hecho ¿se estaría vulnerando el derecho al 
acceso a la administración de justicia?, además ¿se estaría restringiendo la utilización de 
una acción constitucional que protege derechos colectivos?  
 
En primer lugar, hay que tener en cuenta que las acciones populares, son acciones públicas 
cuya finalidad no es únicamente la protección de derechos e intereses colectivos, sino 
también un derecho que le asiste a la comunidad o uno de sus miembros, de acceder a la 
administración de justicia y pedirle al juez que intervenga para prevenir un daño 
contingente contra estos derechos que en conjunto afectan sus intereses256.  
 
Vale aclarar que estas acciones no buscan en principio la nulidad de los actos y contratos de 
la administración, sino proteger derechos e intereses colectivos. Para ello las personas 
pueden pedir como prescribe la norma: “que se adopten las medidas necesarias con el fin 
de evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio 
sobre los mismos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible.”257.  
 
En este caso, se puede considerar que decretar la nulidad del acto o contrato se convierte en 
una medida para prevenir un daño contingente y hacer cesar la amenaza o vulneración de 
un derecho e interés colectivo, como es el caso de la moralidad administrativa y el 
patrimonio público.  
                                               
256 Tal como lo señaló  la Corte Constitucional: “Es evidente que no se trata del protección de meros derechos subjetivos o intereses 
particulares, sino que la acción popular versa sobre   cuestiones de tal entidad, que su vulneración pone en peligro o ataca bienes tan 
valiosos para la sociedad, como la vida, la salud, el ambiente sano, el equilibrio ecológico, la seguridad, patrimonio y moralidad pública  
no de una persona, sino de toda una colectividad. A diferencia de las acciones individuales, cuyo ejercicio radica en cabeza de un sujeto 
que bien puede decidir instaurarlas o no, la posibilidad de acceder a la justicia para hacer cesar la amenaza o violación de un derecho 
colectivo, existe para una pluralidad de personas que por pertenecer a la comunidad afectada, tienen el mismo derecho a ejercer dicha 
acción judicial.”[Negrilla fuera de texto] Revista Nueva Época “Res Humani Juris”, No. 23, Año X, noviembre –diciembre 2004. 
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En efecto, la acciones populares han sido reconocidas en otros ordenamientos jurídicos, 
como los principales mecanismos o instrumentos jurídicos para el amparo de los derechos 
colectivos frente a cualquier actuación de la administración que atente contra ellos.  
 
En Colombia, esta acción tiene el carácter de principal en la defensa de un derecho 
colectivo, tal como lo afirma Ricardo Hoyos Duque, quien manifiesta que la manera como 
fue regulada la acción popular, tanto en la Constitución (artículo 88) como en la Ley 472 de 
1998, permite afirmar que ésta, a diferencia de la acción de tutela (artículo 86), tiene 
carácter principal y no subsidiario para la salvaguardia de los derechos colectivos. No está, 
pues, supeditado su ejercicio de otras acciones judiciales a través de las cuales pudiera, 
igualmente lograrse la protección de esos derechos. Por tanto, la existencia de otros medios 
de defensa judicial (acciones contenciosas administrativas) no sería un argumento válido 
para hacer improcedente la acción popular258.  
 
Además, frente a los contratos públicos viciados con actos inmorales o corruptos, estas 
acciones pueden anularlos, tal como nuevamente lo afirma el profesor Ricardo Hoyos quien 
señala que la doctrina extrajera ha aceptado que:  
 
“Cuando el contrato se ha celebrado mediante manejos inmorales, o en 
forma deshonesta, o exterioriza un favoritismo escandaloso, puede afirmarse 
que existen razones de legitimidad para revocarlo o anularlo, ya que la 
legalidad y la moralidad de la actividad administrativa no marchan ni 
pueden marchar divorciados, por lo tanto, un contrato viciado por 
inmoralidad administrativa en su celebración u objetivo, es igual de nulo 
como un contrato con un vicio de ilegitimidad.”259  
 
En este sentido, se considera que las acciones populares pueden desempeñar un papel 
trascendental en la lucha contra la corrupción en la contratación estatal, ya que como 
mecanismo jurídico frente al contrato estatal, brindan la posibilidad a toda la ciudadanía de 
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acceder a la justicia y actuar contra los actos de corrupción y pedir que se protejan sus 
derechos colectivos vulnerados, como enfatiza la Corte Constitucional al afirmar que con 
esta acción no se trata de debatir controversias contractuales ni remplazar otras acciones 
como las ordinarias sino defender derechos colectivos. 
 
No se trata, pues, de que a través de las  acciones populares, se debatan y 
decidan controversias de tipo contractual, que tienen bien definidas las 
reglas que les corresponden y que son competencia de la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo, conforme al estatuto contractual de la 
administración […]Ha dado, pues, el Legislador, vigencia al principio de 
protección de los recursos presupuestales de la Nación;  ha cumplido con el 
deber de velar por la intangibilidad de los recursos públicos; ha propendido 
por la estricta observancia de la moralidad administrativa y ha dado pleno 
cumplimiento al mandato contemplado en el artículo 133 de la Carta Política 
pues, ciertamente, la justicia y el bien común  requieren de herramientas que 
aseguren una mayor eficacia en la defensa del interés colectivo representado 
en los recursos del patrimonio público. En la hora presente, sin lugar a 
dudas, los más altos intereses nacionales, claman por su vigorosa protección, 
dada su grave afectación por la corrupción que, como es sabido, también ha 
encontrado terreno fértil en la contratación pública.260 
 
Pero contrario a lo anterior,  la Corte Constitucional ha dado un giro en su jurisprudencia, al 
estudiar la constitucionalidad del artículo 144 de la Ley 1437 de 2001.  En la Sentencia C-
644 de 2011, declaró exequible la expresión: “(…) sin que en uno u otro evento, pueda el 
juez, anular el acto o contrato, sin perjuicio de que pueda adoptar las medidas que sean 
necesarias para hacer cesar la amenaza o vulneración de los derechos colectivos”261.  
 
Al parecer,  el legislador puso fin al debate que se originó con las decisiones del Consejo de 
Estado y la comunidad académica sobre la anulación de actos administrativos y contratos 
estatales por medio de fallos de acciones populares, pero para el interés de este trabajo de 
investigación, se considera que esta norma (artículo 144 de la Ley 1437 de 2011) limita este 
                                               
260 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-088 del 2 de febrero de 2000, M.P. Fabio Morón Díaz. 




tipo de acción de rango constitucional262. La Corte Constitucional, consideró que esta parte 
de la norma no vulnera los artículos 29 y 229 de la Constitución  Política:  
 
“…toda vez que no desconoce el debido proceso judicial sino que por el 
contrario lo fortalece, como también clarifica los alcances que los jueces 
populares deben dar a sus sentencias, todo dentro el marco de la potestad de 
configuración normativa que tiene el legislador, sin que por esta razón se 
desconozcan el acceso a la administración de justicia o el carácter principal 
de las acciones populares. A su juicio, el hecho que el legislador haya 
establecido que el juez de la acción popular no puede decidir sobre la 
anulación de los actos administrativos y contratos estatales, en nada afecta el 
carácter principal o autónomo y no subsidiario de la acción.”263. 
 
A pesar de esta decisión de la Corte Constitucional, se puede considerar que el 
controvertido debate jurídico-académico no se concluye con esta decisión judicial264, por 
varias razones, entre las que se destaca:  el objetivo que cumple esta acción pública en la 
defensa judicial de un derecho colectivo no supone la existencia de una verdadera litis, pues 
su objeto no es la solución a una controversia, sino la efectividad de un derecho colectivo 
haciendo cesar su lesión o amenaza o que las cosas vuelvan a su estado anterior si fuere 
posible265, tal como afirma el Profesor Eduardo Rozo Acuña :  
                                               
262 ÁMBITO JURÍDICO: “En acciones populares, no se pueden anular actos administrativos”. La Corte señala que: “la acción popular no 
fue diseñada por el legislador como mecanismo a través del cual el juez competente pueda decretar la anulación de un acto administrativo 
o de un contrato estatal, decisión que le corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa con unas reglas procesales específicas. 
No obstante, el juez de la acción popular tiene a su alcance múltiples medidas para lograr la protección de los derechos colectivos, sin 
necesidad de definir la validez del acto o contrato, lo cual es una tarea propia y exclusiva del juez administrativo. Para la Corte, ese es el 
alcance del aparte demandado, cuando a la vez que cierra la posibilidad de que el juez popular decrete la nulidad de un acto o contrato, 
establece que el juez puede “adoptar las medidas que sean necesarias para hacer cesar la amenaza o vulneración de los derechos 
colectivos” Ámbito Jurídico: “En acciones populares, no se pueden anular actos administrativos” Disponible en: 
http://www.ambitojuridico.com/BancoConocimiento/N/noti-110907-
03_%28en_acciones_populares_no_se_pueden_anular_actos_administrativos%29/noti-110907-
03_%28en_acciones_populares_no_se_pueden_anular_actos_administrativos%29.asp?Miga=1&CodSeccion=84 Fecha de consulta 11 de 
septiembre de 2011.  
263 CORTE CONSTITUCIONAL, Comunicado No. 35 del 31 de agosto de 2011, Disponible en: 
http://www.corteconstitucional.gov.co/comunicados/No.%2035%20comunicado%2031%20de%20agosto%20de%202011.php Fecha de 
consulta: 11 de septiembre de 2011.  
264  Sobre este debatido tema en la jurisprudencia de la Corte Constitucional y el CE, Guillermo Sánchez Luque ya había manifestado: << 
La aguda controversia jurisprudencial descrita contribuirá, sin duda, a enriquecer el debate sobre el alcance de las competencia del juez 
constitucional y en particular del juez popular, debate éste que debe zanjarse exclusivamente en los predios judiciales y no mediante 
reformas legales, como lo señaló recientemente el Representante Navas Talero al presentar informe de ponencia negativo a una iniciativa 
frustrada de reforma a la Ley 472. En todo caso, quedan así planteadas las distintas posturas jurídicas que hasta ahora se han esbozado en 
nuestra jurisprudencia en torno al polémico tema objeto de estudio, para que cada uno se forme su propio criterio, pues, como diría John 
Stuart Mill en su célebre On Liberty: “el hombre que no conoce más que su propio parecer, no conoce gran cosa”.>> PARDO 
SCHLESINGER, Cristina y PARRA DUSSÁN, Carlos Editores Académicos. TEORÍA CONSTITUCIONAL LIBER AMICORUM EN 
HOMENAJE A VLADIMIRO NARANJO.  
265 HENAO, Juan Carlos. “¿Se Defienden De La Misma Manera Los Derechos Colectivos En Derecho Colombiano Y En Derecho 
Francés?” En: Universidad Externado De Colombia. En: Universidad Externado De Colombia. IV Jornadas de Derecho Constitucional y 





En síntesis, las acciones populares se interponen como medio para que los ciudadanos o las 
personas en general puedan ejercer la acción directa de inconstitucionalidad -control 
abstracto- como acción para reclamar la inconstitucionalidad o ilegalidad de los 
reglamentos, normas y disposiciones generales de carácter administrativo y, por último, 
como instancia o acción para la protección de derechos e intereses difusos o 
transcendentales y, en general, de carácter colectivo.”266  
 
Ese ejercicio de control de legalidad e inconstitucionalidad puede terminar en la nulidad de 
un acto administrativo o en otro caso de un contrato estatal, así lo consideraron los dos 
magistrados que salvaron su voto en la sentencia C- 644 de 2011, los doctores Gabriel 
Eduardo Mendoza Martelo y Luis Ernesto Vargas Silva quienes aclararon sus votos, 
considerando que esta decisión no limita los poderes de los jueces que deciden proteger 
derechos colectivos para ellos:   
 
Para  Mendoza Martelo “… si bien al juez constitucional que tramita la 
acción popular se le sustrae de la posibilidad de disponer “la declaratoria 
formal de nulidad” de un acto o contrato, en el entendido de que hay jueces 
y acciones especializadas al efecto, quienes por las vías respectivas están 
llamados a dirimir las disputas especificas relacionadas con “intereses 
subjetivos particulares” subyacentes, derivados del actuar volitivo de la 
administración, ello, en modo alguno, puede significar que aquel (Juez de la 
                                               
266 ROZO ACUÑA, Eduardo.  Óp. cit. 358 p. Por su parte la Profª Ángela María Murcia Ramos criticando el alcance de esta norma que 
limita las acciones populares hace las siguientes apreciaciones: “queremos advertir la incorporación de una disposición no solo 
inconveniente, en atención a la ventajas que presenta la acción popular  para el enjuiciamiento de contratos estatales, tales como: la 
socialización y la flexibilización del control al manejo de los recursos públicos por su amplia legitimación activa y la inoperancia de la 
caducidad, la viabilidad de medidas cautelares innominadas, el uso del principio de la congruencia atenuada a propósito del cual se 
pueden ejercer facultades ultra y extra petita […]En nuestro sentir, prohibirle al juez popular anular un contrato estatal, cuando constituya 
la conducta que vulnera los derechos e intereses colectivos, significa, en primer lugar, desconocer la posición depurada y mayoritaria que 
con muchas dificultades y después de arduas discusiones que se extendieron en el tiempo,  logró la jurisprudencia del Consejo de Estado, 
puntualmente la de la Sección Tercera de tal corporación […] Por ello, osamos calificar la expresión “sin que en uno u otro evento, pueda 
el juez anular el acto o el contrato”, contenida en el inciso segundo del artículo 144 citado, como descontextualizada, pues si la idea de 
este nuevo estatuto era convertir en norma legal los diferentes desarrollos jurisprudenciales del Consejo de Estado, lo que el legislador ha 
debido hacer es consagrar sin dubitaciones la posibilidad de que el juez popular declare de oficio o a petición de parte, la nulidad de un 
contrato estatal, siempre que se estructure una de las causales previstas en el artículo 44 de la Ley 80 de 1993 y además, su existencia 
amenace o viole un derecho colectivo, y no elevar a rango legal la postura minoritaria de esa corporación […] la  frase censurada resulta 
descontextualizada también en relación con el propio cuerpo de normas que integran el nuevo Código, en especial, aquellas que de 
manera novedosa consagran el obligatorio acatamiento al precedente judicial, dejando la jurisprudencia a la altura de la ley, siempre que 
se trate de jurisprudencia unificada del Consejo de Estado, que verse sobre supuestos fácticos y jurídicos iguales y que la acción judicial 
procedente no haya caducado […]La disposición censurada también contradice la implementación del recurso extraordinario de 
unificación de jurisprudencia, el cual tiene como fin asegurar la unidad de la interpretación del derecho, su aplicación uniforme y 
garantizar los derechos de las partes y de las  partes y de los terceros que resulten perjudicados con la providencia recurrida y, cuando 




acción popular) haya quedado impedido, cercenado o limitado […]la ley 
472 de 1998 no se reconoce expresamente que el juez popular pueda hacer 
“declaraciones de nulidad” en el mismo contexto o con la finalidad de 
sustituir los medios de control específicos existentes al efecto, pero, de lo 
que no cabe duda, es de que, en defensa de los valores superiores que están 
a su cargo, y, consecuente con la alta consideración jurídico constitucional 
que se predica de ellos, dicho funcionario sí puede adoptar las decisiones 
que estime conducentes, que, inclusive, a tono con la mayor categorización 
de los derechos en juego, pueden resultar más gravosas, apremiantes, 
perentorias, radicales, de mayor impacto, extensión, cobertura, 
implicaciones y efectos que las propias o derivadas de las clásicas o 
tradicionales “declaraciones de nulidad” previstas en el Código Contencioso 
Administrativo, siempre y cuando actúe  en pos de que el interés general o 
colectivo específicamente afectado se restablezca a plenitud, al punto de que 
con ello se materialice o se de  alcance al principio estructural o fundante de 
nuestro Estado Social de Derecho…”. 
Por otro lado, el Magistrado Luis Ernesto Vargas Silva “considera que dada 
la diferente naturaleza de la acción popular y de las acciones contencioso 
administrativas, la inclusión de esta norma en el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso en los términos en que se concibió, no 
puede dar lugar a que se interprete como un recorte de las atribuciones de 
que goza el juez para la protección de los derechos colectivos, interpretación 
que daría lugar a un desconocimiento de la normatividad constitucional. Por 
ello, en un principio, había sido partidario de declarar una exequibilidad 
condicionada que excluyera una interpretación en este sentido. A su juicio, 
es claro que el juez de la acción popular conserva todas las competencias 
para adoptar la amplia gama de medidas  dirigidas a hacer cesar la amenaza 
o vulneración de los derechos intereses colectivos, salvo en lo que tiene que 
ver con la validez del acto administrativo o contrato estatal, cuestión propia 
de la jurisdicción contencioso administrativa.”267 
 
En conclusión, las acciones populares se pueden considerar como una herramienta jurídica 
de gran importancia, no solamente para la protección de derechos e intereses colectivos 
vulnerados dentro de la actividad contractual del Estado, sino también como un mecanismo 
para ejercer el control de legalidad sobre todas las actuaciones y actividades de la 
administración pública que se vean afectadas por la corrupción administrativa en las  
actividades como la contratación estatal.  
 
                                               
267 CORTE CONSTITUCIONAL, Comunicado No. 35 del 31 de agosto de 2011, Disponible en: 
http://www.corteconstitucional.gov.co/comunicados/No.%2035%20comunicado%2031%20de%20agosto%20de%202011.php Fecha de 




Con la Ley 1437 de 2011, el legislador crea la imposibilidad de anular un contrato estatal 
por la vía de las acciones populares, tal como se dijo anteriormente. En consecuencia, esta 
realidad jurídica estaría limitando esta acción de rango constitucional y de paso, se estaría 
atentando contra el propósito de la Constitución Política de 1991, de acuerdo con lo arriba 
expuesto. Por ello es conveniente seguir estudiando y debatiendo este tema para llegar a 
una solución jurídica que no vaya en contra de la misma Constitución. Pero gracias a un 
fallo de acción popular del Consejo de Estado en 2013, la discusión no ha culminado. 
A continuación se comentara brevemente los pormenores  de esta decisión, que traen  
nuevos elementos de debate para la tesis que se defiende en el presente trabajo.    
 
 
4.7.1.  Una nueva  posición del Contencioso Administrativo frente a la limitación del 
ejercicio de la acción popular como  mecanismo de control de legalidad  de los 
contratos estales, a partir de la vigencia del artículo 144 de la ley 1437 de 2011 
 
Tal como se ha venido afirmando, el Legislador a través de la Ley 1437 de 2011 en su artículo 144 
marco un requisito procedibilidad y la prohibición de ejercer el control de legalidad y como 
consecuencia de este obtener la declaratoria de nulidad de un acto administrativo o contrato estatal  
por medio de las acciones populares. Esta norma ha generado desde su promulgación varias críticas 
por parte de la doctrina, en razón a que introdujo en el ordenamiento jurídico dos elementos o 
cargas procesales que en la práctica limitan el ejercicio de esta acción constitucional, limitantes que 
no están contemplados en el artículo 88 de la Constitución Política de 1991, ni en la Ley 472 de 
1998, estos dos elementos son:  
1. En primer lugar el artículo 144 del CPACA establece que la persona que 
pretenda solicitar la protección de un derecho colectivo, debe  primero 
surtir un requisito de procedibilidad  para poder acudir el juez en sede 
popular y demandar la protección de dicho derecho, esta norma precisa lo 
siguiente: “Antes de presentar la demanda para la protección de los 
derechos e intereses colectivos, el demandante debe solicitar a la 
autoridad o al particular en ejercicio de funciones administrativas que 
adopte las medidas necesarias de protección del derecho o interés 
colectivo amenazado o violado. Si la autoridad no atiende dicha 
reclamación dentro de los quince (15) días siguientes a la presentación de 




Excepcionalmente, se podrá prescindir de este requisito, cuando exista 
inminente peligro de ocurrir un perjuicio irremediable en contra de los 
derechos e intereses colectivos, situación que deberá sustentarse en la 
demanda.”  
 
2. El otro elemento que trajo esta norma tienen que ver con la imposibilidad 
que el juez de la acción popular pueda anular un acto administrativo o 
contrato estatal por medio de esta medio de control, el inciso 2° del 
artículo 144 del CPACA reza lo siguiente: “Cuando la vulneración de los 
derechos e intereses colectivos provenga de la actividad de una entidad 
pública, podrá demandarse su protección, inclusive cuando la conducta 
vulnerante sea un acto administrativo o un contrato, sin que en uno u otro 
evento, pueda el juez anular el acto o el contrato, sin perjuicio de que 
pueda adoptar las medidas que sean necesarias para hacer cesar la 
amenaza o vulneración de los derechos colectivos.”  
 
Sobre el primer elemento es claro que el legislador al crear una instancia de reclamación ante la 
entidad o el particular que en ejercicio de una función pública haya vulnerado o amenace un 
derecho colectivo, se está creando un requisito previo para acudir a la acción popular y proteger con 
ella estos derechos de rango constitucional, requisito como se dijo anteriormente no se encuentra 
contemplado en la Carta Política y la ley que reglamenta esta acción, esto ocasiona un grave 
problema de acceso efectivo a la administración de justicia. A raíz de una demanda de 
inconstitucionalidad contra esta norma, la investigadora Luisa Fernanda Salazar Escalante 
acertadamente describe el problema que genera este requisito previo para acudir a la acción popular 
y reclamar la protección de un derecho o interés colectivo, sobre el particular comenda lo siguiente:  
“ El inciso demandado del Artículo 144 crea un requisito previo a la presentación 
de la acción popular, que afecta los derechos interrelacionados de acceso efectivo 
a la administración de justicia, tutela judicial efectiva y actividad de los derechos, 
pues dificultan e imponen una carga adicional para la presentación  de la acción  
popular. Este hecho genera una dilación sin sentido en le presentación de la 
acción popular, que puede generar en muchos de los casos la causación de daños 
irreparables a derechos colectivos, derechos que son de gran importancia pues 
pertenecen a la comunidad Es claro para el ordenamiento jurídico que la 
protección de los derechos colectivos solicitada mediante acción popular debe 
surtirse de manera ágil, que en el Artículo 6 de la Ley 472/98 expresa que su 
trámite es preferencial frente a otras acciones y tiene previstos mecanismos como 
las medidas previas de protección contenidas  en los Artículos 25 y 26 de la 
misma Ley.  Incluso, el Artículo 10 de la Ley 472/98 trae expresamente el 




necesario interponer previamente recursos administrativos como requisito para 
intentar la acción popular.”268     
 
Por otra parte, el segundo elemento que incorpora el artículo 144 del CPACA, que guarda 
relación con el tema de investigación del presente trabajo, es la  imposibilidad de anular un 
acto administrativo o contrato estatal  que amenace o vulnere un derecho colectivo, por la 
vía de la acciones populares, esta decisión del legislador se distancia de la posición 
marcada por el alto Tribunal de lo Contencioso  Administrativo, que en los últimos años ha 
precisado en su jurisprudencia la viabilidad de anular actos administrativos o contratos 
estatales en sede popular, cuando estos amenacen o transgredan derechos colectivos. Sin 
embargo, a pesar de existir esta imposibilidad normativa, en una sentencia de acción 
popular  proferida en el año 2013, la Sala de lo Contencioso Administrativo Sección 
Tercera Subsección C del Consejo de Estado, analizo la inconstitucionalidad de esta norma 
argumentando lo siguiente:  
 
“ […]   no deviene aplicable al asunto concreto lo establecido en el 
artículo 144 del CPACA, precepto en el que se establece la improcedencia 
de que el juez de la pretensión popular anule actos administrativos o 
contratos estatales como medida idónea para la protección de derecho 
colectivo, expresión normativa que fue declarada exequible por la Corte 
Constitucional en sentencia C-644 de 2011 ; ahora bien, lo anterior no es 
óbice para que el Consejo de Estado, por ser el juez natural del asunto, y 
ante el planteamiento de algunos de los sujetos procesales en relación con 
la aplicación o no del referido precepto, determine si es viable definir si el 
mismo puede regular la materia o si, a contrario sensu, se trata de una 
norma que dada su vigencia en el tiempo no puede servir de basamento 
para definir la controversia en estudio. 
Aunado a lo anterior, nada impide que se defina si es posible confrontar la 
constitucionalidad del artículo 144 del CPACA con otros principios y 
reglas constitucionales distintas a las analizadas por el Tribunal 
Constitucional, a efectos de determinar si esa restricción legislativa es o 
no acorde con los postulados trazados por el Constituyente en materia de 
la protección y garantía de los derechos colectivos, en la medida que la 
                                               
268 LONDOÑO TORO, Beatriz (Editora Académica). LITIGIO ESTRATÉGICO EN COLOMBIA –Casos paradigmáticos del Grupo de 




cosa juzgada constitucional que recae sobre la citada disposición es de 
carácter relativa…”269  
 
En el análisis de este caso llevado a cabo por la Sala de lo Contencioso Administrativo 
Sección Tercera Subsección C, se estableció que la acción popular de rango constitucional 
regulada en el artículo 88 de la Constitución Política de 1991,  se caracteriza por ser  una 
acción autónoma y esencial,  que tiene como objetivo la protección de los derechos 
colectivos por lo tanto no puede existir limitantes por parte de la ley que la reglamenta. Este 
análisis conllevo alto Tribunal de lo Contencioso Administrativo a afirmar que: “[…] la 
acción o pretensión popular es un mecanismo procesal constitucional que permite sin 
limitación o restricción alguna demandar la legalidad de actos administrativos o contratos 
estatales, siempre y cuando éstos sean la fuente de la vulneración, amenaza o peligro 
frente a los derechos o intereses colectivos cuya protección se solicita. Para arribar a esa 
conclusión, que es idéntica antes o después de la ley 1437 de 2011”270  para llegar a esta 
conclusión la Sala se basó en las siguientes razones:  
 
1. Las acciones, medios de control o pretensiones populares son instrumentos 
procesales consagrados directamente por el Constituyente para la protección y 
amparo de los denominados derechos o intereses colectivos, tal como lo establece 
sin hesitación alguna el artículo 88 de la Constitución Política: Aquí la Sala señala 
que la potestad que le fue otorgada al legislador en materia de acciones populares, 
es lo reglamentaria y no la de modificar la naturaleza de este mecanismo 
constitucional o  equipararla con mecanismos o acciones ordinarias.  
   
2. El grave problema que se genera en relación con la naturaleza de las acciones 
populares se ha desprendido del contenido y alcance que el tribunal constitucional 
le imprimió, en varias sentencias, al artículo 2º de la ley 472 de 1998, en relación 
con los efectos de aquéllas, al entender que las mismas pueden ser: preventivas, 
“suspensivas”, o restitutorias (resarcitorias).  Queriendo decir con esto, que las 
medidas que tome el Funcionario Judicial en sede popular pueden llegar tener un 
efecto resarcitorio y reparar el daño que se haya causado por la administración a 
través un acto administrativo o la suscripción de un contrato decretando la nulidad 
de estos por vía de las acciones populares.  
   
                                               
269 Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Tercera Subsección C, Rad. No. 25000-23-24-000-2011-00227-
01(AP), del  26 de noviembre de 2013 ,  C.P. ENRIQUE GIL BOTERO 
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3. Yerra la hermenéutica que limita la acción popular a la constatación de la 
vulneración del derecho colectivo a causa de un acto o contrato estatal pero se 
limita a ordenar su suspensión, sin adoptar de manera definitiva una solución que 
cese la afectación o amenaza al interés colectivo.[…] la acción o pretensión 
popular es de naturaleza constitucional y principal (art. 88 C.P.), cuyo objetivo es 
definir con autonomía e independencia si existe una vulneración, amenaza o 
peligro respecto de un derecho o interés colectivo, para que se adopten 
jurisdiccionalmente todas las medidas preventivas o resarcitorias –inclusive de tipo 
pecuniario– para la protección eficaz de la garantía conculcada o amenazada. 
Evidencia la Sala, que al otorgarle a las acciones populares solamente la facultad de 
suspender los actos administrativos o contratos que hayan generado la violación al 
derecho colectivo que se pretende proteger, se estaría atentando contra la autonomía 
e independencia que le asiste a este tipo de mecanismo constitucionales para decidir 
sobre la vulneración de un derecho colectivos ya que con ello se estaría limitando su 
ejercicio.  
 
4. Es inexistente el temor infundado que para la censura de legalidad de los actos 
administrativos y contratos estatales existe un juez natural, una pretensión y un 
procedimiento específico, ya que, tratándose de acciones o pretensiones populares 
de las cuales conoce la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, se cumple a 
cabalidad con el principio del juez natural, comoquiera que el juez del acto o del 
contrato es el mismo de la acción o pretensión popular […]Así las cosas, no se 
vulnera el artículo 29 de la Constitución Política porque la entidad demandada 
tendrá, en el proceso de pretensión popular, las mismas oportunidades de defender 
la legalidad del acto o del contrato, así como la inexistencia de la vulneración del 
derecho colectivo que se le reprocha. 
 
5. La jurisprudencia de esta Sección ha sostenido la procedencia de las acciones 
populares contra actos administrativos o contratos estatales, siempre que se 
acredite un criterio finalístico, esto es, la necesidad de remover el acto 
administrativo del mundo jurídico con miras a la protección efectiva de los 
derechos colectivos  vulnerados o amenazados [...]Como se aprecia, la tesis vigente 
de la Sección Tercera en relación con la facultad del juez popular para anular 
actos administrativos o contratos estatales, admite su posibilidad siempre y cuando 
se verifique que a partir de esa manifestación de la actividad estatal se desprenda 
una vulneración o amenaza a los derechos colectivos, razón por la que el juez en su 
libre apreciación podía adoptar la medida más idónea para la protección del 
interés colectivo respectivo, entre las que se encontraban suspender los efectos del 
acto o contrato o, en su defecto, proceder a su anulación. 
 
6. A diferencia de lo sostenido por un sector minoritario de la doctrina y 
jurisprudencia, el legislador sí tuvo en cuenta al momento de proferir la ley 472 de 
1998, la posibilidad o no de anular actos o contratos estatales, por cuanto en el 




“Para los fines de este artículo [se refería al incentivo económico que fue derogado 
por la ley 1425 de 2010] y cuando se trate de sobrecostos o de otras 
irregularidades provenientes de la contratación, responderá patrimonialmente el 
representante legal del respectivo organismo o entidad contratante y el contratista, 
en forma solidaria con quienes concurran al hecho, hasta la recuperación total de 
lo pagado en exceso” 
 [A]simismo, se determinaba una competencia adicional para el juez de la acción 
popular, esto es, la posibilidad de ordenar la “recuperación” de lo pagado en 
exceso en eventos de sobrecostos y otras irregularidades en materia de 
contratación. 
 
7. De modo que resulta ilógico que el juez de la acción o pretensión popular –acción o 
pretensión autónomas– advierta la lesión a un interés colectivo derivado de un acto 
administrativo o contrato estatal, y se limite a suspender los efectos de los mismos 
sin poder definir de manera definitiva y concreta, la necesidad de anular o remover 
la fuente de la violación o de la amenaza. 
 
8. De la mano del control de constitucionalidad se encuentra el control de 
convencionalidad, instrumentos jurídico – normativos que tienen como finalidad 
garantizar la plenitud del orden normativo superior y, por lo tanto, permitir la 
efectividad de los sistemas universales y regionales de derechos humanos bajo los 
estándares de mínima garantía y respeto.  
 
Con base en este argumento la Sala decidió no aplicar por vía excepción de 
inconstitucionalidad y contraconvencionalidad  la expresión contenida en el inciso 
segundo del artículo 144 de la ley 1437 de 2011 que determina: “sin que en uno u otro 
evento, pueda el juez anular el acto o contrato, comoquiera que la misma deviene no sólo 
contraria al ordenamiento constitucional que inspiró este tipo de acciones o pretensiones, 
sino también porque introduce una limitación que hace nugatoria la protección efectiva de 
derechos reconocidos internacionalmente, al hacer depender el mecanismo idóneo y 
razonable para su amparo de la interposición de las acciones o pretensiones ordinarias.  
 
Finalmente la Sala culmina su análisis criticando la decisión de la Corte Constitucional, 
sobre la constitucionalidad del artículo 144 del CPACA ( Sentencia  C-644 de 2011) ante lo 
cual manifestó: “Existe, por lo tanto, una hipótesis que no queda comprendida dentro de la 
declaratoria de exequibilidad, y es cuando el acto o contrato desconoce normas o bienes 




nulidad por inconstitucionalidad en vía de acción pública, la cual no queda excepcionada 
en la norma toda vez que ella deviene del numeral 4 del artículo 241 de la Constitución 
Política.”. Esta resiente posición de la Sala de lo Contencioso Administrativo Sección 
Tercera Subsección C del Consejo de Estado, abre las puertas a una eventual declaratoria 
de inconstitucionalidad parcial del artículo 144 del CPACA, en la parte que limita el 
ejercicio de las acciones populares contra actos administrativos y contratos estatales, ya que 
esta prohibición estaría atentando con el derecho al acceso a la administración de justicia.  
 
4.8.   CONCLUSIONES  
 
Recurrir a las acciones constitucionales de tutela y populares como mecanismos para 
combatir la corrupción, es una salida jurídica que genera mayor participación de los 
ciudadanos en el control de los recursos públicos que se manejan en actividades como la 
contratación estatal. Su ejercicio no se encuentra limitado, ya que puede hacer uso de ellas 
toda aquella persona que pretenda  que se protejan derechos fundamentales y colectivos que 
de ser vulnerados afectarían los intereses públicos de la Nación.  
 
En el caso de la acción de tutela solo existe la posibilidad de instaurarla como medida 
transitoria contra actos administrativos y contratos estatales, cuando se trate de evitar un 
perjuicio irremediable y proteger derechos fundamentales que sean vulnerados por 
decisiones administrativas, dentro de los procesos de contratación estatal. Los derechos que  
se buscan proteger son: la igualdad de trato, la no discriminación, de reconocimiento 
mutuo, de proporcionalidad; todos ellos relacionados con la etapa de selección del 
contratista del proceso contractual, instancia que se ve afectada por irregularidades como la 
corrupción.  
 
Sobre las acciones populares, gracias al desarrollo de la jurisprudencia del Consejo de 
Estado en materia de acciones populares contra contratos estatales surge una tesis 
garantista, que brinda la posibilidad de obtener la nulidad del contrato estatal, cuando este 




patrimonio público. Como mecanismo de lucha contra la corrupción esta posibilidad es 
eficiente porque genera mayor participación de la ciudadanía para ejercer el control social 
sobre los recursos públicos que se ejecutan a través de la contratación estatal. 
 
Es necesario precisar en esta parte, que los derechos colectivos a la moralidad 
administrativa y la defensa del patrimonio público, guardan una relación con la corrupción 
administrativa en la contratación estatal, puesto que por medio de ésta, también se vulneran 
dichos derechos. Es por ello que también se considera, que estas acciones constitucionales, 
pueden sumarse al conjunto de mecanismos jurídicos, expuestos en este trabajo de 
investigación, para luchar contra la corrupción administrativa en la actividad contractual del 
Estado. 
 
Finalmente sobre la limitación contenida en el artículo 144 del CPACA, referente a la 
prohibición de conseguir por medio de las acciones populares la nulidad de los actos 
administrativos y contratos estales cuando estos transgredan derechos colectivos, la Sala de 
la Contencioso Administrativo en el mes de noviembre del año 2013 expuso  una nueva 
posición sobre este tema, que por vía de la figura jurídica de excepción de 
inconstitucionalidad, decide no aplicar  la citada norma y a través de un fallo de acción 
popular anula un contrato estatal. Es evidente que con esta decisión, el alto Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo ha marcado una postura  trascendental que le abre las puertas y 
fortalece la argumentación para obtener una posible declaratoria de inconstitucionalidad 








La corrupción es uno de los tantos problemas que ha enfrentado la humanidad desde sus 
inicios como sociedad civilizada. Frente a su definición, existen diferentes posiciones con 
varios enfoques, pero que al dar un concepto concreto sobre la misma, ninguna es 
satisfactoria por sí sola, surgiendo así una dificultad debido a que es un tema complejo que 
amerita un análisis profundo, para entender este fenómeno desde todas las perspectivas que 
se presenta, tal como se expuso.    
 
Luego de estudiar varias definiciones de corrupción de acuerdo al sector en donde se 
genera, ya sea en el sector público o privado; con relación a los sujetos que participan en 
los actos de corrupción, tanto públicos y particulares y respecto al objeto o materia de 
estudio, estableciendo una clasificación en base al objeto (sin desmeritar otros campos) se 
llega a definir la corrupción desde la perspectiva de la ética, la moral y la economía.  
 
Asimismo se estudiaron las modalidades de corrupción que guardan una estrecha relación 
con el tema de investigación, como lo son la corrupción política y administrativa, con la 
finalidad de entender plenamente la complejidad de este problema y poder llegar a definir 
la corrupción en la contratación estatal, que para el profesor Carlos Guillermo Castro es: 
“la desviación del interés público, que se desarrolla a través del abuso del cargo, con el fin 
de obtener un beneficio extraposicional en cualquier acuerdo de voluntades celebrado por 
una administración pública con los particulares”.  
 
Sobre los efectos de la corrupción en la contratación estatal, en términos generales, se 
pueden destacar los siguientes: afectan las finanzas públicas, entorpece la prestación de 





Por otra parte, se estudió el manejo de la corrupción en la normatividad nacional, con la 
finalidad de saber cómo se ha venido dando el desarrollo normativo en el ámbito de la 
lucha contra la corrupción. En las tres últimas décadas se ha mostrado un interés importante 
en este tema y se ha venido considerando, que los niveles de corrupción en todos los 
sectores, tanto el público como el privado, son altamente preocupantes, más aun, en 
actividades de la administración pública como la contratación, en razón a la cantidad de 
recursos públicos que se destinan y manejan. Razón por la cual, han surgido iniciativas 
jurídicas para prevenir y combatir dicho flagelo.   
 
En el caso de Colombia, existen distintos mecanismos y controles jurídicos contra la 
corrupción en la contratación pública, y parte de la tarea de este trabajo de investigación fue 
analizar el marco normativo al respecto, tanto el derecho penal, disciplinario y del 
contencioso administrativo; sumándoles a estos los distintos controles como: el control 
interno, social y fiscal.  
 
Uno de los objetivos específicos que se trazó, fue el de establecer una clasificación de los 
controles y mecanismos jurídicos contra la corrupción, de esta manera se clasificaron en 
mecanismos preventivos y represivos o sancionatorios, con el fin de desarrollar un mejor 
estudio y análisis del tema.  
 
En el primer grupo están los mecanismos preventivos, que como su nombre lo indica son 
los llamados a prevenir la corrupción administrativa en la contratación estatal, entre los 
cuales se destacan: la aplicación de los preceptos descritos, el control interno llevado a cabo 
en las entidades públicas con facultad para contratar y el control social por parte de la 
ciudadanía.  
 
En el segundo lugar los mecanismos represivos o sancionatorios, entre ellos: el Estatuto 
Anticorrupción Ley 190 de 1995 y la Ley 1474 de 2011, el control fiscal, algunas 
disposiciones de la Ley  80 de 1993 y la Ley 1150 de 2007, el Código Penal, el CDU Ley 




contractual contenidas en la Ley 1437 de 2011 y la acción de repetición, todas con la 
finalidad de sancionar la ilegalidad e ilicitud de las actuaciones en los contratos estatales y 
que pasan a  fortalecer la lucha contra la corrupción.  
 
Por último, se  examinaron los mecanismos jurídicos establecidos en la Constitución 
Política de 1991, de las acciones constitucionales, en especial la acción de tutela y la acción 
popular que protegen derechos fundamentales individuales y derechos e intereses colectivos 
respectivamente; para llegar a la conclusión, que para combatir la corrupción, las acciones 
de tutela son procedentes como mecanismo transitorio y excepcional para proteger 
derechos fundamentales como el debido proceso, el derecho a la igualdad  que tienen los 
oferentes en la contratación estatal en todas sus etapas.  
 
Por otra parte, están las acciones populares como un mecanismo principal, de carácter 
preventivo y autónomo que procede contra las amenazas y vulneración de derechos e 
intereses colectivos, principalmente los de moralidad administrativa y el de la defensa al 
patrimonio público, trasgredidos por actos irregulares como los de corrupción, y la manera 
de protegerlos sería con la nulidad de dichos contratos, tal como lo ha establecido la tesis 
garantista a favor de esta posición y que se ha desarrollado en gran parte de la 
jurisprudencia del Consejo de Estado.  
 
Las acciones populares desempeñan un papel importante, ya sea como mecanismo para la 
defensa de derechos e intereses colectivos o en este caso, como herramienta eficaz para 
ejercer el control de legalidad de los actos administrativos en la contratación pública, pero 
debido a la reciente decisión de la Corte Constitucional sobre la constitucionalidad del Art. 
144 de la Ley 1437/11, (C-644/11. M.P. Jorge Iván Palacio P.), se concluye que por medio 
de esta acción, no se puede decretar la nulidad de los actos administrativos y contratos 
estatales que atenten contra derechos e intereses colectivos, decisión que no es compartida, 
porque se limita el alcance de una acción constitucional y va en contra de todo el desarrollo 
jurisprudencial del Consejo de Estado, que en los últimos años ha estado inclinada a favor 




popular; y a su vez este artículo contradice la misma Ley 1437 de 2011 (CPACA) cuando 
ésta le da una importancia al precedente jurisprudencial al crear la figura de la unificación 
jurisprudencial del Consejo de Estado que pretende agrupar varias decisiones del alto 
tribunal sobre un mismo tema para que se tengan en cuenta con el fin de fallar de la misma 
manera ante casos semejantes. 
 
Pero sobre el anterior control de constitucionalidad realizado sobre el artículo 144 de la Ley 
1437 de 2011 por parte de la Corte Constitucional, surge una nueva posición que cuestiona 
la constitucionalidad de esta norma, se trata de una decisión de la Sala de la Contencioso 
Administrativo ha expuesto una nueva posición, que por vía de la figura jurídica de 
excepción de inconstitucionalidad, decide no aplicar  esta norma y a través de un fallo de 
acción popular anula un contrato estatal. Esta decisión traza un camino argumentativo para 
una eventual inconstitucionalidad de la norma en comento, que para el objetivo del presente 
trabajo y favorece la tesis planteada sobre la viabilidad de este tipo de acciones 
constitucionales procedan contra actos administrativos y contratos estatales que por 
irregularidades como los actos de corrupción, vulneran derechos e intereses colectivo en el 
marco de un proceso contractual del Estado.   
 
En consecuencia, la solución a la corrupción administrativa no sólo debe centrarse en la 
creación de nuevas normas para combatir este fenómeno, sino también la conformación de 
un conjunto de soluciones integrales que persigan como objetivo principal, enfrentarla 
desde dos perspectivas, que se complementan entre sí, primera y viablemente la más 
significativa, la preventiva y la otra represiva, que se encargue de sancionar los actos de 
corrupción. Sumándose a todo esto, la participación activa de la ciudadanía por medios del 
control social y el ejercicio jurisdiccional a través de acciones constitucionales como la 
acción popular; con todo esto se llegaría a conformar un mecanismo integral, sistematizado 
y eficiente en la lucha contra la corrupción en la contratación pública, sin perder la esencia 
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